




1REVISTA JURÍDICA AGROAMBIENTAL JURISPRUDENCIA

PRESENTACIÓN
El Tribunal Agroambiental del Estado Plurinacional de 
Bolivia,  a través de su Unidad de Jurisprudencia, Archivos 
y Biblioteca, presenta la Revista Jurídica Agroambiental, 
cuyo contenido permite    poner a conocimiento de la 
población,   la visión jurídica  de esta  Entidad  Especializada 
en Materia Agroambiental en pro de brindar una justicia 
más humana, transparente, segura y  oportuna.

Las páginas de esta primera edición ofrecen Resoluciones 
Relevantes, Artículos   y Comentarios que han sido escritos 
por altas autoridades del Tribunal Agroambiental y 
reconocidos Juristas  del ámbito internacional y nacional 
expertos en la  materia.

Esta nueva iniciativa de la institución  también permite  
plasmar el trabajo que se viene efectuado en la 
Jurisdicción Agroambiental  con el objetivo de Modernizar 
la administración y gestión procesal de la Justicia, y   
consolidar su efectiva y positiva transformación, a través 
de una estructura de datos generada  para lograr la 
uniformidad en las resoluciones de causas atendidas en el 
Tribunal, denominada Árbol Jurisprudencial, herramienta 
esencial de consulta de información oportuna y precisa, 
que con la fusión de los antecedentes sentados por el 
extinto Tribunal Agrario y lo resuelto por el actual Tribunal 
Agroambiental contempla resoluciones fundadoras, 
moduladoras, de cambio de línea y reconductoras.

Dejo en sus manos la presente  publicación, que 
promueve la difusión de la doctrina sentada por el 
Tribunal Agroambiental, con la finalidad de contribuir  a la 
democratización de la justicia, el  acceso a la información y  
participación de las y los ciudadanos.

Dr. Lucio Fuentes Hinojosa

PRESIDENTE 
TRIBUNAL AGROAMBIENTAL 

DEL ESTADO PLURINACIONAL DE BOLIVIA
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JURISPRUDENCIA AGROAMBIENTAL

Unidad de Jurisprudencia, Archivo y Biblioteca
Tribunal Agroambiental del Estado Plurinacional de Bolivia

El Tribunal Agroambiental del 
Estado Plurinacional de Bolivia 
recibe en su seno numerosas, 
complejas y difíciles demandas 
que por su “Carácter Social” van 
creciendo no tan sólo en la medida 
que en Bolivia el tema tierra y 
ambiental sumen peldaños de 
importancia, sino también porque 
la credibilidad en la administración 
judicial está siendo palpable. 

Pues es tarea principal de este 
Tribunal Especializado dar 
respuesta rápida, justa y contar con 
personal capacitado para permitir  
el acceso a la justicia de muchos 
sectores de la sociedad; expresión 
jurídica  revestida de imparcialidad, 
independencia, igualdad de armas y 
garantías de un proceso justo  que 
dé respuestas coherentes a una 
jurisprudencia estable, consistente 
en la aplicación del derecho y 
de acrecentarlo, a través de la 
difusión de manera didáctica de las 
sentencias, respetando decisiones 
tomadas anteriormente y muchas 
veces, no previstas por la normativa 
legislativa, llenando así esa falencia 
o vacío legal.

Por ello, la Jurisdicción 
Agroambiental, a través de la 
jurisprudencia observa la realidad 
social, viendo que la ley como 
fuente de derecho, no responde 
muchas veces a la satisfacción   de 
las necesidades de seguridad y 
sensación de justicia en casos 
reales. En su afán de impartir justicia 
de manera transparente y con 
seguridad jurídica, ha desarrollado 
e implementado,  a través del 
Departamento de Jurisprudencia, 
el Árbol Jurisprudencial 
especializado e íntegramente 
solvente mediante  la recopilación, 
sistematización y clasificación de 
las resoluciones emitidas desde 
la creación del Tribunal Agrario 

Nacional actualmente Tribunal 
Agroambiental, plasmándose 
todo este proceso en líneas 
jurisprudenciales agroambientales 
que responden a la forma de resolver 
las distintas causas que están dentro 
del ámbito de su competencia.

HABLEMOS DE 
JURISPRUDENCIA
Se habla de jurisprudencia cuando 
nos referimos a las tendencias u 
orientaciones establecidas en los 
fallos judiciales: se dice que hay 
jurisprudencia cuando existe una 
serie  o conjunto de resoluciones 
judiciales concordantes o una 
resolución judicial única, de las 
que es posible extraer una norma 
de carácter general que oriente e 
influya la decisión de casos futuros.

¿Y cuál la norma a extraer?, nos 
referimos a la razón principal 
para la decisión asumida por el 
Tribunal Agroambiental respecto a 
un caso concreto, exclusivamente 
el fundamento jurídico que tiene 
fuerza vinculante, denominándose 
RATIO DECIDENDI (o simplemente 
RATIO). 

Asimismo, una resolución puede 
contener comentarios secundarios 
que pueden no ser vinculantes, pero 
tienen su grado de influencia al 
momento de generar el fundamento 
de un nuevo caso estudiado;  reciben 
el nombre de obiter dicta, lo que en 
castellano significa “dicho sea de 
paso”. 

Ambos extractos, vienen a ser el 
PRECEDENTE, partes que guardan 
unidad de sentido con lo decidido, de 
tal forma que no se puede entender 
éste sin alusión a aquellos, y/o el 
auxilio que dan al entendimiento 
de la resolución emitida. Este 
precedente dará lugar al surgimiento 
de líneas jurisprudenciales.

¿QUÉ ES UNA LÍNEA 
JURISPRUDENCIAL?
La línea jurisprudencial debe 
ser entendida como la teoría 
jurídica integral creada a través 
de la jurisprudencia con relación 
a un determinado entendimiento 
jurídico, emergente de la 

interpretación, integración o 
interrelación de las normas 
previstas en la Constitución o en 
las Leyes para resolver un supuesto 
fáctico planteado en el caso 
concreto. En palabras sencillas, 
por línea jurisprudencial se debe 
entender, como la secuencia de 
fallos que responden a un mismo 
patrón decisional que permite 
dar respuesta a un determinado 
problema jurídico.

Estas líneas en su contenido, 
exponen el tipo de Sentencias 
(Resoluciones Agroambientales), 
1que dan una determinada 
característica al precedente 
identificado, encontrándose las 
siguientes:

�� Sentencias creadoras, 
fundadoras o sentencias hito, 
aquellas que crean el precedente 
obligatorio; 

�� Sentencias ratificadoras o 
reiteradoras, aquellas que siguen 
el precedente obligatorio; 

�� Sentencias moduladoras, 
aquellas que modulan en el 
sentido restringido o extensivo el 
precedente obligatorio; 

�� Sentencias modificadoras 
o mutadoras, aquellas que 
cambian o mutan el precedente 
obligatorio.

1 Sentencia Constitucional Plurinacional Nº 

1804/2010-R.
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VENTAJAS DEL 
PRECEDENTE
1. Crea una justicia predecible 

El precedente judicial acaba con 
las sentencias contradictorias 
originadas por la interpretación 
arbitraria del Derecho; genera 
una justicia predecible y con ello 
la ansiada seguridad jurídica 
que garantiza la igualdad de las 
personas frente a la ley; aumenta 
la credibilidad institucional que 
contribuye a construir un verdadero 
Estado Constitucional de Derecho.

2. Controla la corrupción

El precedente impide las 
interpretaciones antojadizas de 
las normas jurídicas por abogados 
y jueces de todos los niveles. No 
podrán basarse en interpretaciones 
arbitrarias para torcer el sentido de 
la justicia, sino que actuarán con 
estricta sujeción a la Constitución y 
a la ley cuyo sentido esté establecido 
en la jurisprudencia.	

3. Genera confianza en el sistema 
judicial 

El establecimiento del precedente y 
por medio de él, la eliminación de la 
interpretación arbitraria, antojadiza 
de la ley, genera confianza en el 
Órgano Judicial. Si este imparte 
justicia con transparencia, 
imparcialidad, con independencia, 
sometiéndose únicamente a la 
Constitución y a la ley, cuyo sentido 
y alcance esté señalado en un 
precedente, gana en credibilidad y 
confianza ciudadana.

4. Reduce la carga procesal y acelera 
la administración de justicia 

Una respuesta eficaz a este 
problema lo constituye el 
precedente judicial, por el cual los 
jueces saben cómo van a resolver 
casos semejantes, se hace más fácil 
su labor, lo que les ahorra tiempo 
y energías; los ciudadanos que de 
antemano ya saben cómo resolverán 
los jueces su caso, sin duda, optarán 
por solucionar muchos de sus 
problemas sociales mediante la 
negociación o la conciliación.

¿QUÉ ES EL ÁRBOL DE JURISPRUDENCIA?
El árbol de Jurisprudencia es un sistema informático que el Tribunal 
Agroambiental ha desarrollado para que sus usuario/as consulten de forma 
precisa, rápida y oportuna la información jurisprudencial emanada de la 
institución, constituyéndose en la principal fuente de consulta que le ofrece 
información referente a los procesos que conoce el Tribunal Agroambiental 
en su área de especialidad, brindando las sentencias analizadas y una línea 
jurisprudencial, sistematizada, ordenada y clasificada.

ACCESO A LA HERRAMIENTA INFORMÁTICA
El ingreso está establecido a través del internet, mediante el sitio web del 
Tribunal Agroambiental www.tribunalagroambiental.bo, accediendo a la 
opción MENU – JURISPRUDENCIA.

El Árbol de Jurisprudencia le ofrece un listado de opciones de búsqueda 
de información, conteniendo en su base de datos Resoluciones Judiciales 
Agroambientales clasificadas por: RAMAS, TEMAS, RESOLUCIÓN, RATIO Y 
NÚMERO DE RESOLUCIÓN.

Buscar

ANA-S2-0074-2014  01-12-2015

...vulneración del debido proceso, de la tutela judicial efectiva y/o 
de la defensa que afecta el orden público, que de la revisión del 
proceso no existe, característica que en la legislación procesal se 
conoce como...

SAN-S1-0031-2015   12-05-2015

... vulneración al derecho al debido proceso contemplado por el art. 
115-II de la C.P.E...

vulneración al debido proceso

Búsqueda en Ratio Decidendi
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Ley Forestal
Dr. Lucio Fuentes Hinojosa

Presidente del Tribunal Agroambiental 
del Estado Plurinacional de Bolivia

Bolivia, desde la última 
década del siglo pasado, ha 
venido propiciando la tutela 
del medioambiente, es asi 
que conviene destacar el gran 
desarrollo que se distingue 
en este primer contexto, 
de la necesidad de rescatar 
elementos contenidos en 
la Ley N°1700 Ley Forestal 
de 12 de julio de 1996 y el 
Decreto Supremo N° 24453 
Reglamento General a la Ley 
Forestal de 21 de diciembre 
de 1996 como normas básicas 
de regulación de la actividad 
depredadora y de daño 
ambiental.

A partir de la vigencia de la Nueva 
Constitución Política del Estado 
Plurinacional y la implementación 
del Tribunal Agroambiental con la 
ampliación de sus competencias por 
especialidad y naturaleza otorgando 
la tutela jurídica no solo en materia 
agraria, sino también respecto a la 
preservación de la naturaleza y el 
medio ambiente, bajo la visión de 
lograr la garantía de una vida libre 
de contaminación y depredación 
para un vivir bien por intermedio de 
la vía jurisdiccional.

Por mandato de la Constitución 
Política del Estado Art. 189 
son atribuciones del Tribunal 
Agroambiental resolver los 
recursos de casación y nulidad 

en las acciones reales, agrarias, 
forestales, ambientales, de aguas, 
derechos de uso y aprovechamiento 
de los recursos naturales, hídricos, 
forestales y de la biodiversidad, 
demandas sobre actos que atenten 
sobre prácticas que pongan en 
peligro el sistema ecológico y la 
conservación de especies naturales 
en correspondencia con la Ley N° 
025 del Órgano Judicial en su Art. 
152 referido a las competencias 
dispone que esta jurisdicción 
conoce las acciones que deriven de 
controversias entre particulares de 
derechos de uso y aprovechamiento 
de los recursos naturales 
renovables, hídricos, forestales 
y de la biodiversidad conforme 
con lo establecido en las normas 
especiales que rigen esta materia. 
Es decir que el Art. 39 num. 4) de 
la Ley 1715 del Servicio Nacional 
de Reforma Agraria modificada 
por la Ley 3545 de Reconducción 
Comunitaria de la Reforma Agraria 
dispone que los juzgados agrarios 
ahora agroambientales, conozcan 
las acciones para el establecimiento 
y extinción de servidumbres que 
puedan surgir de la actividad 
agropecuaria, forestal o ecológica 
en primera instancia. 

Por su parte el máximo tribunal 
especializado en materia 
agroambiental, pese a las 
falencias y espera de aprobación 
de su normativa procedimental 
agroambiental que se encuentra 
en instancia legislativa, conoce 
por vía contencioso administrativa 

las demandas contra actos 
administrativos de la autoridad 
pública competente, es decir, que 
esta competencia del Tribunal 
Agroambiental, tiende a lograr 
la revisión judicial de los actos 
administrativos que hubieren 
sido lesionados derechos en 
materia forestal, en esa misión la 
jurisprudencia marcada del Tribunal 
Agroambiental ha marcado incluso 
en los países vecinos una notable 
atención, este medio jurisdiccional 
del derecho del administrado que 
es prolijamente tutelado en el 
Tribunal, instancia que revisa el 
acto administrativo impugnado para 
ser juzgado tanto en su legitimidad 
cuanto en su merito tal y cual lo 
refiere el tratadista Bielsa, y que 
en Bolivia es cumplido como un 
verdadero acceso a la justicia 
por este órgano colegiado de no 
solo personas individuales sino 
colectivas de los sectores más 
vulnerables de nuestro país.

Como ejemplo de lo referido, es 
importante destacar las Sentencias 
Agroambientales N° S2a. No. 06/ 
2015 y S2a No. 009/2015, por tener 
un contenido social significativo 
que marca la línea a seguir en 
resguardo de la naturaleza y los 
bosques, especialmente evitando la 
depredación de la riqueza natural 
(desmontes y chaqueos), debiendo 
cumplirse durante su tramitación 
procedimientos y actuaciones 
administrativos respetando el 
debido proceso en el ejercicio de la 
función pública.
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SENTENCIAS AGROAMBIENTALES RELEVANTES EN MATERIA FORESTAL

Sentencia: SAN-S2-0006-2015 - 
13/02/2015

PRECEDENTE
Derecho Agroambiental / Derecho 
forestal / Derecho Administrativo 
Sancionador / Desmonte ilegal / 
Resolución congruente y debida-
mente fundamentada (Fundadora)

“...al respecto la L. N° 2341 de Procedi-
miento Administrativo en sus arts. 81 
(Diligencias Preliminares), 82, (Etapa 
de Iniciación), 83 (Etapa de tramita-
ción) y 84 (Etapa de Terminación), es-
tablece las etapas que deben seguirse 
en todo procedimiento sancionador, 
al respecto se hace necesario citar lo 
considerado por la sentencia constitu-
cional SCP 1372/2014 de 7 de julio de 
2014, que en relación al debido proce-
so señala: “...”5.5. Como ya se anotó, 
la Constitución extiende la garantía 
del debido proceso no solo a los jui-
cios y procedimientos judiciales, sino 
también a todas las actuaciones admi-
nistrativas. Ello significa, que el debi-
do proceso se mueve también “dentro 
del contexto de garantizar la correcta 
producción de los actos administrati-
vos, y por ello extiende su cobertura 
a todo el ejercicio que debe desarro-
llar la administración pública, en la 
realización de sus objetivos y fines 
estatales, es decir, cobija a todas sus 
manifestaciones en cuanto a la forma-
ción y ejecución de los actos, a las pe-
ticiones que realicen los particulares, 
a los procesos que por motivo y con 
ocasión de sus funciones cada enti-
dad administrativa debe desarrollar 
y desde luego, garantiza la defensa 
ciudadana al señalarle los medios de 
impugnación previstos respecto de las 
providencias administrativas, cuando 
crea el particular, que a través de ellas 
se hayan afectado sus intereses “.	

Dicho esto, se tiene que con relación 
al demandante, desde su legal noti-
ficación con el Auto Administrativo 
que resuelve iniciar el sumario admi-
nistrativo, hasta la emisión de la Re-
solución Administrativa que declara a 
Osias Wagner Greve, responsable de 
la contravención forestal de desmon-

te ilegal, la autoridad administrativa, a 
dado cumplimiento con la obligación 
de garantizar al administrado el dere-
cho fundamental al debido proceso, 
el cual se traduce en la posibilidad 
de ser oído y permitir su participación 
en el proceso desde el inicio hasta su 
finalización; en el cual le sean notifi-
cadas todas y cada una de las decisio-
nes adoptadas en el proceso, y que la 
actuación sea llevada por autoridad 
competente garantizando el pleno 
respeto de las formas propias del pro-
ceso; en el cual se asegure su derecho 
de defensa y contradicción, incluyen-
do la opción de impugnar las decisio-
nes que resultaren contrarias a sus in-
tereses, evidenciándose que el ahora 
demandante, tuvo una participación 
activa en dicho proceso ejerciendo en 
forma efectiva su derecho a la defensa 
consagrado por el art. 115 de la C.P.E., 
concluyéndose que el proceso admi-
nistrativo sancionador se desarrolló 
en estricto apego y cumplimiento a las 
normas aplicables al caso, no siendo 
evidente que se haya vulnerado el de-
recho a la defensa y al debido proceso, 
acusado en esta parte por el actor.”

Sentencia: SAN-S2-0009-2015 - 
23/02/2015

Asignada en:
Derecho Procesal / Demanda con-
tenciosa administrativa / Inadmisi-
ble, improcedente, no presentada / 
No corresponden reclamos que no 
fueron realizados en la etapa admi-
nistrativa (Seguidora)

“(...) El procedimiento administrativo 
se rige por principios, los cuales cons-
tituyen elementos que el legislador ha 
considerado básicos para encausar, 
controlar y limitar la actuación de la 
Administración y de los administra-
dos en todo procedimiento. Asimismo, 
controlan la liberalidad o discreciona-
lidad de la administración en la inter-
pretación de las normas existentes, 
así como para desarrollar las normas 
administrativas complementarias. 
Uno de los principios que inspira el 
procedimiento administrativo, es el 
principio de verdad material, según el 

cual la autoridad administrativa com-
petente deberá verificar plenamente 
los hechos que sirven de motivo para 
sus decisiones, para lo cual adoptará 
todas las medidas probatorias necesa-
rias. El principio de “verdad material” 
por oposición al principio de “verdad 
formal” resulta fundamental respecto 
a la decisión que finalmente adopte 
la autoridad administrativa, en tanto 
que en el proceso civil el juez debe 
necesariamente constreñirse a juzgar 
según las pruebas aportadas por las 
partes (verdad formal). En el procedi-
miento administrativo, el órgano que 
debe resolver está sujeto al principio 
de la verdad material y debe en conse-
cuencia ajustarse a los hechos, pres-
cindiendo de que ellos hayan sido ale-
gados y probados por el particular o 
no: verbigracia, hechos o pruebas que 
sean de público conocimiento, que es-
tén en poder de la administración por 
otras circunstancias, que estén en ex-
pedientes paralelos o distintos, que la 
administración conozca de su existen-
cia y pueda verificarlos, etc., debiendo 
entenderse que si la decisión adminis-
trativa, no se ajusta a los hechos ma-
terialmente verdaderos, su acto estará 
viciado por esa sola circunstancia. En 
éste contexto, éste Tribunal conclu-
ye que la entidad administrativa al 
disponer se realicen nuevas inspec-
ciones y/o solicitar nuevos informes 
no se apartó de los marcos legales 
aplicables al caso, máxime si como se 
tiene fundamentado, la existencia de 
contradicciones significativas entre la 
información generada durante el pro-
ceso administrativo determinó que, 
en la búsqueda de la verdad material, 
tenga que disponerse se integre al 
proceso nuevos elementos, que a más 
de ser cuestionados por la parte ahora 
demandante, no fueron desvirtuados 
a través de medios de prueba aporta-
dos por el precitado, quien en suma se 
limita a realizar afirmaciones en torno 
a la existencia de tres informes, sin 
precisar la forma en la que la decisión 
de la autoridad administrativa vulnera 
sus derechos resultando por lo mismo 
sin asidero legal lo acusado en éste 
punto...”.
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Reversión de la 
Tierra Agraria
Dr. Juan Ricardo Soto Butrón
Decano Del Tribunal Agroambiental
Plurinacional de Bolivia

El vocablo latino reversio fue 
identificado en nuestra lengua 
como reversión. En el ámbito de la 
ciencia del Derecho en trata, sobre 
todo, al proceso y la consecuencia 
de revertir o regresar una cosa 
al estado que tenía antes o dejar 
sin efecto la determinación que 
autorizó en tiempo anterior el 
cambio de su estado. 

La reversión fue establecida en 
la estructura legal del país como 
instituto jurídico aplicable a las 
tierras (agrarias) que no cumplan 
la “función social”, cuyo uso no 
esté ajustado al “interés social” 
o su uso “sea perjudicial al 
interés colectivo”. Fue el límite, 
la condición y la obligación legal a 
cumplir para que el Estado garantice 
el ejercicio del derecho de propiedad 
o desaparezca el riesgo para ser 
afectado por la medida extrema de 
la reversión. 

Los entes ejecutores de la reversión 
a partir de 1953 fueron las Juntas 
Rurales, los Jueces Agrarios 
Móviles y el CNRA, en la actualidad 
y con la vigencia de la Ley N° 1715 
de 18 de octubre de 1996, es el 
Instituto Nacional de Reforma 
Agraria (INRA), la que adquiere 
esa atribución, la que verifica el 
uso y aprovechamiento del recurso 
tierra; y, entre otras, de oficio o a 
denuncia cuenta con la atribución 
legal de Revertir las Tierras de 
personas particulares, de entidades 
recaudadoras o beneficiarias de 
impuestos, de las comisiones 

agrarias departamentales y de la 
Comisión Agraria Nacional, por 
incumplimiento de la Función 
Económico-Social y la causal de 
abandono establecida en dicha Ley.   

Tras la vigencia de la Constitución 
Política del Estado de 2 de febrero 
de 1967 que determinó, que: “el 
trabajo es la fuente fundamental 
para la adquisición y conservación 
de la propiedad agraria”; y, luego 
con la puesta en vigencia de la Ley 
N° 1715 de 18 de octubre de 1996 
se empieza a concebir a la tierra 
agraria como herramienta y objeto 
de trabajo-actividad y producción, 
en dos dimensiones, el primero: en 
la dimensión de la función social; 
y, el segundo: en la dimensión de la 
función económico-social. 

La Ley N° 1715 es la que se 
encargo de determinar que “El 
solar campesino, la pequeña 
propiedad, la propiedad comunaria 
y las tierras comunitarias de 
origen cumplen una función social 
cuando están destinadas a lograr 
el bienestar familiar o el desarrollo 
económico de sus propietarios, 
pueblos o comunidades indígenas, 
campesinas y originarias, de 
acuerdo al uso mayor de la tierra”. 
El Solar Campesino y la Pequeña 
Propiedad asumieron el carácter de 
patrimonio familiar, sin posibilidad 
alguna de ser dividido y embargado. 
Las Tierras Comunitarias de Origen 
y las Propiedades Comunarias, por 
el carácter colectivo de su uso y 
aprovechamiento y por ser fuente 

de subsistencia de sus propietarios 
quedaron caracterizadas como 
propiedades que son inalienables, 
indivisibles, irreversibles, 
inembargables e imprescriptibles. 
Por ende quedan exentos de 
reversión. 

El cumplimiento de la 
función económico-social, 
fue en cambio regulada para 
la mediana propiedad y la 
empresa agropecuaria como 
condición básica para gozar 
de la protección estatal en 
los siguientes términos: “la 
función económico-social 
en materia agraria..., es 
el empleo sostenible de la 
tierra en el desarrollo de 
actividades agropecuarias, 
forestales y otras de carácter 
productivo, así como en las 
de conservación y protección 
de la biodiversidad, la 
investigación y el ecoturismo, 
conforme a su capacidad de 
uso mayor, en beneficio de la 
sociedad, el interés colectivo 
y el uso de su propietario”. 

Con las modificaciones que a la 
Ley N° 1715 introduce la Ley N° 
3545 de 28 de noviembre de 2006, 
se reconduce la Reforma Agraria 
en el país; y, queda confirmada 
que es el Instituto Nacional de 
Reforma Agraria quien permanece 
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con la atribución que la tierra 
retorne a dominio del Estado, en 
dos específicas circunstancias: 1) 
Durante la ejecución del proceso 
de saneamiento, bajo la figura de 
“declaratoria de tierra fiscal”, 
cuando se evidencie in situ el 
incumplimiento de la función 
económico-social de propiedades 
que cuenten con título ejecutorial.., 
que cuenten con procesos agrarios 
en trámite... y/o posesiones; y, 2) 
Post emisión del título ejecutorial, 
bajo del instituto legal denominado 
“reversión”, sujetándose al 
siguiente procedimiento: 

a)	 La reversión procede de oficio 
o a denuncia de la Superinten-
dencia Agraria, Superintenden-
cia Forestal, Servicio Nacional 
de Áreas Protegidas, Comisión 
Agraria Nacional, Comisiones 
Agrarias Departamentales y Or-
ganizaciones Sociales Agrarias, 
miembros de la Comisión Agra-
ria Nacional o de las Comisiones 
Agrarias Departamentales.

Concluido el saneamiento 
respecto de cada propiedad, 
queda determinado, que este 
procedimiento es sólo aplicable 
de manera periódica después 
de dos (2) años a partir de la 
emisión del título ejecutorial o 
certificado de saneamiento. Las 
verificaciones posteriores de la 
función económico-social, de cada 
propiedad, por mandato de la Ley N° 
3545 de 28 de noviembre de 2006, 
no pueden ser realizadas en plazos 
menores a dos (2) años.

El plazo de los dos (2) años previstos 
en el Ley N° 3545, queda luego 
excepcionalmente ampliada por 
la Ley N° 740 de 29 de septiembre 
de 2015 a cinco (5) años para 
la verificación de la Función 
Económico-Social. Tal ampliación 
tiene como meta “garantizar la 
Soberanía y Seguridad Alimentaria 
y ser un incentivo a la producción 
e inversión en el agro. Determina 
la citada Ley N° 740 que contra los 
predios que incumplan de forma 
total la Función Económico-Social 
o incumplan con el Programa 

Estratégico de Producción de 
Alimentos y Restitución de Bosques, 
queda habilitado el procedimiento 
de reversión. 

b)	 El procedimiento de reversión es 
sustanciado ante las Direcciones 
Departamentales del INRA. Las 
resoluciones finales son adop-
tadas por la Dirección Nacional. 
La Ley N° 3545 otorga plenas 
garantías procedimentales (con 
una notificación transparente y 
efectiva que asegure su conoci-
miento) a las personas que pue-
dan ser afectadas con este pro-
cedimiento; y, recae sobre la pro-
piedad individual que incumpla 
total o parcialmente la función 
productiva (FES), la función am-
bienta...l, la tenencia latifundis-
ta..., esté (el predio) involucrada 
en actividades del narcotráfico 
y/o en actividades que pongan 
en riesgo la seguridad del Esta-
do. 

c)	 La resolución de reversión pasa-
da en autoridad de cosa juzgada, 
constituye el titulo suficiente 
para la inscripción de la propie-
dad en el Registro de Derechos 
Reales, a nombre del Instituto 
Nacional de Reforma Agraria en 
representación del Estado. Las 
mejoras existentes en el fundo 
revertido que por su naturaleza 
no puedan separarse del mismo, 
quedan consolidadas a favor del 
Estado, sin indemnización algu-
na, en compensación por daños 
y perjuicios causados al interés 
colectivo.

Las Resoluciones Administrativas 
emergentes de este procedimiento, 
pueden ser impugnadas ante el 
Tribunal Agroambiental en proceso 
Contencioso Administrativo, en 

el plazo perentorio de treinta (30) 
días calendario a computarse a 
partir de su notificación.  

El proceso contencioso 
administrativo es un procedimiento 
de control jurisdiccional que tiene 
por finalidad verificar la legalidad 
de los actos que realiza el Estado 
a través de sus funcionarios 
administrativos, con el propósito 
de precautelar los intereses del 
administrado cuando son lesionados 
o perjudicados en sus derechos.

Consecuentemente para que 
el proceso de reversión de la 
propiedad individual agraria, 
cuente con validez y eficacia 
jurídica, debe ser desarrollada 
conforme a lo establecido 
por el ordenamiento jurídico 
vigente, ajustando su accionar 
-la autoridad administrativa-, 
a las reglas, procedimientos y 
principios jurídicos establecidos 
en la materia, constituyendo la 
información obtenida durante dicho 
procedimiento el insumo básico 
para que el Estado adopte la medida 
de reversión. 

Así y en ese contexto, del análisis 
de los términos de la demanda, 
contestación y el fundamento 
empleados por los terceros 
interesados, debidamente 
compulsados con los antecedentes 
producidos en la sustanciación 
del proceso de reversión o 
saneamiento, en su caso, el Tribunal 
dicta la sentencia Agroambiental 
Nacional declarando PROBADA o 
IMPROBADA la demanda en el marco 
de las atribuciones y competencias 
que le otorgan los arts. 189-3 de la 
Constitución Política del Estado; y, 
art. 36-3 de la Ley N° 1715.  
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COMENTA SENTENCIA AGROAMBIENTAL RELEVANTE

Sentencia: SAN-S1-0058-2015 - 
27/07/2015

Asignada en:

Derecho Procesal / Nulidad de 
Título Ejecutorial / Procede / Por 
irregularidades en proceso de 
saneamiento (Moduladora)

En la gestión 2015, la Sala Primera del Tri-
bunal Agroambiental, emitió la Sentencia 
Agroambiental Nacional 

S1ª Nº 58/2015 de 27 de julio de 2015, la 
misma que constituye la primera Senten-
cia Moduladora existente en lo que fue 
el Tribunal Agrario Nacional y el actual 
Tribunal Agroambiental. Cabe mencionar 
que la citada Sentencia fue impugnada 
mediante Acciones de Amparo Constitu-
cional en dos ocasiones, habiendo en am-
bas denegado la tutela, manteniéndose 
incólume la referida Sentencia. 

Siendo la ratio decidendi el siguiente:

“Que, de los actuados y normativa agraria 
descritos, se establece que la Resolución 
Instructoria ordena de manera expresa la 
notificación a los colindantes y personas 
interesadas mediante Cédula con el Aviso 
Público, en este entendido la publicación 
de Edicto y difusión radial, no suple 
la notificación mediante cédula a los 
colindantes, verificándose que la misma 
fue realizada primero mediante cédula 
de citación cursante a fs. 52 de la carpeta 
de saneamiento, la cual adolece de las 
siguientes formalidades en su ejecución: 
a) No cuenta con identificación tanto 
relativo a las personas a quien se dirige 
siendo totalmente genérica, ni firma 
del testigo de actuación, b) no existe 
transcripción íntegra de los fundamentos 
y la parte dispositiva de la Resolución 
objeto de notificación o en su caso 
la copia íntegra y autenticada de la 
resolución a notificar que se hiciera 
constar en el cuerpo de la misma, c) En 
la muestra fotográfica se advierte una 
hoja pegada a una puerta, no siendo 
visible por lo que no permite identificar el 
cumplimiento del requisito descrito en el 
inciso b) que precede, y d) En la muestra 
en fotografía de la carta de citación no 
se identifica la dirección en la que se 
realiza; y segundo por memorándum de 
notificación cursante a fs. 54 de la carpeta 

de saneamiento, evidenciándose que 
la misma se la efectúa a los “herederos 
Mercado”, sin individualizar los nombres 
y apellidos de los mismos, lo que significa 
que ambas diligencias se las efectuó a 
personas no determinadas; que, si bien 
existe publicación de Edicto y difusión 
por radio en el presente caso, ésta no 
suple la omisión cometida por parte del 
solicitante del Saneamiento Simple de 
Tierras a pedido de parte, pues conforme 
a derecho debió haber individualizado 
a los herederos como si lo hizo con los 
otros colindantes René Mercado Olmos 
(fs. 55) Agustín Carrasco (fs. 56) y 
Luciano Encinas (fs. 57) de la carpeta de 
saneamiento, aspecto que hace que se 
vulnere el debido proceso y el derecho 
a la defensa en desmedro de la parte 
actora, pues no se cumplió a cabalidad 
con lo dispuesto en la Resolución 
Instructoria que ordena textualmente 
se debe realizar mediante notificación 
Cedularia, por lo que al no contener los 
requisitos establecidos en la normativa 
agraria aplicable en su momento, de 
acuerdo al art. 48 del D.S. N° 25763 
carece de validez. Consiguientemente, el 
no haber sido notificada la demandante 
de manera legal, se vulneró el derecho 
al debido proceso y a la defensa 
establecido en los arts. 6-V, 16-II y III-b) 
y 166 de la CPE vigente en su momento, 
evidenciándose Violación a la Ley 
Aplicable dentro de la sustanciación 
del proceso de saneamiento del predio 
“Mercado” establecido en el art. 50-I-2-c) 
de la Ley N° 1715.”

Habiéndose procedido a modular la Sen-
tencia Agraria Nacional S1a N° 06/2011 
de 23 de febrero de 2011 y la Sentencia 
Agroambiental Nacional S2a N° 26/2013 
de 10 de julio de 2013 de la siguiente ma-
nera:

Que, la Sentencia Agraria Nacional S1a 
N° 06/2011 de 23 de febrero de 2011 
respecto a la notificación dentro del 
proceso de Saneamiento Simple a Pedido 
de Parte señala: “Posteriormente se 
constata que cursa en antecedentes el 
Edicto respectivo, destinado a intimar a 
los interesados a fin de que se apersonen 
y presenten documentación, en su caso, 
dentro del plazo de ley; asimismo, a fs. 29 
cursa la constancia de su publicación en 
un medio escrito, lo cual permite constatar 
que se dio al proceso de saneamiento la 
respectiva publicidad, desvirtuándose 

así la supuesta indefensión que acusa el 
demandante.”;(sic) asimismo la Sentencia 
Agroambiental Nacional S2a N° 26/2013 
de 10 de julio de 2013 refiere: “...el art. 44 
parágrafo I, del D.S. N° 25763 Reglamento 
de la L. N° 1715 (vigente en ese momento) 
establece que: “Serán notificadas a la 
parte interesada las resoluciones que 
producen efectos individuales en forma 
directa”. De la revisión de antecedentes 
se tiene que la parte interesada en 
ese momento era Gualberto Mercado 
Olmos, mismo que fue notificado con 
la resolución Determinativa de Área de 
Saneamiento Simple a Pedido de parte 
(fs. 16 vta.) de antecedentes, así como 
con la Resolución Instructoria (fs. 23 vta.) 
de antecedentes, consecuentemente no 
puede pretender la demandante aducir 
que no se la notificó en forma personal 
sino estaba identificada como parte 
interesada en el mencionado proceso. Por 
otro lado a fs. 28 de antecedentes cursa 
la factura de difusión del edicto por radio 
Urkupiña, a fs. 29 publicación de edicto 
en el diario Opinión, dando cumplimiento 
de esta manera a lo dispuesto por el 
citado art. 44 parágrafo II que dispone: 
“Las resoluciones de alcance general 
serán publicadas, por una sola vez, en 
los medios señalados en el art. 79 de 
este reglamento”; de la misma forma el 
art. 170 parágrafo I, inc. e), del mismo 
cuerpo legal”; que, el entendimiento 
asumido en el presente fallo contiene 
fundamentación e interpretación 
normativa no realizada en las Sentencias 
antes indicadas, por consiguiente 
modulando la Sentencia Agraria Nacional 
S1a N° 06/2011 de 23 de febrero de 2011 y 
Sentencia Agroambiental Nacional S2a N° 
26/2013 de 10 de julio de 2013 bajo los 
fundamentos establecidos en el presente 
punto, para no atentar contra los valores 
de justicia e igualdad, y por tanto no 
afectar el principio de razonabilidad, 
por cuanto cualquier interpretación 
que se haga de la Ley Fundamental, 
debe ser siempre extensiva, favorable 
y de acuerdo a los arts. 13-IV y 256 de 
la CPE, concordantes con el 29 de la 
Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, normas de nuestro bloque de 
constitucionalidad que hacen al principio 
de favorabilidad para la interpretación de 
derechos fundamentales y que además, 
avalan la constitucionalización e 
irradiación de la Constitución axiomática 
y dogmático-garantista.” 
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Verificación de la 
Función Económica Social
Dra. Paty Yola Paucara Paco

Magistrada Sala Primera
Tribunal Agroambiental 
del Estado Plurinacional de Bolivia.

El artículo 393, de la Constitución 
Política del Estado nos señala que 
el Estado  reconoce, protege y 
garantiza la propiedad individual  
y comunitaria o colectiva de 
la tierra, en tanto cumplauna 
función económica social, según 
corresponda.

Disgregando este último concepto 
del cumplimiento de función 
económica social, es considerado 
a aquellos propietarios o 
poseedores que desarrollan el 
empleo sostenible de la tierra en 
el desarrollo de las actividades 
agropecuarias, forestales y otras 
de carácter productivo más como 
las de conservación y protección 
de la biodiversidad, investigación y 
ecoturismo. 

Tanto la mediana propiedad y 
propiedad empresarial, debe contar 
con elementos de aprovechamiento 
sustentable, entendido este como 
el aprovechamiento sustentable 
que es el uso de un recurso natural 
de modo tal que no altere las 
posibilidades de su utilización en 
el futuro, consiste, en hacer buen 
uso de la tierra, sacarle el máximo 
rendimiento o utilidad a la Función 
Económico Social que comprende 
de manera integral, a las áreas 
efectivamente aprovechadas, de 
descanso, servidumbres ecológicas 
legales y de proyección de 
crecimiento; no debiendo exceder 
la superficie consignada en el Título 
Ejecutorial o en el trámite agrario, 
salvo la existencia de posesión legal. 

La Función Social o la 
Función Económico Social, 
necesariamente será verificada 
en campo, siendo éste el principal 
medio de comprobación. Los 
interesados y la administración, 
complementariamente, podrán 
presentar medios de prueba 
legalmente admitidos se señala 
que la verificación y las pruebas 
serán consideradas y valoradas 
en la fase correspondiente del 
proceso.

Ello significa que para su existencia 
están sujetas a este precepto 
Constitucional del cumplimiento 
de la Función Económica Social, 
ello significa que su actividad debe 
priorizar el bien de la sociedad y para 
alcanzar este objetivo su actividad 
debe procurar la generación de 
empleos(asalariados, eventuales o 
permanentes), tecnificación del agro 
y producción para el mercado sin 
atentar contra el medio ambiente, 
la mismas que están sujetas al 
pago de impuestos y a las demás 
obligaciones que se desprenden 
para este tipo de personas jurídicas, 
aclarándose también que podrá ser 
transferida, pignorada o hipotecada 
conforme a la ley civil.

¿Cómo se demuestra la función 
económica social? 

El ente administrativo como es 
el Instituto Nacional de Reforma 
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Agraria, es el único encargado 
de realizar pericias de campo o 
verificación en campo “in situ”, 
donde se recaba toda la información 
necesaria con la participación de 
su propietario, convirtiéndose en 
el principal medio de prueba del 
cumplimiento de la función social 
o la función económica social, 
es decir que debe comprobarse, 
evidenciarse en el lugar, en la 
propiedad agraria, la misma se 
demuestra fundamentalmente 
mediante la acreditación de las 
mejoras existentes en el fundo 
agrario, campos de pastoreo, 
sembradíos, plantaciones, 
ganado, medios utilizados en 
la actividad agraria; aportando 
también la documentación como 
el Plan de Ordenamiento Predial 
(POP) del predio, contratos de 
personal asalariado, registro de 
ganado, autorización de ejercicio 
de actividades forestales o de 
conservación, acreditación de 
mejoras, etc. 

Conceptualizándose que el 
incumplimiento de la función 
económica social es causal de 
reversión de la tierra.

Es necesario establecer que 
el proceso de saneamiento 
de la propiedad agraria para 
su validez y eficacia jurídica, 
debe desarrollarse conforme lo 
establecido por el ordenamiento 

jurídico vigente ajustando su 
accionar la autoridad administrativa 
a las reglas preestablecidas y 
a los principios jurídicos que 
regulan la materia, constituyendo 
la información obtenida durante 
dicho procedimiento el insumo 
básico para que el Estado otorgue 
el derecho a la propiedad a través de 
un Título Ejecutorial, labor que debe 
adecuarse imprescindiblemente 
a la normativa reglamentaria que 
rige dicho proceso administrativo, 
mismo que contempla las diferentes 
etapas secuenciales. 

En éste sentido y conforme lo 
establecido por el art. 189.3 de 
la CPE y art. 36.3 de la L. N° 1715, 
el Tribunal Agroambiental es la 
instancia competente para conocer 
y resolver el presente proceso 
contencioso administrativo, 
encontrándose facultado para 
examinar los actos administrativos 
y las disposiciones legales aplicadas 
durante la sustanciación del proceso 
de Saneamiento correspondiendo 
ejercer el control de legalidad 
y determinar si la Resolución 
Administrativa impugnada, emerge 
de un debido proceso y si basó su 
procedimiento en los principios que 
regulan la materia. 

En líneas anteriores se hablaba 
de la prueba in situ (pericias de 
campo o verificación en campo) 
documentación que también debe 

presentar en la etapa de pericias 
de campo; pero este puede ser 
tomado en cuenta al admitir la 
prueba documental, obtenida con 
posterioridad, correspondiendo al 
ente administrativo paralelamente 
su verificación en el predio, aspectos 
que generan duda fundada sobre el 
saneamiento de éste; por lo que, a 
tiempo de realizar la adecuación 
del saneamiento a lo previsto por 
el DS 29215, debe tomarse cuenta 
la disposición Transitoria Segunda 
aplicable a todos procesos de 
saneamiento en curso, en relación 
al control de calidad, supervisión 
y seguimiento, que dispone: “Los 
procedimientos de saneamiento en 
curso que se encuentren pendientes 
de la firma de Resoluciones Finales 
de Saneamiento(RFS), cuando 
exista denuncia o indicios de duda 
fundada, sobre sus resultados, 
serán objeto de revisión de oficio 
por el Instituto Nacional de Reforma 
Agraria, para garantizar la legalidad 
del procedimiento desarrollado y la 
correcta verificación de la función 
social o la función económica 
social; estableciendo los medios 
más idóneos para su cumplimiento”. 
Entendimiento adoptado por 
el Tribunal Constitucional 
Plurinacional (S.C.P. 611/2015-S1)

Por ello se contrasta que el art. 
240 del DS 25763 dispone que: 
“El interesado podrá hacer uso de 
todos los medios de prueba que 
estén a su alcance para demostrar 
el cumplimiento de la función 
económica social en su predio”; 
aportada la prueba corresponde que 
el INRA paralelamente, realice la 
verificación de la función económica 
social in situ. El no hacerlo se 
estaría vulnerando el derecho a la 
defensa, en conclusión, la propiedad 
y posesión agraria, en caso de 
suscitarse conflicto respecto a ellas, 
gozan de la protección de la tutela 
jurisdiccional, siempre y cuando 
cumplan con la función social y 
económica social, establecida en la 
Constitución Política del Estado y la 
Ley Nº 1715. 
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SENTENCIAS AGROAMBIENTALES RELEVANTES EN LA TEMÁTICA EXPUESTA

Sentencia: SAN-S1-0091-2015 - 
20/10/2015

Asignada en: Derecho Agroambiental 
/ Saneamiento / Ilegal / En cuanto a 
no haberse considerado elementos 
relevantes en el proceso de saneamiento 
/ Por no haber valorado antecedentes 
relevantes a la verificación de la FES 
(Seguidora)

“...si bien el art. 240 del D.S. N° 25763 
aplicable al caso de autos refiere “El 
interesado podrá hacer uso de todos los 
medios de prueba que estén a su alcance 
para demostrar el cumplimiento de la 
función económico-social en su predio” 
esta producción de prueba es válida 
cuando es generada antes o durante las 
Pericias de Campo y no así la generada 
en forma posterior, en tal sentido, el 
INRA, al haber valorado el certificado de 
vacunación de fs. 160 de 29 de junio de 
2003 (donde se consignó 421 cabezas de 
ganado), documento obtenido en forma 
posterior a las Pericias de Campo que 
se realizó el 14 de noviembre de 2000, 
(como consta por la Ficha Catastral y el 
registro de FES de fs. 79 a 83 de la misma 
fecha), procedió a realizar una valoración 
errónea de la FES del referido predio, ya 
que al sugerir que Horacio Salaz Romero 
se sujete al proceso de adjudicación sobre 
la superficie de 3252.8592 has, lo hizo 
en base a datos no obtenidos durante la 
etapa de Pericias de Campo y en base a un 
documento obtenido en forma posterior a 
esta etapa, además que el beneficiario en 
su memorial de observación, argumentó 
sobre la inexistencia del documento de 
transferencia del predio y no sobre la 
valoración de la FES, sin embargo, el INRA 
mediante una nueva Evaluación Técnica de 
la FES e Informe Complementario, modifica 
la extensión de terreno de 2.027.2919 has. a 
3.252.8592 has, a favor del beneficiario, sin 
contar con respaldo legal ni técnico, ya que 
el principal medio para la comprobación 
de la FES, es precisamente la verificación 
directa en terreno durante la ejecución de 
la etapa de Pericias de Campo, aspecto que 
no ocurrió, desnaturalizado la importancia 
que reviste ésta etapa, lo que implica, una 
mala valoración de los datos recogidos en 
Pericias de Campo, incumpliendo de esta 
manera la normativa constitucional y lo 
establecido en el art. 2 de la L. N° 1715, 
art. 238 y 239 del D.S. N° 25763, que hace 
a un error de fondo insubsanable en el 
presente proceso. Por todo lo expuesto 
precedentemente, al evidenciarse que 
en el proceso de saneamiento del predio 
denominado “Cañada”, se incurrió en 
irregularidades en el procedimiento 
aplicado, así como en la valoración de 
los antecedentes descritos, corresponde 
pronunciarse en derecho”.

Sentencia: SAN-S2-0045-2015 - 
05/08/2015

Asignada en: Derecho Agroambiental 
/ Saneamiento / Ilegal / En cuanto a 
no haberse considerado elementos 
relevantes en el proceso de saneamiento 
/ Por no haber valorado antecedentes 
relevantes a la verificación de la FES 
(Seguidora)

 “...que la entidad administrativa a tiempo 
considerar el cumplimiento de la FES 
ingresa a valorar información parcial, 
omitiendo integrar a dicha valoración la 
que corresponde a los sectores a los que 
no pudo ingresar durante la inspección 
dispuesta mediante auto de 21 de abril 
de 2011 cursante a fs.793 y 1357 del 
expediente de saneamiento, vulnerando de 
ésta forma los derechos del administrado 
por incumplimiento de lo prescrito en el 
art. 299 del D.S. N° 29215 de 2 de agosto 
de 2007 que en lo pertinente expresa: “La 
encuesta catastral será realizada por cada 
predio y consiste en: a) El registro de datos 
fidedignos relativos al objeto y sujeto del 
derecho en la ficha catastral y en otros 
formularios que correspondan de acuerdo 
a las características de cada predio (...)” 
concordante con los arts. 167 parágrafo 
IV, 168 y/o 169 (según correspondiere) 
del precitado Decreto Supremo que 
en relación al área efectivamente 
aprovechada nos remite a la sumatoria de 
la totalidad de las mejoras identificadas en 
el predio y no a la sumatoria de las mejoras 
identificadas en parte del predio, en tal 
razón al estar reconocido, por la propia 
entidad administrativa, que no se efectuó 
el levantamiento de las mejoras existentes 
en la totalidad de la propiedad se vicia el 
procedimiento por omisión, toda vez que 
habría correspondido disponer que, en 
relación a los sectores a los que no se pudo 
ingresar, se complemente la información 
a través de una nueva inspección y/o, 
previa convalidación de actos, considerar 
la información generada en la gestión 
2001, aspecto no considerado por el 
Instituto Nacional de Reforma Agraria 
correspondiendo fallar en éste sentido. 
En éste contexto, existiendo actos que 
fueron tácitamente convalidados por el 
ahora recurrente y otros que deben ser 
subsanados por la entidad administrativa 
no corresponde ingresar al análisis de 
aspectos como la presunta irregular 
licitación Internacional, la Avocación, etc. 
ni a la valoración de cumplimiento de la 
Función Económico Social, toda vez que 
éste acto deberá ser nuevamente cumplido 
previa subsanación de las omisiones en 
las que incurrió la entidad administrativa 
conforme se tiene desarrollado 
previamente, oportunidad en la cual 
deberá considerar la totalidad de mejoras 

identificadas en la propiedad sujeta a 
saneamiento (ejemplificativamente, áreas 
agrícolas, infraestructura destinada a 
vivienda, corrales, etc.) sin ingresar en 
contradicciones, valorar la documentación 
presentada por el interesado conforme a 
lo regulado por ley en términos de valor 
legal y adecuación a normas vigentes en el 
momento de su presentación”	

Sentencia: SAN-S1-0014-2016 - 
03/03/2016

Asignada en: Derecho Agroambiental / 
Saneamiento / Ilegal / Por determinarse 
cumplimiento de la FES no en base a 
verificación in situ (Seguidora)

“...cabe enfatizar que las imágenes 
satelitales son medios probatorios 
complementarios conforme lo establece 
el art. 159 del D.S. N° 29215, más aun 
cuando los demandantes expresan que su 
posesión fue a partir del 15 de noviembre 
de 1995, donde recién empezaron a 
realizar los primeros trabajos de chaqueo 
y la construcción de senderos, así como 
de la prueba literal adjunta en el cuaderno 
de saneamiento, por lo que mal se puede 
pretender hacer valer las imágenes 
satelitales como prueba principal para 
establecer que la posesión es posterior 
a la promulgación de la L. N° 1715, en 
consecuencia el INRA al basar su decisión 
en las imágenes satelitales para declarar 
a la Comunidad Campesina “Rio Chico”, 
como poseedores ilegales, no realizó una 
compulsa integral de lo realizado dentro 
del proceso de saneamiento; asimismo no 
dio una correcta valoración a las pruebas 
cursante en el legajo de saneamiento, 
principalmente lo verificado in situ ni las 
fotografías de mejoras tomadas por los 
mismos funcionarios del INRA. (...) no 
fueron valoradas ni referidos, limitándose 
a describir que la verificación de los 
trabajos y el asentamiento humano fue 
realizada a través de imágenes satelitales 
proporcionados por la Superintendencia 
Forestal y la Unidad de Catastro del INRA, 
que según análisis multi-temporal de la 
imágenes satelitales de los años 1996, 
1999, 2002 y 2006 se concluye que los 
asentamiento y trabajos realizados en la 
zona serían posterior a la promulgación 
de la L. N° 1715, así dejando de lado 
la verificación in situ, vulnerando lo 
dispuesto en el art. 2-IV de la L. N° 1715, 
y como se dijo anteriormente, la Función 
Social o Económico Social será verificado 
en campo, siendo este el principal medio 
de comprobación por lo que las imágenes 
satelitales se constituyen en medios 
probatorios complementarios, en ese 
entendido, el INRA al haber considerado 
únicamente el informe multi-temporal 
dejando de lado la verificación en campo, 
no dio una correcta apreciación de la 
normativa agraria”.
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Cumplimiento de la Función Social 
y Función Económico Social - 
Necesidad de Cambio de Visión

Dr. Javier Peñafiel Bravo

Magistrado Sala Segunda
Tribunal Agroambiental
del Estado Plurinacional de Bolivia.

Con la promulgación de las Leyes N° 
1715 de 18 de octubre de 1996 y N° 
3545 de 28 de noviembre de 2006 se 
introduce, en la legislación boliviana, 
los conceptos de “función social” y 
“función económico social” como 
elementos que permiten guiar el 
curso de los procesos administrativos 
y jurisdiccionales sustanciados ante 
el Instituto Nacional de Reforma 
Agraria y ante la Jurisdicción Agraria, 
ahora Agroambiental, en éste norte, 
el art. 41 de la L. N° 3545 precisa: “la 
tutela del derecho de propiedad y 
de la posesión agraria se basa en el 
cumplimiento de la función social o 
función económico social”.

Sin embargo de ello, el concepto de 
función social y/o función económica 
social se encuentra incluido en un 
espacio restringido, “verificación de 
actividades agrícolas, pecuarias, 
forestales, etc.”, omitiendo 
considerar que el art. 2 de la L. N° 
1715 introduce términos que, en 
mucho, superan éstas fronteras: 
“capacidad de uso mayor de la tierra” 
y “empleo sostenible de la tierra”, 
horizonte ampliado por el D.S. N° 
29215 de 2 de agosto de 2007, cuyos 
arts. 156 y 157, precisan: 

“El ejercicio del derecho propietario 
agrario respecto de las actividades 
agrícolas, ganaderas, forestales y 
otras de carácter productivo (...), 
deberá sujetarse a lo establecido 
en los Planes de Uso de Suelo (...), 
cuya transgresión dará lugar a las 
previsiones establecidas en las 
Leyes N° 1715, N° 3545 y el presente 
Reglamento”.

“Si se establecen elementos que 
hacen presumir el uso no sostenible 
de la tierra, de oficio o mediante 
denuncia, el Instituto Nacional 
de Reforma Agraria solicitará 
informe de éstos extremos (...); 
este documento será considerado 
a los efectos previstos en los 
procedimientos agrarios regulados 
por este Reglamento (...)” y;

“El beneficio de la sociedad y el 
interés colectivos son inherentes 
al cumplimiento de la función 
económico – social, por lo que 
las actividades productivas que 
desarrolle un propietario no deben 
ser contrarias a ésta previsión”

Precisando que la existencia de 
sistemas de servidumbre o trabajo 
forzado resultan contrarios al interés 
colectivo y el beneficio de la sociedad, 
sin eliminar otras circunstancias que 
objetivamente son susceptibles de 
ingresar en estos parámetros, toda 
vez que, ejemplificativamente, el 
uso no sostenible de la tierra y la 
contaminación del medio ambiente 
y/o uno de sus elementos resultan, 
por sí mismos, contrarios al interés 
colectivo por lo mismo repudiables 
por la sociedad y las leyes que nacen 
del contexto y de las necesidades 
sociales.

Si bien no existe claridad meridiana en 
torno a las sanciones administrativas 
o jurisdiccionales que corresponderá 
aplicar en caso de evidenciarse, en el 
ejemplo, “un uso no sostenible de la 
tierra”, corresponde citar el contenido 
de la Disposición Transitoria Cuarta 

del D.S. N° 29215 de 2 de agosto de 
2007 cuyo texto señala: 

“Uso de la Tierra Distinto a la Aptitud 
de Uso del Suelo en Predios Sujetos 
a Función Social.- (...) la resolución 
final de saneamiento dispondrá 
la adecuación de uso del suelo 
previa ejecución de programas de 
capacitación y asistencia técnica, 
con conocimiento y seguimiento de 
la Superintendencia competente. 
En caso de no dar cumplimiento, 
se sujetará a los procesos de 
expropiación”.

Identificándose una conminatoria 
y una sanción en caso de 
incumplimiento; redacción que 
permite concluir que el uso no 
sostenible de la tierra, en pequeñas 
propiedades, abre las puertas 
para el inicio de un proceso de 
expropiación, en la misma línea, 
podría entenderse y/o asumirse que, 
en medianas propiedades y empresas 
agropecuarias, dará lugar a procesos 
de reversión.

El 21 de diciembre de 2010 se 
promulga la L. N° 71 (Ley de Derechos 
de la Madre Tierra), a partir de ello, 
queda establecido que las actividades 
del ser humano deben alcanzar 
“equilibrios dinámicos con los ciclos 
y procesos inherentes a la madre 
tierra”; la agricultura ingresa en el 
concepto. La sociedad en conjunto, 
debe garantizar y otorgar garantías 
que permitan a los “sistemas de vida 
de la Madre Tierra” absorber daños, 
adaptarse y regenerarse sin alterar 
significativamente sus características 
de estructura y funcionalidad siendo 
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deber del ser humano “Asumir 
prácticas de producción que 
armonicen con los derechos de la 
Madre Tierra y aseguren el uso y 
aprovechamiento sustentable de sus 
componentes” estando asimismo, 
obligados a denunciar todo acto 
que atente contra los derechos 
de la Madre Tierra o uno de sus 
componentes, deberes replicados en 
la L. N° 300 de 15 de octubre de 2012 
(Ley Marco de la Madre Tierra), cuyo 
art. 23 numeral 5, precisa: 

“(...) Las bases y orientaciones del 
Vivir Bien a través del desarrollo 
integral en conservación de la 
diversidad biológica y cultural, 
incluyendo Áreas Protegidas, son: 
(...) 5. Respeto a la clasificación 
de las zonas y sistemas de vida y 
cumplimiento estricto de la aptitud 
de uso del suelo por parte del 
Estado (...) y propietarios agrarios y 
comunitarios (...)”.

Resaltando nuevamente, el deber de 
desarrollar actividades productivas, 
agrícolas, pecuarias, etc., con 
respeto a la aptitud de uso del suelo, 
incluyendo a continuación, en el 
artículo 24, las bases que deben 
sustentar el desarrollo de actividades 
agrícolas y pecuarias, entre éstas, 
“la obligación de garantizar la 
capacidad de regeneración de las 
zonas y sistemas de vida”.

Contexto que nos permite afirmar, 
en una primera impresión, que el 
cumplimiento de la función social 
o función económica social, como 
base y/o principio rector del ejercicio 
de competencias administrativas 
y/o jurisdiccionales y sustento de 
decisiones, no debe subsumirse en 
la simple verificación de desarrollo 
de actividades agrícolas, pecuarias 
u otras de carácter productivo, sino 
que, en una visión holística debe 
integrar muchos más elementos, 
verbigracia, la capacidad de uso 
mayor y el uso sostenible de la tierra, 
la afectación del medio ambiente o 
uno de sus elementos, el desarrollo 
de actividades que promuevan 
(positivamente) la capacidad de 
regeneración de los componentes 
biológicos del recurso tierra o de los 
elementos ambientales directamente 
relacionados al mismo, etc.

En éste orden de ideas, resulta 
necesario hacer notar que el 
legislador, mucho antes del 18 de 
octubre de 1996, empezó a vislumbrar 
éste entramado:

“El uso de los suelos para actividades 
agropecuarias forestales deberá 
efectuarse manteniendo su 
capacidad productiva, aplicándose 
técnicas de manejo que eviten la 
pérdida o degradación de los mismos 
asegurando de ésta manera su 
conservación y recuperación. Las 
personas y empresas públicas o 
privadas que realicen actividades 
de uso de suelos que alteren 
su capacidad productiva, están 
obligadas a cumplir con las normas 
y prácticas de conservación y 
recuperación” (Art. 43 de la L. N° 
1333 de 27 de abril de 1992)

Debiendo entenderse que las 
actividades del ser humano, mucho 
más si se relacionan con el recurso 
tierra y los elementos vinculados 
directamente a ella, tienen la 
capacidad de influir positiva o 
negativamente sobre el medio 
ambiente considerado, en términos 
de “saludable y equilibrado”, como un 
derecho fundamental del ser humano 
(art. 33 de la CPE) cuya protección 
no sólo ha merecido la promulgación 
de normas legales nacionales 
particulares sino la ratificación de 
convenios y tratados internacionales; 
correspondiendo precisar que ya, el 
Convenio de Viena Para la Protección 
de la Capa de Ozono, resaltaba: 

“Recordando las disposiciones 
pertinentes de la Declaración de la 
Conferencia de las Naciones Unidas 
sobre el Medio Humano, y en especial 
el principio 21, que establece 
que, de conformidad con la Carta 
de las Naciones Unidas y con los 
principios del derecho internacional, 
“los Estados tienen el derecho 
soberano de explotar sus propios 
recursos en aplicación de su propia 
política ambiental y la obligación de 
asegurar que las actividades que se 
lleven a cabo bajo su jurisdicción o 
control no perjudiquen el medio de 
otros Estados o de zonas situadas 
fuera de toda jurisdicción nacional” .

El Programa o Agenda 21 aprobado 
el 14 de junio de 1992 por la 
“Conferencia de las Naciones 
Unidas Sobre el Medio ambiente 
y el Desarrollo” resalta que, de 
continuar las políticas actuales no 
solo de consumo sino de producción 
“insostenibles”, nos encontraremos 
ante un deterioro continuado de 
los ecosistemas perpetuando con 
ello las diferencias económicas 
entre los países y ahondando la 
pobreza, el hambre, la enfermedad 
y el analfabetismo, instando a los 
Estados a otorgar un valor real a 
los recursos naturales y servicios 
ambientales (precios ecológicamente 
racionales), modificando las políticas 
y formas insostenibles de consumo 
y producción y promoviendo los 
métodos autóctonos de gestión de 
los recursos naturales.

Ámbito que permite precisar, 
preliminarmente se reitera, que el uso 
no sostenible y/o sobreexplotación 
del recurso tierra, el daño ambiental, 
el daño a la capacidad regenerativa 
de la tierra, etc., deben ser incluidos 
en los conceptos y en las tareas 
de verificación de cumplimiento 
de la Función Social y/o Función 
Económico Social a tiempo de tomar 
conocimiento de una causa y asumir 
competencia en un caso concreto 
administrativo y/o jurisdiccional, 
elementos que, en definitiva, 
deberán ser valorados, en cuanto a 
su aplicación, factibilidad y alcances, 
a la autoridad jurisdiccional y/o 
administrativa que conozca el caso, no 
debiendo olvidarse que conforme a los 
arts. 35, 36. 39 y 41 de la L. N° 300 de 
15 de octubre de 2012 existe el deber 
de otorgar protección administrativa 
y jurisdiccional a los derechos de 
la Madre Tierra, estando obligado a 
activar las instancias administrativas 
y/o jurisdiccionales de protección 
de dichos derechos, entre otros, el 
Tribunal Agroambiental.

En suma, los conceptos de función 
social y función económica social 
deberán incluir en sus contenidos 
los parámetros de “sostenibilidad” 
y/o “sustentabilidad” conceptos que, 
verbigracia, no se apartan de las 
actividades tendientes a conservar y 
rehabilitar la tierra.



15REVISTA JURÍDICA AGROAMBIENTAL JURISPRUDENCIA

Un Desafío y Compromiso 
con La Justicia
Dra. Gabriela Cinthia Armijo Paz

Magistrada Sala Primera
Tribunal Agroambiental
del Estado Plurinacional de Bolivia.

La buena noticia para quienes se preocupan que incorporar la perspectiva de género en la interpretación 
jurídica es contrario a los principios de imparcialidad e independencia de la judicatura, es que esta perspectiva 
está contenida en nuestras propias Constituciones y de ahí debe extraerse. La perspectiva de género 
descansa fundamentalmente en el principio de igualdad que junto con la prohibición de discriminar por 
cualquier motivo se encuentran claramente explicitados en casi todas si no todas nuestras constituciones. 
Y que además se encuentran en todos los tratados internacionales de derechos humanos los cuales tienen 
rango supra o constitucional en todos nuestros países. (Alda Facio, 2015).

Nuestro ordenamiento jurídico en 
materia agraria, hoy agroambiental, 
paulatinamente ha dado lugar 
a disposiciones normativas 
específicas sobre el derecho de las 
mujeres a la tierra, cuyo acceso 
y tenencia aún son limitadas 
en cuanto a cantidad, calidad y 
posibilidad de mantenimiento del 
mismo, debido entre otros aspectos, 
a la subsistencia de prácticas 
patriarcales que impiden el ejercicio 
efectivo de éste derecho en la 
realidad rural cotidiana, a pesar 
de que se cuenta con importantes 
avances normativos a nivel nacional 
como la Constitución Política del 
Estado Plurinacional que establece 
la obligación estatal de promover 
políticas dirigidas a eliminar todas 
la formas de discriminación contra 
las mujeres en el acceso, tenencia 
y herencia de la tierra; la Ley Nro. 
1715, parcialmente modificada 
por la Ley de Reconducción 
Comunitaria de la Reforma 
Agraria, sus Reglamentos; además 
de importantes Instrumentos 
Internacionales ratificados por 
Bolivia como es la Convención 
sobre la Eliminación de Todas las 
Formas de Discriminación contra la 
Mujer (CEDAW) que recomienda a 
los Estados Partes, tomar medidas 

para eliminar todas las formas de 
discriminación contra la mujer en 
el área rural, asegurando entre sus 
derechos, el de recibir un trato igual 
en los planes de Reforma Agraria.

La producción investigativa sobre el 
tema todavía es limitada en nuestro 
país, pero existen importantes 
publicaciones desde entidades que 
trabajan con género y con temas de 
desarrollo rural y tierras y género 
en las que se ha abordado sobre la 
situación del acceso de las mujeres 
a la tierra con diferentes enfoques 
que van desde una posición 
ligada al análisis histórico de la 
subsistencia de relaciones de poder 
subalternizantes de las mujeres en 
todo ámbito y con características 
específicas entremezcladas a 
prácticas culturales en diversos 
contextos rurales, así como desde 
el enfoque que subsume esta 
problemática a la situación de 
marginalidad en general del sector 
campesino e indígena en cuanto a 
su acceso a la tierra y a los recursos 
naturales existentes en ella; pero 
aún no se está abordando el tema 
de la relación “mujer/tierra” desde 
la administración de justicia 
especializada, primando en el campo 
administrativo extensible al judicial, 

un criterio generalizado y errado de 
que el “acceso de las mujeres a la 
tierra”, tiene relación únicamente 
con la titulación de tierras en favor 
de éstas y la normativa que existe 
al respecto, en cuyo caso solo 
correspondería su cumplimiento 
por parte de la entidad ejecutora del 
proceso de saneamiento de tierras, 
razonamiento restringido que en 
todo caso también implica contar 
con mecanismos que evidencien 
de manera objetiva que la entidad 
administrativa encargada (INRA), 
cumple con asegurar la participación 
de la mujer en todas las etapas 
del proceso de saneamiento de 
tierras para un efectivo control 
jurisdiccional mediante el proceso 
contencioso administrativo, 
situación que en los hechos se 
sobreentiende únicamente con la 
emisión de títulos ejecutoriales a 
nombre de hombre y mujer cuando 
corresponda, pues en el expediente 
armado no se vislumbra cómo es 
que se da cumplimiento a esta 
obligación institucional, salvo casos 
aislados de proyectos generalmente 
financiados en los que se exige 
la participación de hombres y 
mujeres y se demuestra por ejemplo 
mediante los informes de Campaña 
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Pública, pero insisto son casos muy 
excepcionales.

Por lo señalado, ya en el campo 
jurisdiccional, se ha llegado a 
manifestar que el denominado 
“enfoque de género” en la 
administración de justicia, está 
limitado a áreas como la penal, 
familiar y laboral, no siendo un 
aspecto ligado directamente a la 
materia agraria; en tal sentido, 
corresponde reconocer de manera 
autocrítica, la falta de un mayor 
esfuerzo de abordaje del tema 
desde la impartición de justicia 
especializada, donde desde luego, 
traslucen expresa o implícitamente, 
una serie de situaciones 
estrechamente vinculadas a 
persistentes prácticas de injusticia 
social que reflejan desigualdades 
históricas que no han permitido 
un trato igualitario a hombres y 
mujeres, pero que lastimosamente 
la sociedad en general las acepta 
y tolera abiertamente puesto que 
ya las ha naturalizado, situación 
que en el área rural se manifiesta 
de manera mucho más compleja 
en cuanto a su acceso, tenencia y 
herencia de la tierra, no solo a tiempo 
de obtener el derecho propietario 
sino también de mantener el 
mismo; en consecuencia, trabajar 
en ello, constituye un importante 
reto para la administración de 
justicia en general y más aún para 
la jurisdicción agroambiental 
que debe brindar un servicio de 
justicia especializada más humano 
y eficiente contribuyendo a un 
efectivo ejercicio de los derechos 
humanos en el área rural y desde 
luego a una mayor garantía en el uso 
y manejo sustentable de la tierra.

Existen importantes avances y es-
fuerzos desde diferentes campos de 
gobierno para el empoderamiento 
y reconocimiento de la labor de las 
mujeres como productoras rurales, 
su enorme y significativo aporte y 
para su acceso a la tierra que sue-
le ser condición inicial para lo de-
más, pero paralelamente subsisten 
barreras que hacen muy lentos es-
tos avances: barreras económicas, 

procedimentales y socioculturales 
reflejadas sobre todo en prácticas 
y prejuicios aun presentes y firme-
mente arraigados en la manera de 
ver, entender y valorar lo “mascu-
lino” y “femenino”, que perjudica a 
hombres y mujeres, a la sociedad en 
general, pero no solo a nivel de las 
poblaciones rurales, sino también 
de autoridades y dirigentes sindica-
les, de estructuras institucionales, 
los profesionales abogados litigan-
tes en materia agraria y los ope-
radores de justicia especializada , 
siendo ahí donde nos corresponde 
trabajar, aportar, incidir y avanzar 
en el marco de nuestras competen-
cias tanto a nivel de los juzgados 
agroambientales como del Tribunal 
Agroambiental, en varios campos, 
como por ejemplo desarrollando si-
nergias con entidades académicas y 
de formación universitaria así como 
con la Escuela de Jueces del Estado 
u otras entidades formativas espe-
cializadas en el área, a fin de desa-
rrollar capacidades y conocimien-
tos tanto en operadores de justicia 
como en futuros abogados y profe-
sionales independientes en lo que 
constituye juzgar con perspectiva 
de género, en el marco de la actual 
Política Institucional de Igualdad de 
Género del Órgano Judicial, aproba-
da oficialmente por el Consejo de la 
Magistratura hace más de un año 
atrás, cuya implementación es fun-
damental para la justicia boliviana.

Sin embargo de lo manifestado, no 
se puede desconocer que desde 
la Judicatura Agroambiental, se 
cuenta con algunos intentos de 
practicar una nueva perspectiva 
en el conocimiento y resolución 
de causas sometidas a este fuero 
especializado, casos en los que 
tomando en cuenta circunstancias 
que develan la existencia de las 
prácticas y actitudes que ponen a la 
mujer en situación de desventaja o 
injusticia material en los procesos 
agroambientales, aún sin describir 
tal situación con la habilidad de 
un conocedor en “perspectiva 
de género”, se ha producido una 
interpretación creativa y justa, 
alejándose quizás de lo meramente 
formalista así como de conceptos 
conservadores presentes en la 
administración de justicia en general, 
que difícilmente son aceptados por 
la mayoría de los operadores de 
justicia, puesto que ello, muchas 
veces significa un “peligroso” 
proceso “deconstructivo” que 
obliga a reconsiderar la supuesta 
“neutralidad” y “objetividad” del 
Derecho, cuando nuestro rol es 
en última instancia, muy simple: 
coadyuvar desde el Estado en su 
función judicial en la resolución de 
las situaciones problemáticas que 
se presentan, impartiendo justicia, 
buscando la tranquilidad de las 
personas y la paz social que ello 
genera. Y es aquí donde recojo el 
pensamiento de la Dra. Alda Facio, 
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quien en una de sus exposiciones 
sobre “Justicia y Género”, 
manifiesta: “es mucho más racional 
enojarse ante las injusticias 
que mantenerse supuestamente 
neutral”.

Reconociendo limitaciones propias 
en este revolucionario y desafiante 
campo de “aprehender una nueva 
posición”, menos neutral y formal 
del Derecho y, en el convencimiento 
de la importancia de no cejar en 
acciones que impulsen y coadyuven 
a un efectivo ejercicio de derechos 
en condiciones de igualdad, me 
corresponde destacar el aporte 
expresado en el Fallo de la Sala 
Primera, casualmente la primera 
sentencia de esta gestión (SAN S1ra 
Nro. 1/2016, de fecha 5 de enero de 
2016), que ha dejado un interesante 
precedente judicial respecto de 
precautelar el derecho de una 
mujer a quien se pretendió apartar, 
en el proceso de saneamiento de 
tierras, de tener la posibilidad de ser 
beneficiaria del predio y titular del 
derecho propietario sobre éste, en 
condiciones de igualdad respecto a 
su entonces pareja, dejándose sin 
efecto un título ejecutorial emitido 

con vicios de nulidad determinados 
en la normativa. 

Esta sentencia constituye un paso 
adelante en esa nueva perspectiva 
del derecho y la función judicial 
que busca la materialización de la 
justicia, la cual si bien no profundiza 
sobre la temática “mujer/tierra” 
desde la perspectiva de género, 
se constituye en un aporte a esta 
nueva visión precedentemente 
mencionada en favor de la 
igualdad de las mujeres facilitando 
así el ejercicio de derechos 
constitucionalmente consagrados 
a su favor; este caso, orienta a la 
visualización de circunstancias y 
condiciones que limitan a mujeres 
que se han visto obligadas a 
dejar temporalmente su tierra en 
procura de mejorar las condiciones 
económicas de su familia, sin 
que aquello deba significar una 
automática ruptura del vínculo con 
su predio.

Con lo precedentemente señalado, 
me cabe puntualizar que en el 
caso de los títulos de propiedad 
emergentes de un proceso de 
saneamiento, por la fe pública 
que reviste al Estado y a los actos 
públicos que emergen de éste, 
luego de ejecutado el saneamiento 
con todas las características de 
publicidad y transparencia que 
definen este proceso - a menos que 

se demuestre lo contrario -, muy 
difícilmente se pueden identificar 
vicios que ameriten su nulidad; sin 
embargo, en el caso referido, la Sala 
Primera del Tribunal Agroambiental, 
ha declarado probada dicha 
demanda consecuentemente nulo 
el titulo ejecutorial por la existencia 
de vicios manifiestos enervantes 
de la justicia, que habían inducido 
a que la entidad ejecutora del 
proceso administrativo, no 
considere el derecho de la pareja 
del demandado a tiempo de definir 
el derecho propietario en el predio, 
posteriormente materializado en el 
título ejecutorial cuya nulidad fue 
dispuesta.

Para la jurisdicción agroambiental, 
constituye un desafío y a la vez 
una responsabilidad que emerge 
del mandato constitucional y de la 
suscripción de Tratados y Convenios 
Internacionales como parte del 
Estado boliviano, el trabajar por 
efectivizar la igualdad de género 
y no discriminación en aplicación 
de la normativa vigente, aportando 
a la eliminación de situaciones de 
injusticia y vulneración de derechos 
de las mujeres en lo concerniente al 
tema tierra. Un compromiso al que 
no se puede eludir amparándose en 
la formalidad del derecho, mucho 
menos en patrones patriarcales y 
colonizantes que todavía subsisten 
en nuestras entidades judiciales.

“... si se tiene un 
compromiso vital con la 
igualdad de los géneros, 
se puede incorporar una 
perspectiva de género en 
la interpretación judicial, 
sin que por ello se 
vulnere la imparcialidad 
o independencia del 
juez o jueza, más bien 
todo lo contrario, si no 
se interpreta con una 
perspectiva de género, 
no se es imparcial ni 
independiente...”

ALDA FACIO
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SENTENCIA AGROAMBIENTAL RELEVANTE EN LA TEMÁTICA EXPUESTA

Sentencia: SAN-S1-0097-2015 - 
11/11/2015

Asignada en: 

Derecho Agroambiental / 
Saneamiento / Ilegal / En cuanto 
a la imprecisión de la información 
/ Por consignarse información 
contradictoria dentro del proceso 
de saneamiento (Seguidora)

“...que si bien la parte actora, no 
anunció que sus esposas e hijas 
son de nacionalidad Boliviana, 
hasta antes de la emisión de la 
Resolución Final de Saneamiento, 
sin embargo cabe detallar que al 
haberse socializado el Informe en 
Conclusiones conforme el art. 305-
I del D.S. N° 29215, no habiendo 
observación alguna al mismo; se 
concluye que al ser el Informe 
Técnico Legal DDSC-CO II-INF. N° 
1334/2012 de 8 de octubre de 2012, 
una resolución que produce efectos 
individuales, el ente administrativo 
debió notificar con el mismo, a 
efectos de que la parte ahora actora 
se pronuncie sobre dicho informe, 
conforme lo dispone el art. 70-a) 
del D.S. N° 29215 que señala “Serán 
notificadas en forma personal a la 
parte interesada, las resoluciones 
que produzcan efectos individuales, 
en el domicilio señalado”; 
habiéndose privado a los actores 
del derecho de hacer conocer 
observaciones a los funcionarios 
del INRA, entre ellas el de poner en 
conocimiento de que sus esposas 
e hijos son de nacionalidad 
Boliviana; pues de la revisión de 
los certificados de nacimiento 
y de matrimonio adjuntados al 
expediente contencioso se constata 
que dichas uniones conyugales son 
mucho antes de la adquisición del 
predio y de la realización de las 
pericias de campo, (...) que el INRA 
dentro del proceso de saneamiento 
vulneró los derechos de la mujer al 
acceso a la tenencia de la tierra y la 
de sus hijos; que como ejecutores 

del proceso de saneamiento tenían 
toda la obligación de socializar 
estos extremos acusados dentro del 
proceso administrativo, cumpliendo 
a cabalidad con lo dispuesto por 
el art. 297 (Campaña Pública) del 
D.S. N° 29215 que en su parte 
final señala “...capacitación y otras 
actividades similares, garantizando 
en todas ellas la incorporación 
y tratamiento de género y la 
participación activa de las mujeres, 
conforme el diagnostico realizado y 
a las normas internas del INRA”; que 
esta omisión incurrida por el INRA 
hace que se vulnere con el debido 
proceso establecido en el art. 115-II 
y con el principio de verdad material 
previsto en el art. 180-I de la C.P.E.; 
que al ser de las tres esposas de 
los actores, dos (2) de nacionalidad 
Boliviana, esta irregularidad 
incurrida por el ente administrativo 
vulnera de la misma forma el art. 
3-V de la L. N° 1715, modificada 
parcialmente por la L. N° 3545 que 
señala “El Servicio Nacional de 
Reforma Agraria, en cumplimiento 
de las disposiciones contenidas en la 
Convención sobre la eliminación de 

todas las formas de discriminación 
contra la mujer, ratificada por la 
L. N° 1100 de 15 de septiembre de 
1989, aplicara criterios de equidad 
en la distribución , administración, 
tenencia y aprovechamiento 
de la tierra a favor de la mujer, 
independientemente de su estado 
civil”. Aspecto que concuerda con la 
Convención sobre la eliminación de 
todas las formas de discriminación 
contra la mujer (1979) en su art. 2 
de la cual es parte Bolivia. (...) que 
la Resolución Suprema impugnada, 
contiene omisiones, contradicciones 
e incongruencias que vulneran 
el debido proceso, la igualdad de 
las partes, y el derecho la defensa 
establecidas en los arts. 115-II y 119-
I de la C.P.E.; así como transgrede 
los derechos de la igualdad de la 
mujer en la distribución, tenencia 
y administración de las tierras, 
conforme la Convención sobre 
la Eliminación de Toda Forma de 
Discriminación Contra la Mujer, 
ratificada por la L. N° 1100 de 15 de 
septiembre de 1989, así como los 
derechos generacionales; por lo que 
corresponde resolver”.
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Competencia de la Justicia 
Indígena Originaria Campesina

Dr. Bernardo Huarachi Tola

Magistrado Sala Segunda
Tribunal Agroambiental
del Estado Plurinacional de Bolivia.

La convivencia social contemporá-
nea por efectos de la globalización 
se volvió tan compleja debido al 
crecimiento de la población, la des-
igualdad económica, el avance de 
la tecnología, y otros factores que a 
su vez incrementaron y dieron naci-
miento a nuevos conflictos en la so-
ciedad en su conjunto, provocando 
la insuficiencia de los servicios “tra-
dicionales” de la administración de 
justicia o justicia ordinaria.

Es así que desde la aprobación y 
promulgación de la Constitución Po-
lítica del Estado de 2009 marca en el 
Estado Boliviano un cambio trascen-
dental en lo referente al reconoci-
miento de la pluralidad de naciones, 
pluralidad de jurisdicciones, aspec-
tos claramente definidos en el art. 1 
que establece: “Bolivia se constitu-
ye en un Estado Unitario Social de 
Derecho Plurinacional Comunita-
rio, libre, independiente, soberano, 
democrático, intercultural, descen-
tralizado y con autonomías. Bolivia 
se funda en la pluralidad el plura-
lismo político, económico, jurídico, 
cultural y lingüístico, dentro del 
proceso integrador del país” (Las 
negrillas son añadidas).

En ese marco la C.P.E. ha reconocido 
a la jurisdicción Indígena Originaria 
Campesina en igualdad jerárquica a 
la jurisdicción ordinaria cuando en 
el artículo 190 que “las naciones y 
pueblos indígena originario cam-
pesinos ejercerán sus funciones 
jurisdiccionales y de competencia 
a través de sus autoridades, y apli-

carán sus principios, valores cul-
turales, normas y procedimientos 
propios”, disposición que desde su 
concepción ocasionó una serie de 
debates contrarios, en especial a los 
administradores de la jurisdicción 
ordinaria.

Sin embargo, es preciso remarcar la 
materialización de la Constitución 
por este reconocimiento de las na-
ciones y pueblos indígena originario 
campesinos.

Así el art. 30.I define y establece: “Es 
nación y pueblo indígena origina-
rio campesino toda la colectividad 
humana que comparta identidad 
cultural, idioma, tradición históri-
ca, instituciones, territorialidad y 
cosmovisión, cuya existencia es an-
terior a la invasión colonial españo-
la”, definición compleja que guarda 
relación con lo previsto en el artícu-
lo 2, también del texto constitucio-
nal, donde se señala: “Dada la exis-
tencia pre colonial de las naciones y 
pueblos indígena originario campe-
sinos y su dominio ancestral sobre 
sus territorios, se garantiza su libre 
determinación en el marco de la 
unidad del Estado (...).”, íntimamen-
te relacionado a la denominación de 
“nación” se encuentra lo estableci-
do en el art. 3 de la misma norma 
fundamental que establece: “La na-
ción boliviana está conformada por 
la totalidad de las bolivianas y los 
bolivianos, las naciones y pueblos 
indígena originario campesinos, 
y las comunidades interculturales 

y afrobolivianas que en conjunto 
constituyen el pueblo boliviano.” 

En este sentido, el término nación 
empleado en la denominación de 
‘naciones y pueblos indígena origi-
nario campesinos’ corresponde (o, 
si se prefiere, debe) ser entendido en 
el sentido de existir una comunidad 
humana con ciertas características 
culturales comunes como pueden 
ser la lengua, cosmovisiones o re-
ligiones, tradiciones, historia o el 
asentamiento en un ámbito territo-
rial determinado no inmutable en el 
tiempo pero que le brinda una par-
ticular identidad a los seres huma-
nos que los integran o que se auto 
identifican como pertenecientes a 
aquellos. 

QUE SE ENTIENDE POR 
JURISDICCIÓN? 

La jurisdicción es un poder-deber 
por lo tanto es una función pública. 
La jurisdicción es la Potestad que 
tiene el Estado en su conjunto para 
solucionar conflictos particulares a 
través de la imposición de la Ley y el 
Derecho. Esa potestad es encargada 
a un órgano estatal, el Judicial.

La jurisdicción indígena se refiere a 
la potestad de los pueblos indígenas 
de recurrir a sus autoridades e ins-
tancias internas para dar solución 
a las controversias que se generen 
dentro de sus territorios, así como 
a la facultad de tomar decisiones, 
juzgar y ejecutar hechos de acuerdo 
con sus normas tradicionales. 
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Ahora bien, definida la jurisdicción 
indígena originaria campesina en 
el caso particular de Bolivia, fue 
constitucionalizada y forma parte 
del Estado Plurinacional, debien-
do entenderse como un conjunto de 
mecanismos, principios, valores, 
normas y procedimientos construi-
dos socialmente, y que es aplicada 
en las naciones y pueblos indígena 
originario campesinos y las co-
munidades interculturales. Este 
hecho como es de conocimiento de 
las diferentes naciones y pueblos 
indígena originario campesino, son 
normas aceptadas y reconocidas 
por todos los miembros de las co-
munidades. Son normas no escritas, 
socialmente elaboradas, y que es el 
resultado de muchos años de aplica-
ción y práctica ancestral.

Las autoridades que administran la 
justicia comunitaria son elegidas 
por los miembros de una comunidad 
y son poseedores de gran prestigio y 
merecedores de una alta legitimidad 
al interior de la comunidad. Las 
organizaciones comunales cuentan 
con un Libro de Actas, donde se 
registra todos los hechos y actos 
de las autoridades comunales. 
La jurisprudencia comunal se la 
puede encontrar en ese valioso 
instrumento.

La Constitución Política del Estado 
Plurinacional de Bolivia también 
nos señala lo que es la jurisdicción 
indígena originaria campesina:

Artículo 119.- “I. Las partes en con-
flicto gozarán de igualdad de opor-
tunidades para ejercer durante el 
proceso las facultades y los dere-
chos que les asistan, sea por la vía 
ordinaria o por la indígena origina-
ria campesina.”

Artículo 179.- “I. La función judicial 
es única. (...) la jurisdicción indíge-
na originaria campesina se ejerce 
por sus propias autoridades;

II. La jurisdicción ordinaria y la ju-
risdicción indígena originario cam-
pesina gozarán de igual jerarquía.”

Artículo 190.- I. Las naciones y pue-
blos indígena originario campesinos 
ejercerán sus funciones jurisdic-

cionales y de competencia a través 
de sus autoridades, y aplicarán sus 
principios, valores culturales, nor-
mas y procedimientos propios.

II. La jurisdicción indígena origina-
ria campesina respeta el derecho a 
la vida, el derecho a la defensa y de-
más derechos y garantías estableci-
dos en la presente Constitución.

Artículo 191.- “I. La jurisdicción in-
dígena originario campesina se fun-
damenta en un vínculo particular de 
las personas que son miembros de 
la respectiva nación o pueblo indí-
gena originario campesino.

II. La jurisdicción indígena origi-
nario campesina se ejerce en los 
siguientes ámbitos de vigencia per-
sonal, material y territorial:

1. Están sujetos a esta jurisdicción 
los miembros de la nación o pueblo 
indígena originario campesino, sea 
que actúen como actores o deman-
dado, denunciantes o querellantes, 
denunciados o imputados, recu-
rrentes o recurridos. 2. Esta juris-
dicción conoce los asuntos indígena 
originario campesinos de conformi-
dad a lo establecido en una Ley de 
Deslinde Jurisdiccional. 3. Esta ju-
risdicción se aplica a las relaciones 
y hechos jurídicos que se realizan o 
cuyos efectos se producen dentro 
de la jurisdicción de un pueblo indí-
gena originario campesino.”

Artículo 192.- “I. Toda autoridad 
pública o persona acatará las deci-
siones de la jurisdicción indígena 
originaria campesina.

II. Para el cumplimiento de las de-
cisiones de la jurisdicción indígena 
originario campesina, sus autorida-
des podrán solicitar el apoyo de los 
órganos competentes del Estado.

III. El Estado promoverá y fortale-
cerá la justicia indígena originaria 
campesina. La Ley de Deslinde Ju-
risdiccional, determinará los meca-
nismos de coordinación y coopera-
ción entre la jurisdicción indígena 
originaria campesina con la juris-
dicción ordinaria y la jurisdicción 
agroambiental y todas las jurisdic-

ciones constitucionalmente reco-
nocidas.”

Articulo 202.- “Son atribuciones del 
Tribunal Constitucional Plurinacio-
nal, además de las establecidas en 
la Constitución y la Ley, conocer y 
resolver: núm. 8. Las consultas de 
las autoridades indígenas origina-
rias campesinas sobre la aplicación 
de sus normas jurídicas aplicadas 
a un caso concreto. La decisión del 
Tribunal Constitucional es obliga-
toria. Núm. 11. Los conflictos de 
competencia entre las jurisdiccio-
nes indígena originaria campesina 
y la jurisdicción ordinaria y agroam-
biental.”

LA DECLARACIÓN DE LOS 
DERECHOS DE LOS PUEBLOS 
INDÍGENAS (ONU 2007):

Artículo 34.- “Los pueblos indígenas 
tienen derecho a promover, desa-
rrollar y mantener sus estructuras 
institucionales y sus propias cos-
tumbres, espiritualidad, tradiciones, 
procedimientos, prácticas y, cuan-
do existan, costumbres o sistemas 
jurídicos, de conformidad con las 
normas internacionales de derechos 
humanos.”

Artículo 35.- “Los pueblos indíge-
nas tienen derecho a determinar las 
responsabilidades de los individuos 
para con sus comunidades.”

EL CONVENIO 169 DE LA OIT (1989):

Artículo 8.- “1. Al aplicar la legisla-
ción nacional a los pueblos intere-
sados deberán tomarse debidamen-
te en consideración sus costumbres 
o su derecho consuetudinario. 2. Di-
chos pueblos deberán tener el dere-
cho de conservar sus costumbres e 
instituciones propias, siempre que 
éstas no sean incompatibles con los 
derechos fundamentales definidos 
por el sistema jurídico nacional ni 
con los derechos humanos interna-
cionalmente reconocidos. Siempre 
que sea necesario, deberán estable-
cerse procedimientos para solucio-
nar los conflictos que puedan surgir 
en la aplicación de este principio. 3. 
La aplicación de los párrafos 1 y 2 
de este artículo no deberá impedir 
a los miembros de dichos pueblos 
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ejercer los derechos reconocidos a 
todos los ciudadanos del país y asu-
mir las obligaciones correspondien-
tes.”

LA CARTA ANDINA PARA LA 
PROMOCIÓN Y PROTECCIÓN DE 
LOS DERECHOS HUMANOS, 2002: 

Artículo 38.- Reconocen, igualmen-
te, que los pueblos indígenas y co-
munidades de afro descendientes, 
dentro del marco de las legislacio-
nes nacionales y de la normativa 
sobre derechos humanos, tienen 
derecho a mantener y desarrollar 
sus identidades y costumbres en lo 
cultural, espiritual, político, econó-
mico y jurídico; a la propiedad y po-
sesión de las tierras o territorios que 
tradicionalmente ocupan; a no ser 
desplazados de ellos y a retornar en 
caso de serlo; a conservar sus pro-
pias formas de organización social, 
ejercicio de la autoridad y adminis-
tración de justicia; a desarrollar y 
mantener su patrimonio cultural 
tangible e intangible; y a la protec-
ción de sus conocimientos ances-
trales colectivos y al ejercicio de sus 
prácticas tradicionales.

La Constitución por otra parte, in-
corpora el “principio de reserva 
legal” otorgando mandato al futuro 
Órgano Legislativo Plurinacional 
la elaboración de una “Ley de Des-
linde Jurisdiccional” (Arts. 191-II y 
192-II) en el que se establezca le-
galmente, ya que no constitucional-
mente: a) Los límites de la compe-
tencia material de las autoridades 
indígenas originarias campesinas 
(sean estas generales o restrictivas), 
y; b) Los mecanismos de “coordina-
ción” y “cooperación” con todas las 
demás jurisdicciones (las constitu-
cionalmente establecidas y los que 
puedan crearse por delante). 

QUE SE ENTIENDE POR 
COMPETENCIA? 

La “Competencia” según el diccio-
nario de ciencias jurídicas, políticas 
y sociales de Manuel Osorio (Pág. 
191) refiere que es “atribución legí-
tima a un juez u otra autoridad para 
el conocimiento o resolución de un 
asunto. Couture la define como me-

dida de jurisdicción asignada a un 
órgano del Poder judicial, a efectos 
de la determinación genérica de los 
asuntos en que s llamado a conocer 
por razón de la materia, de la canti-
dad y del lugar. Las llamadas cues-
tiones de competencia se ocasionan 
cuando dos de ellos creen que les 
pertenece entender en asunto de-
terminado”. 

En la justicia indígena originaria 
campesina se entiende: “Una com-
petencia importante es la justicia 
y resolución de conflictos que no 
está sujeta a la Justicia Ordinaria, 
sino que se reconoce la Justicia In-
dígena Originario Campesina”. 

Este ejercicio de la jurisdicción indí-
gena originario campesina es con-
secuentemente a través de normas 
y procedimiento propios de acuerdo 
a la constitución y la ley, establecido 
en el art. 304.8.

En relación a la competencia de 
la jurisdicción indígena originario 
campesina el Tribunal Constitucio-
nal Plurinacional ha razonado en la 
SCP No. 0026/2013 de 4 de enero de 
2013 en los fundamentos jurídicos 
del fallo: “Corresponde previamen-
te precisar que el objeto procesal 
de un conflicto de competencias 
entre la jurisdicción ordinaria y la 
indígena originaria campesina no 
se tratan calificaciones jurídicas, 
ni materias jurídicas, ello debido 
a que la jurisdicción indígena ori-
ginaria campesina no distingue 
materias sino conoce las proble-
máticas del día a día, por lo que 
tiene una competencia amplia y 
por ello,  la Constitución Política 
del Estado en su art. 191, hace re-
ferencia a los “...ámbitos de vigencia 
personal, material y territorial” y a 
continuación al hacer referencia al 
ámbito material se sostiene “Esta 
jurisdicción conoce los asuntos in-
dígena originario campesinos...”, lo 
que provoca que el objeto procesal 
se determine por los hechos debati-
dos y no por la calificación jurídica 
o la materia del juez ordinario com-
petente. 

Reconoce “La pluralidad como ri-
queza y patrimonio nacional”, bajo 

el amparo de lo dispuesto en los 
arts. 1 y 2 de la C.P.E. (CPE), y lo des-
crito en el preámbulo, que nos seña-
la la orientación en la interpretación 
y materialización constitucional.

Asimismo, razona sobre el “Con-
flicto de competencias entre la ju-
risdicción ordinaria y la indígena 
originaria campesina” efectuando 
la ponderación de lo establecido en 
el art. 179-I de la CPE y el art. 2 de 
la misma norma fundamental, refi-
riendo que la jurisdicción indígena 
originario campesina es anterior a 
la jurisdicción ordinaria (art. 2 de la 
CPE). 

Respecto a la relación entre juris-
dicción ordinaria y jurisdicción in-
dígena originaria campesina, el art. 
179.II de la CPE, establece que: “La 
jurisdicción ordinaria y la jurisdic-
ción indígena originario campesina 
gozarán de igual jerarquía”, es decir, 
en una dinámica de cooperación y 
coordinación (art. 192 de la CPE) y 
no de paternalismo.

Ahora bien, ante la existencia de un 
conflicto de competencias el art. 
202.11 de la CPE, entrega al Tribu-
nal Constitucional Plurinacional 
la atribución de conocer: “Los con-
flictos de competencia entre la ju-
risdicción indígena originaria cam-
pesina y la jurisdicción ordinaria y 
agroambiental”, en este sentido, 
la autoridad que considere que se 
usurpa su competencia “...solicita-
rá que ésta última se aparte de su 
conocimiento” [art. 102 del Código 
Procesal Constitucional (CPCo), así, 
“Si la autoridad requerida recha-
za la solicitud o no se manifiesta 
en el plazo de los siete días subsi-
guientes, a partir de la petición de 
la autoridad demandante, ésta se 
encontrará facultada para plantear 
el conflicto ante el Tribunal Consti-
tucional Plurinacional”.

En ese entendido, la resolución del 
Tribunal Constitucional Plurinacio-
nal se limita a determinar la autori-
dad indígena originaria campesina 
u ordinaria en su caso, competente 
para conocer un determinado asun-
to y si bien mediante este tipo de 
proceso constitucional se pretende 
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resguardar la garantía del juez natu-
ral no por ello se observa si los es-
tándares de la jurisdicción compe-
tente respetan o el debido proceso 
pues ello corresponde en su caso a 
otras acciones constitucionales.

Ahora bien, respecto  a los ámbitos 
de aplicación de  la  jurisdicción  
indígena originaria campesina el 
art. 191.II de la CPE, determina 
que: “La jurisdicción indígena ori-
ginario campesina se ejerce en los 
(...) ámbitos de vigencia personal, 
material y territorial...”, correspon-
diendo efectuar una interpretación 
desde y conforme a la Constitución 
y los Tratados del Derecho Interna-
cional de Derechos Humanos (arts. 
13-IV y 256 de la CPE) del art. 8 de la 
Ley de Deslinde Jurisdiccional”.

En este marco, la Ley de Deslinde 
Jurisdiccional en su art. 4 inc. b), 
establece entre los principios que 
regulan dicha Ley y que sirven por 
tanto para su interpretación la: “Re-
lación espiritual entre las nacio-
nes y pueblos indígena originario 
campesinos y la Madre Tierra. Las 
naciones y pueblos indígena origi-
nario campesinos tienen derecho 
a mantener y fortalecer su propia 
relación espiritual con sus tierras 
y territorios que tradicionalmente 
han poseído, ocupado, o utilizado y 
asumen las responsabilidades para 
con las generaciones venideras.

En el marco de sus cosmovisiones, 
las naciones y pueblos indígena ori-
ginario campesinos mantienen una 
relación armoniosa, de comple-
mentariedad y respeto con la Ma-
dre Tierra”, aspectos que sin duda 
permiten concluir que las naciones 
y pueblos indígenas originario cam-
pesinos cuentan con la posibilidad 
de mantener una regulación propia 
de su tierra y ejercer poder de de-
cisión sobre el mismo -territorio- 
siempre en el marco de los derechos 
de la madre tierra”.

Por otro lado la falta de un recono-
cimiento estatal a una nación o pue-
blo indígena no puede constituirse 
en un óbice para reconocer su dere-
cho colectivo a administrar su justi-
cia ello por su existencia precolonial 

que impele a efectuar una interpre-
tación siempre a favor de la juris-
dicción indígena originaria campe-
sina respecto a la ordinaria, en este 
sentido, la SCP 0645/2012 de 23 de 
julio, consideró la deuda histórica 
de los pueblos indígenas y la falta 
de reconocimiento oficial por parte 
del Estado con los siguientes argu-
mentos: “Toda interpretación debe 
partir del principio de pluralismo, 
como principio irradiador y trans-
versal en nuestro orden constitu-
cional, por ello entre los elementos 
sustanciales a considerarse para 
determinar la posible existencia de 
un pueblo indígena se encuentran 
la auto identificación y la forma de 
vida de un determinado colectivo.

La historia de los pueblos in-
dígenas en Bolivia fue de mar-
ginación y abandono, aspecto 
que constituye una de las razo-
nes primordiales que justificó 
la labor del constituyente en 
aras de la ‘construcción colec-
tiva del Estado’ hoy reflejada 
en el preámbulo de la Consti-
tución Política del Estado, que 
declara: ‘El pueblo boliviano, 
de composición plural, desde la 
profundidad de la historia, ins-
pirado en las luchas del pasa-
do, en la sublevación indígena 
anticolonial, en la independen-
cia, en las luchas populares de 
liberación, en las marchas indí-
genas, sociales y sindicales, en 
las guerras del agua y de octu-
bre, en las luchas por la tierra 
y territorio, y con la memoria 
de nuestros mártires, construi-
mos un nuevo Estado...”.

Con la constitucionalización de la 
Jurisdicción Indígena Originaria 
Campesina se ha ampliado 
el ejercicio de la ciudadanía, 
entendido esto, no sólo a partir 
de los 18 años para el ejercicio 
del derecho político de elegir, ser 
elegido o ejercer funciones públicas, 
sino también como el ejercicio 
de los derechos económicos, 

sociales, culturales, ambientales y 
organizativos, tanto individuales y 
colectivos.

La nueva Constitución Política 
del Estado amplia los derechos 
y deberes, y sostiene que 
“son inviolables, universales, 
interdependientes, indivisibles 
y progresivos. El Estado tiene el 
deber de promoverlos, protegerlos 
y respetarlos”. El ejercicio de la 
ciudadanía pluricultural deberá 
ser dinámico y generar políticas 
públicas para mantener los derechos 
ya conquistados y ampliarlos 
progresivamente. 

Así glosada y desarrollada la 
jurisdicción y competencia de 
la JURISDICCION INDÍGENA 
ORIGINARIO CAMPESINA conforme 
establece el art 410-II de la C.P.E., 
así como los arts. 1, 2, 3, 8, 9, 
109, 115, 119, 179-I-II, 190, 191, 
192, 256, todos la Constitución 
Política del Estado, tiene no solo 
su reconocimiento, sino que 
amerita su plena materialización 
constitucional, al margen de lo 
establecido en la Ley de Deslinde 
Jurisdiccional que requiere una 
urgente modificación total o parcial, 
según manda la propia constitución, 
para su pleno ejercicio en igualdad 
de condiciones con la Justicia 
Ordinaria y Agroambiental. 

A MANERA DE CONCLUSIÓN:

Cabe remarcar que ante la resolución 
efectuada por autoridades 
indígena originario campesina en 
un determinado conflicto como 
puedan ser de la actividad agraria, 
agropecuaria dentro de las TCOs, 
no puede ser revisado, menos volver 
a resolverse el mismo conflicto 
dada la particularidad de la JIOC 
y sus resoluciones a las cuales los 
miembros de dicha comunidad 
se sometieron voluntariamente 
a dicha jurisdicción para resolver 
sus conflictos. Este acto y hecho 
fue reconocido por el Tribunal 
Constitucional mediante la SC. No. 
0295/2003-R de 11 de marzo.

Por otro lado el Pluralismo Jurídico 
enunciado en el art. 1 de la C.P.E. 
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Plurinacional de Bolivia indica 
que es el nuevo modelo de Estado, 
nuevo modelo de justicia, se 
articula con la garantía de la libre 
determinación de las naciones 
y pueblos indígenas originarios 
campesinos, señalada en el art. 2 
sentando las bases en su derecho a 
la autonomía, al autogobierno, a su 
cultura, al reconocimiento de sus 
instituciones y a la consolidación 
de sus entidades territoriales 
conforme la C.P.E. y las leyes. 

En ese entendido, existe la 
obligación constitucional de 
trabajar en la “justicia”, respetando 
y materializando la Constitución 
en lo referente a las jurisdicciones 
Ordinaria y Justicia Indígena 
Originaria Campesina, tal cual 
manada el art. 179-I-II, en relación 
con lo establecido en los arts. 
180-I y 186, ambas de la misma 
norma fundamental, jurisdicciones 
que gozan de igual jerarquía, 
refiriéndonos a la jurisdicción 
Agroambiental y Jurisdicción 
Indígena Originario Campesina. 

La tutela constitucional del proceso 
exige una correcta tramitación del 
mismo tal cual estable el art. 115-
I-II de La Constitución Política del 
Estado desde su inicio conforme 
establece el debido proceso: “El 
Estado garantiza el derecho al 
debido proceso, a la defensa y a una 
justicia plural, pronta, oportuna, 
gratuita, transparente y sin 
dilaciones”. 

El art. 3 de la Ley No. 439 (BUENA FE 
Y LEALTAD PROCESAL) establece: 
“I. Las autoridades judiciales 
están en la obligación de impedir 
y sancionar toda forma de fraude 
procesal, colusión, dilación, y en 
suma cualquier manifestación 
de inconducta procesal”, “II. 
Las partes y en general quienes 
intervienen en el proceso deben 
actuar en forma honesta, de buena 
fe, con lealtad y veracidad sobre la 
base del conocimiento cierto de los 
hechos y el entender racional del 
derecho aplicable, respetando a la 
autoridad judicial y los derechos del 
adversario”. 

Por otro lado el art. 11 de la Ley No. 
439 sobre criterios de competencia: 
“I. La competencia de la autoridad 
judicial para conocer de un asunto 
se determina por razón de materia 
y territorio”, norma que tiene 
armonía con lo establecido en el 
art. 1 del Código de Procedimiento 
Civil (abrogado) que establece 
respecto de la Potestad judicial: “I. 
Los jueces y tribunales de justicia 
substanciarán y resolverán, de 
acuerdo a las leyes de la República, 
las demandas sometidas a su 
jurisdicción”; 

En suma, de acuerdo a la 
competencia de la JURISDICCION 
INDIGENA ORIGINARIO 
CAMPESINO y lo resuelto por dicha 
jurisdicción, no puede ser revisado 
o rejudicializado por la jurisdicción 
ordinaria y/o agroambiental, 
dado que sus resoluciones son en 
única instancia, no susceptibles 
de apelación, teniendo en 
consecuencia el carácter y calidad 
de cosa juzgada, debiendo ser 
ejecutada su resolución, por la 
misma jurisdicción que la resolvió. 

Es necesario que se materialice 
la coordinación y cooperación 
entre jurisdicciones como son 
la jurisdicción Agroambiental 
que comprende el Tribunal 

Agroambiental y los juzgados 
agroambientales con la Jurisdicción 
Indígena Originario Campesina. 

Consecuentemente, constituye 
un desafío para autoridades 
de la jurisdicción ordinaria, 
agroambiental y la jurisdicción 
indígena originario campesina 
materializar la C.P.E. y abrirse más 
al pluralismo, debiendo resolver los 
conflictos que les toque atender 
conforme y desde la C.P.E. y, el nuevo 
modelo de justicia tal cual establece 
el art. 1 cuando dispone: “Bolivia se 
constituye en un Estado unitario 
Social de Derecho Plurinacional 
Comunitario, libre, independiente, 
soberano, democrático, 
intercultural, descentralizado y con 
autonomías. Bolivia se funda en la 
pluralidad y el pluralismo político, 
económico, jurídico, cultural y 
lingüístico, dentro del proceso 
integrador del país”, es decir, 
plasmando la constitución como un 
deber de autoridades y ciudadanos 
en general, en ese orden, conforme 
los principios constitucionales 
del qhapaj ñan (camino o vida 
noble y justa) de las autoridades 
jurisdiccionales ordinarias como de 
la JIOC para el suma qamaña (vivir 
bien), como principios ético morales 
de sus actuaciones.
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SENTENCIA AGROAMBIENTAL RELEVANTE EN LA TEMÁTICA EXPUESTA

Sentencia: SAN-S2-0016-2015 - 
17/03/2015

Asignada en:

Derecho Agroambiental / Pueblos 
Indígena Originario Campesinos / 
Acreditación de personalidad jurídica 
(Fundadora)

Derecho Agroambiental / Pueblos 
Indígena Originario Campesinos 
/ Justicia Indígena Originaria 
Campesina / Instancia de resolución 
de conflictos entre comunidades 
(Fundadora)

“...La SENTENCIA CONSTITUCIONAL 
PLURINACIONAL 0645/2012 de 23 de 
julio de 2012 en torno a la acreditación 
de la personalidad jurídica ha expresado: 
“Siguiendo el mismo entendimiento, con 
relación a la exigencia de acreditación 
de la personalidad jurídica, éste no 
constituye un requisito habilitante para 
el ejercicio de los derechos de los pueblos 
indígena originario campesinos, puesto 
que más bien se trata de un derecho 
que les asiste, ya que sus facultades 
organizativas se ejercen y se han ejercido 
independientemente del reconocimiento 
que haga el Estado de su condición 
de sujeto de derechos, preexistentes 
a la misma estructura estatal, aspecto 
que indudablemente constituye un 
deber para el Estado y no así para la 
nación o pueblo indígena en sí mismo. 
No contemplar este entendimiento 
conlleva una interpretación restrictiva 
que pone en riesgo la eficacia material 
de sus derechos colectivos”, en tal 
razón, no se tiene negada la existencia 
de la Comunidad de Centro Berlín y en 
todo caso se la tiene acreditada como 
grupo colectivo que ancestralmente 
formó y forma parte de la estructura de 
la Comunidad Nor Capi del Ayllu Capi 
de la Provincia Litoral Huachacalla de 
forma independiente a la obtención del 
registro de la personalidad jurídica de 
uno u otro, conclusión que igualmente se 
sustenta en los argumentos expuestos en 
el numeral I.4. de la presente sentencia. 
III.6.2. El Informe en Conclusiones de fs. 
1593 a 1622 de los antecedentes, cuyos 
fundamentos constituyen la razón de 
la decisión asumida en la Resolución 
Final de Saneamiento impugnada en el 
presente proceso contiene los elementos 
mínimos a través de los cuales quedan 
explicadas las razones por las que 
correspondió resguardar los derechos 
de la Comunidad Nor Capi del Ayllu 
Capi de la Provincia Litoral Huachacalla 
sin que ello signifique, desconocer la 
existencia de la Comunidad de Centro 
Berlin cuya existencia, como se tiene 

señalado, no se encuentra negada, 
debiendo considerarse, como se tiene 
desarrollado en el numeral 1.5. de la 
presente Sentencia, que en el marco de la 
ponderación de derechos, correspondió 
resguardar la integridad del territorio 
ancestral que, como expresa la Sentencia 
Constitucional Plurinacional 0300/2012 
de 18 de junio de 2012 “ (...) está 
íntimamente vinculado a la definición de 
pueblos indígenas, pues se constituye en 
un elemento para su caracterización. (...). 
y tienen la determinación de preservar, 
desarrollar y transmitir a futuras 
generaciones sus territorios ancestrales 
y su identidad étnica como base de su 
existencia continuada como pueblo, 
de acuerdo con sus propios patrones 
culturales, sus instituciones sociales 
y sus sistemas legales´(MARTINEZ 
COBO, José, Estudio del Problema de la 
Discriminación contra las Poblaciones 
Indígenas - Conclusiones, Propuestas 
y Recomendaciones, Naciones Unidas, 
1987, pág. 30). (...) Entonces, uno de los 
elementos que caracterizan a la nación y 
pueblo indígena originario campesino es 
la territorialidad, y de ahí que las normas 
internacionales y la propia Constitución 
Política del Estado, incidan en el 
reconocimiento de los derechos sobre los 
territorios que ancestralmente ocupan 
(...)”

III.6.3. Consecuentemente no 
correspondía a la entidad administrativa 
sustanciar un proceso de saneamiento 
excluyendo el territorio reclamado 
por la Comunidad Centro Berlín, 
toda vez que, éste tipo de decisiones 
resulta incompatible con la lógica y la 
cosmovisión de los Pueblos Indígena 
Originario Campesinos, máxime si 
en el caso en análisis la superficie se 
encontraba reclamada por la Comunidad 
Nor Capi del Ayllu Capi de la Provincia 
Litoral Huachacalla a quien de manera 
consensuada con la Comunidad de 
Centro Berlín le habría correspondido 
adoptar ésta decisión y al no hacerlo no se 
pudo consentir un acto que en los hechos 
podría significar desintegrar un territorio 
ancestral, correspondiendo en éste punto 
reiterar lo desarrollado por la Sentencia 
Constitucional Plurinacional 0487/2014 
de 25 de febrero de 2014 en torno a la 
aplicación de normas positivas: “Entonces, 
conforme a esta última norma, el 
reconocimiento de las tierras y territorios 
de las naciones y pueblos indígenas por 
parte del Estado debe respetar la forma 
de tenencia de los mismos, así como 
sus costumbres y tradiciones, sin que 
sea válido, por tanto, que se imponga 
una forma de tenencia ajena a su forma 
de vida, a sus costumbres, tradiciones 
y, en general a la forma integral en que 

concibe su territorio, menos aún efectuar 
divisiones en su territorio bajo la lógica 
occidental (...)” III.6.4. Asimismo la 
Comunidad de Centro Berlín, como parte 
de la Comunidad Nor Capi del Ayllu Capi 
de la Provincia Litoral Huachacalla y en 
el marco de sus usos y costumbres, goza 
de los derechos reconocidos por ley, no 
estando negado su derecho a desarrollar 
procesos de gestión territorial y de 
uso y aprovechamiento de los recursos 
naturales renovables existentes en la 
zona, todo en el marco de lo permitido por 
normas legales en vigencia y conforme 
a sus usos y costumbres, no obstante, 
como se tiene señalado, en el ámbito de 
la ponderación de derechos, correspondió 
resguardar el interés mayor y respetar en 
todo las formas propias de autogobernarse 
(derecho al autogobierno) en razón a 
que como se tiene señalado, “el proceso 
descolonizador debe propender a evitar 
la consideración abusiva de normas e 
instituciones que fueron impuestas, 
durante la colonia o durante el período 
republicano a los pueblos indígena 
originario campesinos toda vez que ello 
conllevaría el desconocer sus normas 
que nacen de sus usos y costumbres” y 
“El derecho a la territorialidad no puede 
ser comprendido al margen de la cultura, 
vida espiritual, integridad, supervivencia, 
preservación, etc. debiendo entenderse 
que, en suma, constituye no solo el 
elemento material sino espiritual cuya 
pertenencia no puede ser comprendida 
en relación a un individuo o parte del 
grupo colectivo sino en relación a la 
totalidad (al todo) y que corresponde 
no sólo a la actual generación sino a las 
futuras generaciones del pueblo indígena 
u originario” conforme a la jurisprudencia 
de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos desarrollada en el numeral I.5. 
de la presente Sentencia. En tal razón 
éste Tribunal concluye que en el caso 
en análisis no se vulneraron las normas 
citadas por la parte actora, máxime si los 
arts. 42 y 43 de la Ley Marco de Autonomías 
y Descentralización Andrés Ibañez hacen 
referencia, precisamente al Convenio 
169 de la OIT ratificado por L. N° 1257 
de 11 de julio de 1991 y a la Declaración 
de las Naciones Unidas Sobre Derechos 
de los Pueblos Indígenas ratificada por 
L. N° 3760 de 7 de noviembre de 2007 
que conforme a la C.P.E. deben ser 
consideradas por el Estado Plurinacional 
de Bolivia y de manera particular por los 
operadores de justicia conjuntamente 
la jurisprudencia emanada de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, 
misma que se encuentra desarrollada 
en ésta Sentencia y constituye parte del 
sustento de la misma, correspondiendo 
fallar en éste sentido”.
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Conflicto de Competencias entre la 
Jurisdicción Agroambiental e Indígena 
Originario Campesina (JIOC) 

Dra. Deysi Villagomez Velasco

Magistrada Sala Segunda
Tribunal Agroambiental
del Estado Plurinacional de Bolivia.

Sin lugar a dudas uno de los 
avances dentro de la Justicia en 
Latinoamérica está estrechamente 
vinculado al pluralismo jurídico. 
En el caso Boliviano el proceso 
constituyente tuvo como desafió - en 
el campo de los derechos indígenas 
– transformar estructuralmente la 
visión e incorporar a los pueblos 
indígenas en su real dimensión 
dentro de la refundación del nuevo 
estado plurinacional. 

Así entonces el proceso 
constituyente introdujo como 
base fundamental en el art. 1 de 
la C.P.E de 2009 “la pluralidad y 
el pluralismo político, económico, 
jurídico, cultural y lingüístico, 
dentro del proceso integrador del 
país” materializando así su histórica 
lucha demostrando al mundo que 
Bolivia con relación a los derechos 
de los pueblos indígenas, logró 
en un pacto social (Asamblea 
Constituyente) reivindicar a uno de 
los sectores de mayor vulnerabilidad, 
cumpliendo además como estado 
los compromisos refrendados en 
tratados internacionales. 

Adentrándonos en el tema, debemos 
comprender que para el sistema de 
justicia anterior a la refundación del 
estado (monista), el tránsito hacia 
el pluralismo jurídico ( entendido 
como los múltiples sistemas 
jurídicos en un espacio geográfico) 
comprendió y comprende un cambio 
estructural en el pensamiento de los 
operadores de justicia, académicos, 
doctrinarios entre otros. Sin 

embargo uno de los problemas 
más visibles en su coexistencia 
es el conflicto competencial de 
cada una de las jurisdicciones que 
son parte del pluralismo jurídico 
(agroambiental, indígena originario 
campesina y ordinaria). Si bien el 
constituyente así como el legislador 
ordinario determinó el campo de 
aplicación de cada una de estas 
jurisdicciones, con relación a la 
Jurisdicción Indígena Originario 
Campesina (JIOC) la C.P.E. en su 

art. 191.II señala: “La jurisdicción 
indígena originario campesina 
se ejerce en los siguientes 
ámbitos de vigencia personal, 
material y territorial: 1. Están 
sujetos a esta jurisdicción 
los miembros de la nación o 
pueblo indígena originario 
campesino, sea que actúen 
como actores o demandados, 
denunciantes o querellantes, 
denunciados o imputados, 
recurrentes o recurridos. 2. 
Esta jurisdicción conoce los 
asuntos indígena originario 
campesinos de conformidad 
a lo establecido en una Ley de 
Deslinde Jurisdiccional.

 3. Esta jurisdicción se aplica 
a las relaciones y hechos 
jurídicos que se realizan o 
cuyos efectos se producen 
dentro de la jurisdicción de 

un pueblo indígena originario 
campesino”, artículo que mereció 
el correspondiente desarrollo 
normativo en la Ley N° 073 (Ley de 
Deslinde Jurisdiccional). Respecto 
de la Jurisdicción Agroambiental 
la C.P.E en su art. 189 detalla las 
competencias y con relación al 
desarrollo normativo recurrimos a 
los arts. 34 al 39 normativa Ley N° 
1715 modificada por la Ley N° 4535 
(lamentándose la falta de normativa 
posterior a la promulgación de la 
Constitución existiendo una deuda 
legislativa con esta jurisdicción).

Habiendo descrito la norma 
que limita la competencia de 
cada una de las jurisdicciones 
agroambiental e indígena originaria 
campesina (dejando de lado la 
jurisdicción ordinaria en atención 
a la naturaleza del presente 
artículo) y ante la existencia de 
conflictos de competencia la 
construcción jurisprudencial del 
Tribunal Constitucional señalo en 
la SCP 0363/2014: “Tal como ha 
sido expuesto, los conflictos de 
competencia entre la jurisdicción 
indígena originaria campesina 
y la jurisdicción ordinaria y 
agroambiental, tiene sustantivas 
diferencias de los otros tipos 
de conflictos competenciales, 
puesto que su naturaleza no es 
solo la de garantizar el ejercicio 
de atribuciones y potestades, 
sino sobre todo es el de proteger 
el ejercicio de los derechos 
fundamentales de los pueblos 
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indígena originario campesinos, 
a su autogobierno, su cultura, sus 
instituciones jurídicas y políticas y 
que éstas sean consideradas parte 
del Estado; por ello la dilucidación 
de estos conflictos no es solamente 
formal, pues corresponde a un 
sustancial conflicto entre pueblos 
indígenas originario campesinos 
y el Estado, por ello siempre debe 
tener bases sustantivas y materiales 
que provengan del bagaje cultural 
del pueblo indígena originario 
campesino involucrado, no siendo 
posible una superficial revisión de 
la asistencia de una competencia 
concreta, ya que cada pueblo 
tiene sus propias convicciones 
y modos consuetudinarios de 
llevar su vida en sociedad, 
involucrando a ciertos temas y 
apartando otros; pero además, 
será necesaria la comprobación 
también material de que la voluntad 
de asimilar casos concretos por 
parte de la jurisdicción indígena 
originaria campesina, es una real 
manifestación de sus valores 
culturales e instituciones jurídicas y 
no corresponde a una momentánea 
necesidad de sancionar o castigar a 
una o un grupo de personas, debido 
a problemas coyunturales o peor 
aún emergentes de una equivocada 
percepción del alcance de la 
jurisdicción indígena originaria 
campesina.”.

En ese orden constitucional, legal 
y jurisprudencial las competencias 
de cada jurisdicción aparentemente 
están totalmente claras, por lo que los 
operadores de justicia que componen 
la jurisdicción agroambiental al 
momento de suscitar un conflicto 
de competencias deben aplicar un 
efectivo respeto a los instrumentos 
internacionales, observando la 
prevalencia de la Constitución 
Política del Estado y las competencias 
determinadas en la ley, respetando la 
igualdad jerárquica de la JIOC con las 
demás jurisdicciones, garantizando 
así el ejercicio de sus atribuciones 
y potestades protegiendo 
principalmente el ejercicio de sus 
derechos fundamentales es decir, 
aplicar de forma correcta el control 
de convencionalidad, el control 

constitucional, la aplicación de la 
C.P.E. y la legalidad en todo proceso 
que sea de su conocimiento en 
el cual se suscite un conflicto de 
competencias. 

Sin embargo de lo expuesto, 
este artículo no puede apartarse 
de los casos en los cuales el 
conflicto de competencias no versa 
necesariamente por invasión de las 
competencias propias de una u otra 
jurisdicción especificada en la ley, 
sino más bien en los casos que las 
autoridades indígenas originario 
campesinas acuden a la jurisdicción 
agroambiental a objeto de resolver 
conflictos emergentes de la actividad 
agraria. 

En ese marco corresponde señalar 
que el art. 8.1 del Pacto de San 
José de Costa Rica consagra 
dos derechos fundamentales, el 
derecho de acceso a la justicia y el 
derecho al debido proceso, ambos 
reconocidos en el art. 115 – I de la 
C. P.E. Tomando en cuenta que el 
derecho de acceso a la justicia o 
tutela judicial efectiva supone una 
concreción del Estado constitucional 
de derecho, como instrumento 
para promover que la solución de 
conflictos se realice a través de una 
de las jurisdicciones reconocidas 
en la C.P.E., se debe garantizar 
(como en todas las jurisdicciones 
que componen el pluralismo 
jurídico) un pronunciamiento 
judicial que solucione un conflicto 
o tutele un derecho determinado, 
concluyéndose en primera 
instancia la obligatoriedad de la 
jurisdicción agroambiental de 
conocer los procesos puestos a su 
conocimiento tomando en cuenta 
la particularidad del caso, es decir 
que si bien podría entenderse como 
una invasión de una jurisdicción 
hacia la otra (en términos netamente 
competenciales) sin embargo son 
las propias autoridades reconocidas 
por los pueblos indígenas originarios 
campesinos que acuden a una 
jurisdicción que no es la propia. 

En ese orden y habiendo determinado 
el derecho de acceso a la justicia 
como una garantía en el marco del 

derecho internacional y en la norma 
suprema nacional, corresponde 
también analizar la existencia de un 
conflicto competencial en el marco 
del procedimiento para el conflicto 
de competencias desarrollado por 
el Tribunal Constitucional en la SCP 
0363/2014 la misma que señalo: “la 
primera, ocurre si es que la autoridad 
cuyo retiro fue solicitado se aparta 
del asunto, ocasión en la que 
automáticamente aquella que pidió 
tal actitud asumirá conocimiento del 
tema; y la otra, cuando la autoridad 
requerida persiste y rechaza la 
solicitud de apartarse del asunto 
o no da respuesta en el plazo de 
siete días, situaciones que abren 
para la autoridad que reclama 
la competencia la posibilidad de 
iniciar el proceso constitucional de 
conflicto de competencias , para lo 
cual aplicará lo dispuesto por el art. 
101 del CPCO; es decir, presentará 
una demanda de conflicto de 
competencia entre la jurisdicción 
indígena originaria campesina 
y la ordinaria o agroambiental; 
siendo esas las únicas posibilidades 
previstas legalmente, no existe 
conflicto de competencia s sin que 
exista una demanda expresa y formal, 
presentada ante este Tribunal 
Constitucional Plurinacional, así 
como tampoco existe la obligación 
de que la autoridad requerida 
para su apartamiento del caso 
remita el asunto de oficio, puesto 
que toda pretensión de asumir el 
conocimiento de un determinado 
asunto, como ha sido explicado, debe 
estar justificado en razonamientos 
jurídicos constitucionales y 
culturales propios del pueblo 
indígena originario campesino 
que reivindica para sí la potestad 
de procesar una conducta o a una 
persona.”.

De estos aspectos analizados y 
garantizando el acceso a la justicia y 
ante la inexistencia comprobada de un 
conflicto competencial corresponde 
a los jueces agroambientales el 
conocimiento y la sustanciación de 
la causa, brindado una resolución de 
fondo a la problemática planteada 
traída a su conocimiento.
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SENTENCIA AGROAMBIENTAL RELEVANTE EN LA TEMÁTICA EXPUESTA

Sentencia: ANA-S2-0050-2015 - 
25/08/2015

Asignada en:

Derecho Procesal / Acción 
reivindicatoria / No procede 
/ Por no acreditarse posesión 
(Seguidora)

“...conforme al art. 403.I de la C.P.E 
los Territorios Indígenas Originarios 
Campesinos, pueden estar 
compuestos por comunidades, tal el 
caso de la TCO del Alto y Bajo Isoso 
CABI, la cual mediante la Resolución 
RA - ST 0433/2006 se beneficio con 
la dotación de 54,403.9820 ha., 
emitiéndose el Título Ejecutorial 
TCO-NAL-000025 a nombre de la 
Capitanía del Alto y Bajo Isoso “CABI” 
infiriéndose así que el derecho 
propietario si bien está a nombre de 
la CABI no es menos evidente que las 
comunidades reconocidas dentro de 
la misma, gozan de igual derecho 
propietario. Que, conforme a sus 
normas propias y a la administración 
de su propia estructura y a la 
representación conforme a sus usos 
y costumbres y de la documentación 
cursante a fs. 284 a 286 y vta de 
obrados, consistente en la copia 

legalizada del Acta de Asamblea de 
fecha 10 y 11 de agosto de 2012, 
la Capitanía del Alto y Bajo Isoso 
CABI, con presencia de Capitanes y 
Capitanas Comunales de la Zona de 
Alto Isoso y nuevos Asentamientos 
del Bajo Isoso, en la cual participa 
el demandante Bonifacio Barrientos 
Cuellar se determino entre otras 
lo siguiente: “reconocer a la 
Comunidades... “Estrella” con Cap. 
Orlando Estévez Rdoridguez... 
“Enrique Iyambae” con Cap. Mario 
Arriaga Yambae” concluyéndose así 
que para la parte demandante y su 
apoderado, ambas comunidades 
pertenecen a la Capitanía del 
Alto y Bajo Isoso “CABI”, lo que 
significa que la demanda resulta 
incompatible, porque no se ajusta 
a la figura jurídica establecida 
en el art. 1453 del Cód. Civ., que 
exige imprescindiblemente que 
para que prospere una demanda 
reivindicatoria se debe cumplir 
con los siguientes elementos: los 
actores deben demostrar título de 
propiedad, estar en posesión de los 
predios, haber sido desposeído de 
los mismos y que los demandados 
se encuentren en posesión 

ilegítima , aspectos que no se dan 
en el presente caso toda vez que 
si la distribución y redistribución 
para el uso y aprovechamiento 
individual y familiar al interior de 
las TCOs y comunidades tituladas 
colectivamente, se rigen por sus 
reglas propias, de acuerdo a sus 
normas y costumbres, presupuesto 
que se encuentra establecido en los 
art. 30, 403 de la C.P.E. y art. 3-III de 
la L. No 1715, tanto demandantes 
cuanto demandados ostentan 
derecho propietario sobre las tierras 
objeto de la litis, estableciéndose 
así que existe una copropiedad, 
aspecto transcendente toda vez que 
la presente acción reivindicatoria 
ejercida entre copropietarios, 
impide que judicialmente se declare 
que el actor tenga dominio sobre el 
bien, toda vez que el copropietario 
demandado también es propietario 
del bien (en el presente ambos 
titulados colectivamente) por lo que 
el derecho para ambos se extiende 
a todo el predio objeto de la litis 
y no a una parte materialmente 
determinada, tomando en cuenta 
los términos en los cuales que se 
planteó la demanda.”



JURISPRUDENCIA INTERNACIONAL

UNA MIRADA EXTERNA
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Jurisprudencia Internacional Agraria y 
Ambiental de Carácter Relevante
Propiedad agraria, saneamiento y desarrollo rural territorial:

Criterios jurisprudenciales y la nueva Ley del Instituto de 
Desarrollo Rural (INDER) en Costa Rica

Dr. Enrique Napoleón Ulate Chacón

Miembro del Tribunal Agrario | Magistrado Suplente de la Sala Constitucional | 
Coordinador del Doctorado Académico en Derecho, UCR | Secretario General de la 
Unión Mundial de Agraristas Universitarios | Docente de la Maestría en Derecho 
agroambiental, Universidad Andina de Integración

La oportunidad brindada por 
el Tribunal Agroambiental 
Plurinacional de Bolivia, para 
escribir este trabajo en el ámbito 
de la nueva Revista Jurisprudencial 
constituye una valiosa oportunidad 
para dar a conocer y profundizar 
sobre la cultura jurídica agraria de 
Costa Rica, que ha permanecido por 
muchas décadas, y se ha fortalecido 
con los pronunciamientos de la Sala 
Constitucional y de los Tribunales 
agrarios.

El Derecho agrario y la jurisdicción 
agraria, se ha convertido en un 
patrimonio jurídico que debemos 
valorar y defender, porque ambos 
forman parte de la realización del 
Estado Social y Democrático de 
Derecho.

La política agraria y el desarrollo 
rural están estrechamente ligados 
al reconocimiento de la función 
económico, social y ambiental de los 
bienes productivos y regularización 
del régimen de propiedad, a través 
de los distintos mecanismos 
adoptados por el legislador 
(usucapión, titulación, adjudicación 
y saneamiento de la propiedad 
agraria).

En todo ello, es primordial el papel 
de la justicia agraria, los Tribunales 
agrarios y su jurisprudencia, tema del 
cual se me ha solicitado contribuir. 
Pero no es posible hacer alusión a 
esta jurisprudencia, sin referirse a 
decisiones trascendentales de la 

Jurisprudencia Constitucional y a 
los criterios de interpretación que 
orientan la materia.

LA ESPECIALIZACIÓN DE LA 
JURISDICCIÓN AGRARIA Y NUEVOS 
CRITERIOS DE COMPETENCIA. 

En primer lugar, debe decirse que la 
existencia de la Jurisdicción Agraria, 
con jueces de primera instancia 
especializados, y un Tribunal agrario 
de apelación con competencia 
nacional, son la mejor garantía 
de la realización de una justicia 
especializada, que debe velar por 
el cumplimiento de los principios y 
valores constitucionales que rigen 
el Derecho Agrario.

Se trata de una Justicia agraria con 
principios sociales que impregnan 
el mismo proceso agrario. Un 
proceso que debe ser menos formal, 
esencialmente oral, con criterios de 
libre valoración de la prueba, y con 
garantías de acceso a la justicia, 
mediante la defensa pública agraria.

La Sala Constitucional, en las 
sentencias Nº 3606 de las 15:12 
horas del 19 de julio de 1994 y 
No. 3657, de las 14:44 horas del 
7 de mayo del 2003, destaca esas 
características del proceso agrario, 
vinculadas a la oralidad, y también 
su fines primordiales de buscar 
la justicia social y la igualdad 
sustancial.

Entorno a los criterios relacionados 
con la consolidación de la usucapión 

contra el INDER, se ha indicado lo 
siguiente:

“II.- CONSIDERACIÓN SOBRE 
LA COMPETENCIA EN ESTE 
PROCESO ORDINARIO DE 
USUCAPION CONTRA EL ESTADO, Y 
REIVINDICACIÓN DE ÉSTE CONTRA 
EL PARTICULAR: En cuanto a 
la competencia. Este Tribunal 
reafirma la competencia de los 
Tribunales agrarios para conocer 
este proceso, no solamente a la luz 
de lo establecido en el artículo 22 
de la Ley de Jurisdicción Agraria, 
incisos c) y ch), que exige tener 
como parte al Instituto de Desarrollo 
Agrario, hoy Instituto de Desarrollo 
Rural, y a la Procuraduría Agraria 
“...en todos los asuntos relativos a 
la tutela del dominio público y al 
ejercicio de las atribuciones que la 
ley le confiere en esta materia...”, 
sino también con fundamento en la 
aplicación de la recién aprobada Ley 
INDER, No. 9036 del 11 de mayo del 
2012, que transformó el Instituto de 
Desarrollo Agrario en Instituto de 
Desarrollo Rural, en cuyo artículo 
16 incisos i) y j) se le impone como 
exigencia “i) Plantear las acciones 
administrativas o judiciales que 
correspondan para recuperar los 
bienes muebles e inmuebles que 
hayan sido apropiados ilegalmente; 
j) Ser parte en los juicios que se 
tramiten en los tribunales agrarios 
y contencioso-administrativos, 
según sea el caso, en que estén 
involucradas tierras de reservas 
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nacionales, las que sean parte de 
su patrimonio y las que adquiera o 
se le traspasen”. Y específicamente 
el numeral 86 que se ocupa del 
tema de la competencia aclaró: “El 
conocimiento de las situaciones y 
relaciones jurídicas originadas en 
la presente ley corresponderá a la 
jurisdicción agraria, cuando por 
su contenido material o sustancial 
esté relacionada con una conducta 
administrativa en que esté de 
por medio la actividad agraria, 
agroambiental o de desarrollo rural, 
y el conocimiento de la jurisdicción 
contencioso-administrativa, cuando 
al pretensión sea para cuestionar 
la invalidez o disconformidad 
sustancial con el ordenamiento 
jurídico administrativo de una 
conducta administrativa o de 
cualquier manifestación singular 
de la función administrativa”. En 
el presente caso, resulta más que 
evidente que nos encontramos 
en la primera hipótesis, pues el 
contenido material o sustancial, 
está relacionado con el instituto de 
la usucapión agraria, y está dirigida 
contra el Estado, a su vez, éste pide 
la reivindicación o recuperación del 
inmueble, al considerarlo parte del 
dominio público agrario.

Con respecto a la competencia 
del Tribunal Agrario para conocer 
como superior Jerárquico impropio 
del Instituto de Desarrollo Rural, la 
jurisprudencia ha establecido los 
siguientes criterios de admisibilidad:

“En primer lugar, este Tribunal 
debe referirse necesariamente 
a la admisibilidad del presente 
recurso de apelación, siendo 
este caso distinto a los resueltos 
anteriormente. Se dice lo anterior, 
por cuanto, en algunos votos 
anteriores el Tribunal, declaró 
mal admitidos los recursos de 
reposición. Por ello es necesario 
hacer referencia, hasta este 
momento, al menos a tres criterios 
de admisibilidad: a) en algunos 
procesos de calificación, en los 
cuales se aplicó el reglamento 
del año 2010 (ver, entre otros, 
los votos No. 1135-F-15 al 1138-
F-15) El razonamiento fue el 

siguiente: “II.- Del análisis de 
los autos, este Tribunal concluye 
que los recursos interpuestos y 
enviados por la Asesoría Legal 
del Instituto de Desarrollo Rural, 
han sido mal admitidos ante este 
Tribunal por lo siguiente: 1.- El 
acuerdo de la Junta Directiva del 
INDER, se sustentó, en lo dispuesto 
en los artículos 14, 16, 27, 28, 
30, 31, 32 y 33 del “Reglamento 
para la Selección y Asignación 
de Solicitantes de Tierras”. Este 
Reglamento corresponde al 
publicado en La Gaceta, No. 116 del 
16 de junio del 2010, en el cual se 
estableció, en cuanto al régimen de 
impugnaciones lo siguiente:

Artículo 27.—La Secretaría 
General comunicará a la Oficina 
Subregional, con copia al Área de 
Selección de Familias, a la Dirección 
Regional y al Área de Escrituración 
y Notariado, los acuerdos de 
aprobación de los informes. La 
Oficina Subregional tendrá la 
responsabilidad de notificar por 
escrito a cada familia interesada, 
en el lugar señalado para el efecto, 
lo acordado por la Junta Directiva, 
en un plazo no mayor a quince días 
hábiles a partir de que la Oficina 
Subregional recibe el acuerdo, lo 
que deberá constar en el expediente 
del asentamiento.

Artículo 28.—Contra el acuerdo de 
la Junta Directiva que deniegue la 
condición de elegible, cabrá recurso 
de revocatoria debiendo indicar los 
motivos de hecho y derecho en que 
fundamenta su disconformidad, de 
acuerdo a lo dispuesto en el inciso 
2 del artículo 344 de la Ley General 
de la Administración Pública, el que 
deberá formularse dentro del plazo 
de diez hábiles contados a partir 
del día siguiente de la notificación 
del acuerdo de Junta Directiva. El 
recurso deberá interponerse en la 
Oficina Subregional o la Dirección 
Regional respectiva quienes 
quedaran obligadas a rendir un 
informe técnico-legal, previo a 
ser sometido a conocimiento de 
la Junta Directiva, en un plazo de 
quince días hábiles, adjuntando 
copia de la notificación del acuerdo 

de Junta Directiva. Igualmente 
deben remitir copia al Área de 
Selección de Familias.

Artículo 29.—Contra el acuerdo de 
Junta Directiva que deniegue el re-
curso de revocatoria interpuesto, 
cabrá el recurso de revisión cuando 
concurran las circunstancias de los 
artículos 353 y 354 de la Ley Gene-
ral de la Administración Pública. Di-
cho recurso deberá ser presentado 
en la Oficina Subregional o en la Di-
rección Regional respectiva, quie-
nes quedaran obligadas a rendir un 
informe técnico-legal, previo a ser 
sometido a conocimiento de la Jun-
ta Directiva, en un plazo de quince 
días hábiles, adjuntando copia de la 
notificación del acuerdo de Junta 
Directiva. Igualmente deben remitir 
copia al Área de Selección de Fami-
lias”. 

“La Ley de Tierras y Colonización 
de 1961, promulgada al amparo de 
los artículos 45, 50 y 74 de nuestra 
Constitución Política, constituye por sí 
sola, a mi juicio, la máxima expresión 
o realización del Estado Social de 
Derecho. 

Es la primer Ley Orgánica de la 
materia agraria, aún vigente, que en 
un cuerpo sistemático, desarrolla los 
principios y valores constitucionales 
y regula los institutos fundamentales 
de la política agrícola del Estado.

Efectivamente, bastaría leer el artículo 
1, para comprender que esos  fines, 
principios y valores, son el objeto de 
regulación de esta Ley. Al respecto, la 
Sala Constitucional, en la sentencia 
2000-9119, del 17 de octubre, dice:  
“El Estado, atendiendo no sólo a ese 
carácter diferenciante de la propiedad 
agraria (obligación del propietario 
de cumplir la función social), sino  
enmarcado además dentro de la 
concepción de Estado Social y 
Democrático de Derecho que rige a 
nuestro país, reconocido en el artículo 
50 de la Constitución Política, ha 
dispuesto a través de la Ley de Tierras 
y Colonización un procedimiento 
específico de adquisición de este 
derecho con el afán de promover el 
aumento gradual de la productividad 
de la tierra, para una justa distribución 
de su producto y a efectos de elevar 
la condición social del campesino, 
haciéndolo partícipe del desarrollo de 
la Nación (artículo 1 de la citada Ley). 
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De lo anteriormente expuesto, se 
desprende con toda claridad, que 
este Tribunal Agrario, no tiene 
competencia funcional para conocer 
de los recursos interpuestos, razón 
por lo cual debe declararse mal 
admitida la apelación. Además, se 
hace ver que es la propia Asesoría 
Legal del INDER, la que induce a 
error a las personas interesadas, 
al indicarles un procedimiento 
de impugnación contrario a 
lo dispuesto en el reglamento 
aplicado por la Junta Directiva del 
Instituto de Desarrollo Rural. Ello 
porque se les está indicando a estas 
personas, que conforme al artículo 
35 del nuevo Reglamento de la Ley 
INDER, pueden presentar recurso 
apelación, lo cual provoca una gran 
inseguridad e incertidumbre jurídica 
en perjuicio del administrado.”; b) 
Por otra parte, el Tribunal agrario, 
en otro proceso proveniente del 
Instituto, en cuanto a la calificación 
de un conflicto de ocupación 
precaria, mediante el Voto No. 
71-F-16 (Expediente 16-000002-
0029-ag), también declaró mal 
admitida la apelación considerando 
lo siguiente: “IV.- El recurso de 
apelación interpuesto ante este 
Tribunal, está mal admitido por lo 
siguiente: a) La Ley del Instituto de 
Desarrollo Rural, en su artículo 80, 
entre otras cosas mantuvo vigente 
la Ley de Tierras y Colonización 
No. 2825 y “Expresamente, se 
mantendrá la vigencia en todos sus 
extremos, el capítulo VI de la Ley 
No. 2825, Regulación de Conflictos 
entre Propietarios y Poseedores en 
Precario, y su normativa conexa”. 
El referido capitulo no contiene 
ninguna norma que conceda 
recurso de apelación a lo resuelto 
por la Junta Directiva en casos de 
conflicto de ocupación precaria. Por 
el contrario, la misma Ley establece 
que con lo resuelto por el INDER, se 
da por agotada la vía administrativa 
y las partes pueden acudir a la vía 
judicial que corresponda (artículo 
94 y 95). Véase que la resolución 
impugnada, expresamente dispone 
en su punto 4): “Dar por agotada 
la vía administrativa a fin de que 
las partes si lo desean ventilen 
sus eventuales derechos en 

otras instancias”. De manera que 
ahí acaba el procedimiento, lo 
anterior, sin perjuicio del recurso 
de revocatoria que interpone el 
interesado, y que no fue conocido por 
el órgano remitente. b) En segundo 
término, la disposición contenida 
en el artículo 69 de la Ley de Tierras 
y Colonización, no es un recurso 
de apelación “abierto”, a todos los 
asuntos que resuelva el Instituto 
de Desarrollo Rural, sino que se 
refiere a “...los procedimientos 
administrativos de revocatoria de 
asignación y nulidad de títulos de 
propiedad, otras modalidades de 
asignación de tierras, así como las 
vinculadas al desarrollo rural...”. 
En este caso, estamos frente a un 
proceso especial de conflicto de 
ocupación precaria, regulado en la 
Ley de Tierras y Colonización, y en 
el cual no está previsto el recurso de 
apelación ante el Tribunal Agrario, 
el cual concede un instrumento 
de impugnación taxativo (ver 
artículo 177 de la Ley de Tierras y 
Colonización), máxime que desde 
el punto de vista constitucional, 
quien agota la vía administrativa es 
el mismo órgano, sea el Instituto de 
Desarrollo Rural.” c).- En cuanto al 
recurso de apelación interpuesto 
con motivo de la aplicación del Título 
I, Capítulo IV (Fondo de tierras y de 
desarrollo rural), Sección V (Modelo 
de asignación de tierras), en cuanto 
a la selección o asignación de 
beneficiarios debe considerarse la 
existencia de normas concretas que 
le dan cabida, en la Ley, al recurso 
de apelación, cuando se apliquen 
tales normas en consonancia con el 
nuevo Reglamento No. 38.975-MAG, 
y que es el actualmente vigente. 
En efecto, el artículo 58 de la Ley 
INDER dispone: “Las asignaciones 
respectivas estarán sujetas a la 
existencia de estudios técnicos 
que garanticen la idoneidad de 
los solicitantes, la cabida de las 
tierras, el proyecto productivo de la 
empresa o el servicio comunitario 
y su impacto para el desarrollo 
rural”. Además, agrega la Ley en 
cuanto a las condiciones de acceso: 
“El Inder dotará de tierras en 
modalidad de arrendamiento, como 
forma prioritaria, en las fincas de 

su propiedad, para el desarrollo 
de proyectos productivos o de 
servicios de impacto comunitario 
en los territorios rurales, a título 
individual o en forma colectiva, 
ya sea a personas físicas o 
jurídicas”, más adelante dispone: 
“Las condiciones bajo las cuales 
se dotará a las familias de lotes 
para vivienda serán establecidos 
en un reglamento específico 
que determinará la idoneidad de 
las familias bajo una normativa 
adecuada para las condiciones 
rurales.”. Ahora bien, el artículo 
69 de la Ley admite el recurso de 
apelación ante el Tribunal Agrario en 
los procedimientos administrativos 
siguientes: a) de revocatoria de 
asignación y nulidad de títulos de 
propiedad; b) en otras modalidades 
de asignación de tierras (entiéndase 
asignación individual o colectiva, 
arrendamiento individual o 
colectivo); c) las resoluciones 
vinculadas al desarrollo rural. Debe 
tratarse de la resolución final de la 
Junta Directiva del Inder.

Todas las anteriores disposiciones 
guardan relación con lo dispuesto 
en el Reglamento No. 38975-
MAG en cuyo Título II, Capítulo 
II establece los “Procedimientos 
Generales para la selección de 
personas beneficiarias”, siendo 
que el artículo 35 establece 
expresamente que “...Las personas 
solicitantes podrán recurrir la 
decisión de la Junta Directiva 
para ante el Tribunal Agrario en 
un plazo máximo de cinco días 
hábiles después de su notificación, 
la cual podrá presentarse en 
cualquier oficina del Instituto, en 
el plazo mencionado...”. Por ello, 
en este caso particular, resulta 
evidente que se está impugnando 
la resolución final del INDER, en 
cuanto determina la inidoneidad, 
por aplicación del criterio técnico 
de “idoneidad inconsistente”, a 
las personas aquí recurrentes, 
dejándolas por fuera del proyecto 
productivo que interesa desarrollar. 
De ahí que el recurso de apelación 
es procedente, y está bien admitido 
en este caso particular.” (Tribunal 
Agrario, sentencia No. 565-F-16)
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Las nuevas dimensiones de la 
Justicia Agraria y del Derecho 
Agrario, y el rol del Instituto de 
Desarrollo Agrario en los retos 
del desarrollo rural sostenible, el 
agroambiente y la agroalimentación.

En el voto 572-C-05, el Tribunal 
recoge las nuevas interpretaciones 
entorno al desarrollo rural:

Con fundamento en lo anterior, 
considera el criterio de la mayoría 
de este Tribunal, el asunto 
debe ser del conocimiento de 
la jurisdicción agraria, toda vez 
que estamos en presencia de un 
título adjudicado por el Instituto 
de Desarrollo Agrario, y también 
frente a un terreno que si bien es 
de pequeñas dimensiones entra 
dentro de la óptica del desarrollo 
rural. Por otra parte, la empresa 

demandada tiene un título inscrito, 
sobre un inmueble de naturaleza 
de potreros, de dimensiones 
suficientemente grandes como 
para considerar el asunto entra 
dentro de la competencia de los 
tribunales agrarios, todo ello de 
conformidad con lo dispuesto en los 
artículos 1, 2 inciso a) y 22 de la Ley 
de Jurisdicción Agraria, así como 
los numerales 1 y 156 de la Ley de 
Tierras y colonización, 2, 3 y 5 de 
la Ley de creación del Instituto de 
Desarrollo Agrario, que establecen 
como parte del desarrollo rural, 
la creación de zonas de titulación 
de tierras, a fin de garantizar el 
otorgamiento de título y la creación 
de viviendas rurales. 

III.- En casos similares al presente, 
el Tribunal ha orientado la com-
petencia agraria desde un criterio 
moderno de desarrollo rural soste-
nible. Al respecto se ha dicho: “...
El Instituto de Desarrollo Agrario, 
como ente rector del desarrollo 
rural sostenible de nuestro país, 
debe garantizarle a los sujetos be-
neficiarios de la aplicación de la 
legislación agraria, las condiciones 
mínimas para que las familias cam-
pesinas puedan alcanzar su pleno 
desarrollo. El desarrollo rural debe 
ser integral, y significar no solo la 
simple entrega de una parcela o de 
un lote, sino que debe ir más allá, 
para garantizarle a los agriculto-
res condiciones mínimas de salud, 
vivienda digna, asistencia técnica, 
acceso al crédito, servicios rurales, 
agroambientales, etcétera...” (Voto 
N° 501-F-03). En otro caso se seña-
ló: “II.- No lleva razón el a-quo. En 
el caso particular el juzgador no se 
debe limitar solamente a constatar 
la medida de un inmueble para de-
terminar la “agrariedad” del conflic-
to sometido a su conocimiento, sino 
que debe analizar integralmente el 
caso, así como las pruebas aporta-
das, para establecer su naturaleza. 
En primer lugar, debe indicarse que 
el fundo en conflicto está dentro 
de la zona fronteriza con Panamá, 
la cual es una importante zona de 
desarrollo económico y rural. Ade-
más, es necesario considerar que 
dichas áreas, en su mayor parte son 

administradas por el Instituto de 
Desarrollo Agrario, que es el órgano 
estatal encargado de promover el 
desarrollo rural sostenible, no solo 
desde el punto de vista económico, 
sino también social y ambiental. En 
efecto, el Instituto, en sus progra-
mas de desarrollo agrario no sólo 
dota de parcelas productivas, con 
suficientes dimensiones para desa-
rrollar una actividad agraria de tipo 
“empresarial”, sino que también 
procura el bienestar de la colecti-
vidad, y sobre todo de los benefi-
ciarios, arrendatarios, poseedores, 
aparceros, entre otros, para que 
éstos gocen de las condiciones mí-
nimas de vida, para la subsistencia 
suya y de su familia. El desarrollo 
rural es visto en la actualidad desde 
un punto de vista integral, y por ello 
comprende también la calidad de 
vida, la vivienda digna, y el acceso a 
la tierra, ya sea mediante contratos 
de adjudicación, de arrendamien-
to, etcétera. III.- En el caso de ma-
rras, es evidente que el Instituto de 
Desarrollo Agrario ha intervenido 
para conceder en arrendamiento el 
terreno objeto de esta litis (certi-
ficación de folios 1 a 69). Según lo 
indican los actores, que mide 1364 
metros cuadrados, dicho terreno lo 
utilizan para satisfacer las nece-
sidades propias y de su familia, y 
tienen algunos cultivos de subsis-
tencia, lo que podría ser equiparado 
a una pequeña empresa agraria de 
autosubistencia (véase que existen 
plantaciones de mamón chino, que 
es un producto comerciable), pues 
es evidente que el requisito de “eco-
nomicidad” en este caso no puede 
aplicarse estrictamente como si se 
tratase de una empresa agraria pro-
ductora de bienes para el mercado 
de consumo. Este tipo de conflictos 
no se deben excluir de la jurisdic-
ción agraria, pues hay un interés so-
cial del Estado y hay un deber juris-
diccional de resolverlos de la mejor 
manera posible, a fin de garantizar 
ese desarrollo rural sostenible, a 
que aspira nuestra sociedad, tan-
to a nivel nacional, como regional. 
Además, la Ley de creación del Ins-
tituto de Desarrollo Agrario, y la Ley 
de Jurisdicción Agraria establecen 
claramente que este tipo de casos 

“La Ley de Tierras y Colonización 
de 1961, promulgada al amparo de 
los artículos 45, 50 y 74 de nuestra 
Constitución Política, constituye por sí 
sola, a mi juicio, la máxima expresión 
o realización del Estado Social de 
Derecho. 

Es la primer Ley Orgánica de la 
materia agraria, aún vigente, que en 
un cuerpo sistemático, desarrolla los 
principios y valores constitucionales 
y regula los institutos fundamentales 
de la política agrícola del Estado.

Efectivamente, bastaría leer el artículo 
1, para comprender que esos  fines, 
principios y valores, son el objeto de 
regulación de esta Ley. Al respecto, la 
Sala Constitucional, en la sentencia 
2000-9119, del 17 de octubre, dice:  
“El Estado, atendiendo no sólo a ese 
carácter diferenciante de la propiedad 
agraria (obligación del propietario 
de cumplir la función social), sino  
enmarcado además dentro de la 
concepción de Estado Social y 
Democrático de Derecho que rige a 
nuestro país, reconocido en el artículo 
50 de la Constitución Política, ha 
dispuesto a través de la Ley de Tierras 
y Colonización un procedimiento 
específico de adquisición de este 
derecho con el afán de promover el 
aumento gradual de la productividad 
de la tierra, para una justa distribución 
de su producto y a efectos de elevar 
la condición social del campesino, 
haciéndolo partícipe del desarrollo de 
la Nación (artículo 1 de la citada Ley). 
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se tramitan en esta sede especiali-
zada, con la intervención del Insti-
tuto correspondiente, sea que éste 
intervenga como tercer interesado 
o como parte activa (litisconsorte, 
coadyuvante, etc.), pues le corres-
ponde hacer valer en los procesos 
judiciales el interés propio, y ga-
rantizar los fines económicos y so-
ciales que la Ley le manda...”(Voto 
320-C-03). Y en un caso más recien-
te se señaló: “...V.- Por otra parte, 
debe indicarse que en la concepción 
moderna del desarrollo rural soste-
nible, debe tenerse una visión am-
plia de ese instrumento, en donde 
la misión del Estado, en este caso 
a través del Instituto de Desarrollo 
Agrario, no es solamente limitarse a 
entregar parcelas o granjas familia-
res, sino contribuir a un desarrollo 
integral de la comunidad, a través 
de obras de infraestructuras ade-
cuadas para garantizar una vivienda 
digna y un estilo de vida adecuado 
a las necesidades de los pobladores 
rurales. Por ello, los esfuerzos rea-
lizados por los líderes comunales, y 
las Cooperativas de productores en 
este sentido, para mejorar las obras 
de infraestructura, y obtener crédi-
tos de vivienda, son fundamentales 
para consolidar los proyectos de de-
sarrollo rural...” (Tribunal agrario, 
sentencia No. 261-F-05).

En el criterio sobre competencia 
el Tribunal Agrario (46-C-06), 
reiterando varias anteriores se 
ha indicado en relación con estos 
nuevos retos de la jurisdicción y del 
Instituto:

“...La tendencia actual de 
la jurisdicción agraria, es la 
evolución de su competencia a 
todo lo relacionado con el derecho 
agroambiental, agroalimentario y 
al desarrollo rural sostenible, como 
nuevas dimensiones de la materia, 
originadas en los derechos humanos 
de la tercera generación, que 
están perfectamente contenidos 
en nuestra Constitución Política, 
especialmente, en los artículos 45, 
46, 50 y 69, así como en todas las 
leyes agrarias, agroambientales, 
agroalimentarias así como 
todas las normas orientadas 

a promover el desarrollo rural 
sostenible. En efecto, solo para 
citar algunos ejemplos, la actual 
Ley de Biodiversidad No. 7788 
del 30 de abril de 1998, le otorga 
competencia a la jurisdicción 
agraria (artículo 108), para 
conocer de todas las controversias 
relacionadas con la biodiversidad, 
cuando sea entre particulares. En 
esta misma normativa, el artículo 
8 contempla la función económica, 
social y ambiental de la propiedad 
inmueble, y en diversas normas 
se regula todo lo relativo a los 
servicios ambientales (artículo 37 
y siguientes), en consonancia con 
lo dispuesto por la Ley Forestal No. 
7575 del 5 de febrero de 1996 y sus 
reformas. Ella contiene regulado 
todo el régimen relativo a los 
bosques y plantaciones forestales, 
sean estos públicos o privados, 
estableciendo reglas especiales 
para la regulación de las actividades 
privadas. Las leyes relativas al 
desarrollo rural sostenible del 
país, tales como Ley de Tierras 
y Colonización, Ley Orgánica 
del Ambiente, Ley de Fomento 
a la Producción Agropecuaria, 
entre otras, también contienen 
disposiciones relacionadas con la 
planificación, el uso de los terrenos 
públicos y privados, a fin de que 
los mismos cumplan la función 
social de la propiedad, y presten 
servicios ambientales o rurales a 
las comunidades. Especialmente, la 
Ley de Uso, Manejo y Conservación 
de Suelos No. 7779 de 30 de 
abril de 1998, también contiene 
disposiciones sobre competencia 
favorable a la jurisdicción agraria 
en su artículo 56. Por otra parte, el 
tema del desarrollo rural sostenible 
es de especial importancia actual, 
dentro de una visión de apertura 
de los mercados, de inversión 
extranjera y de desarrollo de las 
zonas especialmente aptas para 
el agroturismo, el ecoturismo y el 
turismo rural, conceptos que hoy 
define la doctrina moderna como 
parte de una noción ampliada de la 
materia agraria. Estas actividades, 
tienen (sic) a revalorizar el medio 
rural, el ambiente, la cultura de 
los pueblos y comunidades rurales; 

especialmente, a revalorizar la 
función del territorio (y lógicamente, 
los terrenos privados ubicados en 
él), para que los visitantes de esas 
zonas se compenetren con el modo 
de vida, con las tradiciones, con 
el ambiente natural y rural. Todo 
ello es parte de la revalorización 
e importancia que estos fundos 
“agroambientales”, tienen no 
solo desde una óptica puramente 
económica (como sería la inversión), 
sino también desde una perspectiva 
empresarial orientada a promover 
el desarrollo rural sostenible del 
país, y promover la inversión a 
fin de lograr un mejor equilibrio 
social, económico y ambiental de 
las comunidades rurales. También 
el tema agroalimentario, ofrece una 
rica y muy dispersa legislación sobre 
la materia, contenida en normas no 
sólo constitucionales, para proteger 
la salud de los consumidores 
(artículo 46), sino en normas 
legales orientadas a promover la 
seguridad agroalimentaria interna, 
tales como la Ley del Consejo 
Nacional de la Producción, la 
legislación en materia de salud, de 
medidas sanitarias y fitosanitarias, 
así como los acuerdos y tratados 
internacionales firmados en el 
marco de la Organización Mundial 
del Comercio, y del Sistema de 
Integración Económica, Social y 
Ambiental Centroamericana. 

III.- Recientemente el Tribunal 
Agrario señaló las nuevas 
tendencias del Derecho agrario, 
lo cual incide en la competencia 
material de los Tribunales: “III.- 
Modernamente la especialidad 
de la agricultura como actividad 
involucra diferentes sectores de la 
economía, y entre ellos los llamados 
servicios de agricultura.... El 
Sector agropecuario está pasando 
por grandes transformaciones, 
derivadas de las nuevas políticas 
orientadas al desarrollo 
rural sostenible. La nueva 
legislación generada en Europa y 
Latinoamérica, se orienta a darle 
una visión de mayor amplitud a 
las actividades conexas (como la 
agroindustria y la comercialización 
de productos agrícolas) y los 
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servicios (como el turismo rural, el 
agroturismo), y demás actividades 
servicios que puedan colaborar en 
el fortalecimiento del espacio y 
del mundo rural de la agricultura, 
a fin de favorecer la permanencia 
y la consolidación de las familias 
rurales y de los empresarios 
agrarios, en general, en las zonas 
rurales. Un ejemplo de esto 
último, en Europa, lo constituyen 
las profundas transformaciones 
de la política agrícola común y el 
tema de la multifucionalidad en la 
agricultura. La Ley de Orientación 
agrícola francesa (de 1999) y la Ley 
de Orientación agrícola italiana 
(marzo del 2001), han ampliado 
el ámbito de lo agrario a muchas 
actividades conexas y de servicios 
rurales, creando figuras tales como 
los servicios rurales de proximidad, 
el turismo rural, el pescador 
turístico, equiparado al empresario 
agrario, con la reforma del artículo 
2135 del Código Civil Italiano. IV.- 
Nuestro legislador agrario no ha 
estado ajeno a ésta problemática. 
Por el contrario, desde hace varias 
décadas, se viene impulsando en 
la legislación especial agraria una 
visión amplia del agro, para darle 
cabida no solo a las actividades 
meramente productivas, sino 
también a las actividades conexas 
y de servicios. En efecto, la misma 
Ley de Fomento a la Producción 
agropecuaria, al indicar en su 
artículo 2 las actividades agrarias 
comprendidas en dicha Ley, enumera 
tanto actividades principales, 
como actividades conexas y 
auxiliares, comprendiéndose 
dentro de éstas últimas, las que 
realizan las empresas de servicio 
en la agricultura mecanizada 
(art. 2), y al definirse la actividad 
agroindustrial, se hace referencia 
a las empresas que utilicen, como 
insumos productos agrícolas (art. 
28)”. (Ver Voto N° 217-C-03 de 
las 14:20 horas del 24 de abril del 
2003). 

En relación con el agroturismo y 
el turismo rural, desde hace algún 
tiempo con un criterio reiterado 
por la sentencia 155-F-08 del 
Tribunal Agrario, se indicó: VII.- El 

Derecho Agrario moderno protege 
no solamente las actividades 
esencialmente agrarias de 
producción o cría de animales 
o vegetales, o sus actividades 
conexas, sino que ha evolucionado 
de conformidad con las exigencias 
económicas y sociales derivadas de 
un desarrollo rural sostenible. Desde 
esa perspectiva, se ha comenzado a 
reconocer, también, la importancia 
de los proyectos de agroturismo o 
ecoturismo, actividades que son 
consideradas en los ordenamientos 
jurídicos modernos como 
esencialmente agrarias. Hace 
una década, el Tribunal Agrario 
ha venido asentando criterios 
importantes en relación con éste 
tema, al reconocer la importancia 
del agroturismo: “IV.- A mayor 
abundamiento, y sólo para ilustrar 
el criterio del Tribunal, hoy día el 
empresario agrario trata de obtener 
mejores réditos con la actividad que 
se ha denominado “agroturismo”. 
Se trata de una nueva manifestación 
de la disciplina, la cual se 
encuentra en constante expansión. 
El agroturismo es una actividad 
conexa a las esencialmente 
agrarias de cría de animales y 
cultivo de vegetales. El empresario, 
sin necesidad de llevar su 
producción al mercado, aprovecha 
las estructuras haciéndolas para 
dar hospitalidad o alojamiento a los 
turistas, y ofrecerles los productos 
–vegetales o animales- obtenidos 
en su propia hacienda, haciéndolo 
partícipe incluso, muchas veces, 
de la misma actividad agraria, ya 
sea a través de la recolección de 
los productos y otros, como una 
contraprestación a la hospitalidad 
recibida. La experiencia del 
fenómeno agroturístico en países 
como Italia, Francia y España, y su 
impacto económico en las empresas 
agrarias, es sin duda una actividad 
ventajosa para los agricultores con 
el fin de aumentar sus ganancias. 
El ejercicio de su actividad agraria 
principal se ve fortalecida con 
la actividad del agroturismo. La 
actividad agroturística reúne 
nuestras dos riquezas principales, 
por un lado la actividad agrícola 
y, por otro, la actividad turística 

y por ello requieren tutela dentro 
de la jurisdicción agraria, siempre 
y cuando se cumplan con los 
requisitos de conexidad, y sean 
realizadas por el mismo empresario 
en el ejercicio normal de su 
actividad agraria. En síntesis, el 
destino agroturistico del fundo, no 
resta la calificación como agrario al 
mismo, ni priva al empresario que 
la ejercita de ser calificado como 
agrario. En este caso, a manera 
de ejemplo, podría ser que quien 
ostente el poder de gestión sobre 
la empresa agraria, decida ejercitar 
ese tipo de actividades conexas, por 
ser un sitio de afluencia turística”. 
(Tribunal Agrario voto N° 43, de 
las 14:05 horas del 19 de enero de 
1995). Hoy, más que nunca, debe 
dársele valor a las actividades 
agroecoturísticas en nuestro 
país, que se ha caracterizado por 
tener una vocación para este tipo 
de actividades que fomentan el 
desarrollo económico y social de las 
regiones rurales. 

LA TRANSFORMACIÓN DEL 
INSTITUTO DE DESARROLLO 
AGRARIO EN INSTITUTO DE 
DESARROLLO RURAL Y NUEVOS 
CRITERIOS JURISPRUDENCIALES

El Tribunal Agrario, en la 
sentencia No. 196-f-13, relaciona 
la promulgación de la Ley del 
Instituto de Desarrollo Rural, con 
la política agraria de la región 
Centroamericana:

“IV.- La Estrategia Centroamericana 
de Desarrollo Rural Territorial 
(ECADERT) impulsada por el Consejo 
Agropecuario Centroamericano 
en virtud del mandato de la 
Reunión de Presidentes (XXXIII) 
del 5 de diciembre del 2008, 
constituyendo para ello un Grupo 
Intergubernamental de Trabajo. Se 
trata de un acuerdo jurídico, de los 
dos órganos principales de decisión 
política y con potestad normativa 
del Sistema de Integración 
Centroamericana. La Estrategia 
parte de un diseño participativo 
y dinámico, involucrando a la 
Sociedad Civil organizada y a los 
diferentes actores políticos. Busca 
reconstruir un modelo nacional, 
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haciendo de la política de desarrollo 
rural una política de Estado, que 
corresponda también a “una visión 
compartida” en el ámbito regional. 
La ECADER hace un análisis de 
las principales tendencias de la 
dinámica regional, poniendo énfasis 
en las disparidades existentes, las 
transformaciones del Medio Rural, 
la Experiencias centroamericanas 
de Desarrollo Rural, para pasar 
luego a una conceptualización 
de la Estrategia, con base en los 
siguientes pilares:

I.- Instituciones para el Desarrollo 
Rural Territorial: gestión social de 
políticas

II.- Fortalecimiento de la Economía 
Rural de los Territorios

III.- Sociedad Rural e Identidad 
Territorial: redes de cooperación en 
inclusión social

IV.- Naturaleza y territorios: acceso 
y gestión de recursos ambientales.

El marco jurídico, debe ser la 
base para la implementación 
de cualquier Estrategia, y 
especialmente mediante la 
utilización del instrumento del 
reglamento comunitario, según las 
competencias asignadas al Consejo 
Agropecuario Centroamericano, en 
los artículos 45 y 55 del Protocolo de 
Guatemala. El Consejo de Ministros, 
actuando sectorialmente, o 
intersectorialmente, con otros 
Ministerios, está facultado 
para dictar actos normativos 
derivados, a saber, resoluciones y 
reglamentos, mediante los cuales 
va estableciendo las bases de esa 
política agrícola regional común. 
Los recientes esfuerzos del Consejo 
Agropecuario Centroamericano 
-CAC-, en el diseño de la PACA, o 
política agrícola centroamericana 
(2008-2017), así como las 
Estrategias elaboradas, deben ir 
acompañadas, necesariamente, de 
instrumentos jurídicos normativos 
que permitan enfrentar los 
retos derivados de la seguridad 
alimentaria, el cambio climático 
y la sostenibilidad agroambiental, 

agroalimentaria y de desarrollo 
rural.

Justamente, con el fin de dar 
respuesta a esa transformación 
hacia el desarrollo rural territorial e 
integral, se publica la Ley No. 9036, 
sancionada el 11 de mayo del 2012, 
denominada “Ley de Transformación 
del Instituto de Desarrollo Agrario 
(IDA) en Instituto de Desarrollo 
Rural (INDER)”. La misma pretende 
establecer el desarrollo rural 
territorial como una política de 
Estado, a cargo del Ministerio de 
Agricultura y Ganadería, como 
rector del sector agropecuario 
nacional, y su ejecución se confía 
al Instituto (artículo 1). Incorpora 
en sus definiciones las actividades 
agrarias productivas (agricultura, 
ganadería, silvicultura, acuacultura, 
pesca y maricultura) y el criterio 
de multifuncionalidad, incluyendo 
los principios constitucionales 
de fomento a la producción, 
distribución equitativa de la 
riqueza, solidaridad y justicia social 
(artículo 3). En el Titulo II se plantea 
la transformación institucional 
del IDA en INDER, fijando su 
régimen patrimonial y financiero 
(artículos 14 al 37), pero además se 
incluyen normas sustantivas para 
la creación de un Fondo de Tierras, 
los sistemas de dotación, mediante 
arrendamiento o asignación, 
individual y colectiva, en función 
de los proyectos productivos o de 
servicios para el desarrollo rural 
territorial (artículos 38 al 72). 
Igualmente, se crea un Fondo de 
Desarrollo rural, regulándose el 
instituto del crédito rural (artículos 
73-77).	 Se establece en sus 
disposiciones finales y transitorias, 
la convalidación y saneamiento del 
régimen de la propiedad agraria 
adjudicada. Finalmente, se otorga 
la competencia de los conflictos 
agrarios a la Jurisdicción agraria, 
o a la contencioso-administrativa 
cuando corresponda.

V.- A mayor abundamiento, y a 
propósito de las nuevas funciones 
del Instituto de Desarrollo 
Rural, debe recordarse que este 
Tribunal desde antes ha exigido el 

cumplimiento de los compromisos 
del ente en el desarrollo rural 
integral: En la sentencia 501-F-
03, el Tribunal agrario revocó una 
resolución administrativa del IDA, al 
considerar no estaba cumplimiento 
con los fines previstos por la Ley: 
“Lleva razón el recurrente. El 
Instituto de Desarrollo Agrario, 
como ente rector del desarrollo 
rural sostenible de nuestro país, 
debe garantizarle a los sujetos 
beneficiarios de la aplicación de la 
legislación agraria, las condiciones 
mínimas para que las familias 
campesinas puedan alcanzar su 
pleno desarrollo. El desarrollo 
rural debe ser integral, y significar 
no solo la simple entrega de una 
parcela o de un lote, sino que debe 
ir más allá, para garantizarle a los 
agricultores condiciones mínimas 
de salud, vivienda digna, asistencia 
técnica, acceso al crédito, servicios 
rurales, agroambientales, etcétera. 
En este caso, es evidente que 
el Instituto no ha respetado los 
procedimientos administrativos, 
ni sus obligaciones que, como 
Ente de desarrollo rural tiene para 
garantizar a los beneficiarios el 
acceso a una vivienda digna. Su 
actuación resulta contradictoria con 
los fines y propósitos de la Ley de 
Tierras y Colonización y de la misma 
Ley de creación del Instituto de 
Desarrollo Agrario. Es claro que los 
adjudicatarios, en éste caso ... (los 
adjudicatarios) se preocuparon por 
el cuido del inmueble, y si no habían 
ejercido actos posesorios efectivos 
es porque estaban gestionando, 
tanto la autorización del Instituto 
para gravar el lote, como la solicitud 
del Bono de la Vivienda digna, para 
construir su casa en el Proyecto .... 
Además, debieron defender su lote 
de invasiones de terceros, lo cual 
les impedía ejercer la posesión en 
el fundo.”

En casos relativamente reciente, el 
Tribunal Agrario ha desarrollado la 
aplicación de los criterios de 
selección de beneficiarios, en 
proyectos de desarrollo rural 
territorial: “VII.- Sobre los criterios 
de calificación fijados en la Ley y su 
reglamento.- Dispone el artículo 69 
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de la Ley del Instituto de Desarrollo 
Rural, que el recurso de apelación 
debe resolverse conforme a los 
principios de equidad, uso racional, 
justicia social y solidaridad 
previstos en el artículo 69 y 74 de la 
Constitución Política. Se trata, 
indudablemente, de sumar dichos 
principios-valores, a los parámetros 
objetivos que fija el mismo 
ordenamiento, para garantizar el 
desarrollo del principio de la 
función social de la propiedad, en 
particular el “acceso” a la propiedad 
agraria (sea mediante asignación o 
mediante arrendamiento), a todas 
aquellas personas que teniendo 
capacidad técnica adecuada 
(experiencia en agricultura) 
habitualidad y continuidad, en el 
desarrollo de labores agrícolas, 
carecen, sin embargo, de los medios 
de producción idóneos para su 
desarrollo rural sostenible. La Ley 
en su parte general (Título I, sobre 
desarrollo rural territorial), 
establece algunas definiciones y 
elementos que es necesario para el 
Tribunal tomar en consideración. En 
efecto, el artículo 3 define las 
economías familiares rurales como: 
“Unidades económicas o empresas 
que funcionan de forma 
autogestionaria por la familia, con 
acceso a la tierra o no y al área rural 
en general. Se comportan como 
empresas familiares puesto que la 
familia constituye la reserva de 
mano de obra y, al mismo tiempo, 
una unidad de consumo. Por la 
posibilidad de satisfacer 
necesidades de consumo con su 
propia producción, combinan 
producción de subsistencia y de 
mercado...En esta definición se 
incluyen a los microproductores”. 
Esta definición es sumamente 
importante porque involucra los 
conceptos teóricos de “empresa” 
familiar y de “microproductores”, 
siendo una de sus características 
esenciales la habitualidad y 
continuidad en el ejercicio de las 
labores agrarias (conocimientos de 
buena técnica agraria), para el 
sustento propio y de su familia, o 
bien para una proyección al 
mercado. Definición que, sin duda, 
se asocia también a lo dispuesto en 

el inciso ñ) del mismo artículo 3 que 
define a los pequeños y medianos 
productores agropecuarios rurales, 
utilizando el calificativo de 
unidades económicas de carácter 
empresarial. De ahí que el INDER, 
para el cumplimiento de la función 
social de la propiedad (principio 
contenido en el artículo 4 de la Ley), 
debe también crear espacios de 
participación y desarrollo humano, 
mediante la identificación de 
talentos humanos, o bien mediante 
la generación de capacidades para 
permitir el adecuado desarrollo de 
los procesos productivos que 
permitan un desarrollo rural 
integral. Por su parte, el reglamento 
en su título II, Capítulo II fija el 
“Procedimientos Generales para la 
selección de personas 
beneficiarias”, haciendo remisión a 
lo dispuesto en el artículo 2 en 
relación al artículo 46 inciso c) de la 
Ley 9036, con lo cual ya se 
mencionaron los conceptos de 
microempresario y pequeño 
productor, lo cual debe determinarse 
bajo criterios técnicos, 
considerando además que debe 
existir, conforme al inciso d) del 
artículo 46 un “Compromiso de 
mantener la tierra en uso y 
explotarla en forma personal, de 
acuerdo con proyectos que 
justificaron la asignación. Se 
entenderá como arrendataria o 
asignataria la persona que 
demuestre experiencia en proyectos 
productivos, no tenga tierras o las 
posea en forma insuficiente, asuma 
el compromiso de mantener en uso 
la tierra. Y el reglamento, en el 
artículo 28 reitera y amplía las 
calificaciones subjetivas así: a) 
Micro productor y productora: 
Desarrolla o proyecta desarrollar 
una actividad productiva para 
autoconsumo y venta de excedentes 
en forma esporádica o continua en 
el mercado, aplica o no una 
transformación mínima al producto 
que genera. Dispone únicamente de 
la mano de obra familiar, además 
los ingresos brutos mensuales del 
núcleo familiar que genere, no 
deberán ser superiores al 
equivalente de tres salarios 
mínimos, de un trabajador no 

calificado. b) Pequeño productor o 
productora: Desarrolla o proyecta 
desarrollar una actividad productiva 
en forma constante. Comercializa la 
mayor parte de la producción con o 
sin transformación, al mercado 
nacional. Tiene una participación 
creciente en el mercado. utiliza 
mano de obra familiar, pero contrata 
mano de obra para actividades 
específicas, además los ingresos 
brutos mensuales que genera no 
deberán ser superiores al 
equivalente de cinco salarios 
mínimos de un trabajador no 
calificado.” Para aplicar a la 
idoneidad el Inder realiza un estudio 
técnico amplio, cuyos términos y 
requisitos están contemplados en 
los artículos 29 al 34, debiendo el 
técnico encargado hacer las 
indagaciones que considere 
necesarias para verificar la 
información que suministran los 
interesados. De ahí que el 
denominado “INFORME 
RESOLUTORIO DE IDONEIDAD” 
aplicable a las personas físicas, 
contempla el Territorio, el Proyecto, 
el análisis económico y de arraigo 
del solicitante, el análisis social y 
técnico, y una recomendación en 
cuando a la calificación de su 
“idoneidad”, la cual se basa en los 
rangos que establece el artículo 31 
del Reglamento, en estricto orden 
de prelación (de mayor a menor), 
según la escala siguiente: 
Altamente idóneo (90 a 100), 
Moderada idoneidad (80 a 89), Baja 
idoneidad (60 a 79) e Idoneidad 
inconsistente (0 a 59), siendo que 
tienen preferencia en su 
designación las personas altamente 
idóneas y moderadamente idóneas, 
pero aún las que se consideran de 
baja idoneidad pueden tener 
posibilidades, porque en tal caso, el 
artículo 32 indica que “..debe 
brindársele el apoyo técnico y la 
capacitación requerida por parte de 
los auspiciadores del proyecto con 
la finalidad de contribuir al proceso 
de generación de capacidades 
humanas... de manera que le 
permita desarrollar el proyecto de 
manera eficaz y eficiente”. VIII.- La 
política de desarrollo rural 
territorial, como política de Estado.- 
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La Ley Inder, fija en el Capítulo II, la 
política de desarrollo rural 
territorial como una política 
pública, es decir, como política de 
Estado (artículos 5 a 8). Para hacer 
efectiva dicha política, El Ministerio 
de Agricultura y Ganadería, a través 
de la Secretaria Ejecutiva de 
Planificación del Sector 
Agropecuario (incluido el 
agroalimentario) y el Instituto de 
Desarrollo Rural, lanzaron la 
“Política de Estado para el 
Desarrollo Rural Territorial 
Costarricense (PEDRT)” 2015-2030 
de setiembre del año 2015. Ella 
tiene como visión la creación de 
territorios rurales integrados que 
permitan mejorar el nivel de vida de 
la población en los procesos de 
desarrollo, y como objetivos 
fomentar el desarrollo inclusivo en 
los territorios rurales de las 
personas más necesitadas, 
generando procesos de capacitación 
y oportunidades, a fin de reducir la 
desigualdad y la inequidad social. 
En lo que interesa para este caso 
concreto, y en consonancia con lo 
indicado en el considerando 
anterior, “...Se conceptualiza como 
la población objetivo o destinataria 
de los bienes y servicios de los 
planes, programas y proyectos que 
se deriven de la política, las 
personas físicas y jurídicas, 
integradas a los procesos de 
desarrollo rural territorial, 
conforme a la siguiente descripción: 
1. Personas físicas: Se incluyen los 
siguientes tipos: productores y 
productoras; productores y 
productoras de la micro, pequeña y 
mediana empresa y personas físicas 
no generadoras de ingresos. Se 
caracterizan del modo siguiente: 
Productores y productoras: Se 
encuentran al frente de las 
denominadas economías familiares 
rurales. Son unidades económicas 
que funcionan de forma 
autogestionaria por la familia, con 
acceso a la tierra o no en el área 
rural. Se comportan como 
emprendimientos familiares puesto 
que la familia constituye la reserva 
de mano de obra y, al mismo tiempo, 
es una unidad de consumo. Por la 
posibilidad de satisfacer 

necesidades de consumo con su 
propia producción, combinan 
producción de subsistencia y de 
mercado. Productores y productoras 
(micro, pequeño y mediano): 
Personas que desarrollan unidades 
económicas de carácter 
empresarial, en las cuales la 
participación de la familia no es 
definitiva. La mayor parte de su 
producción está destinada al 
mercado y utilizan en forma regular 
mano de obra contratada. Personas 
físicas no generadoras de ingresos. 
Son las personas que no cuentan 
con una actividad específica que 
genere ingresos o de ingresos no 
reconocidos (ejemplo trabajadoras 
del hogar, estudiantes, personas 
desempleadas, entre otras). 
Personas con discapacidad, adultos 
mayores, mujeres, jóvenes, grupos 
étnicos, pueblos originarios. 
Personas que tradicionalmente han 
sido invisibilizadas y excluidas para 
el acceso a los bienes y servicios del 
Estado. 2. Personas jurídicas: 
Organizaciones de diferente 
naturaleza del medio rural, entre 
ellas: Organizaciones que se 
dedican a actividades productivas 
del medio rural, que cuentan con 
personería jurídica. Organizaciones 
que se dedican a actividades 
diversas, integradas por personas 
con discapacidad, personas adultas 
mayores, mujeres, jóvenes, 
gobiernos de pueblos originarios y 
grupos étnicos que cuentan con 
personería jurídica. Organizaciones 
constituidas por personas 
egresadas de colegios técnicos-
profesionales y personas egresadas 
universitarias que cuenten con 
personería jurídica vigente. Micro, 
pequeña, y mediana empresa, 
unidades económicas de carácter 
empresarial, la mayor parte de su 
producción está destinada al 
mercado y utilizan en forma regular 
mano de obra contratada. 
Organizaciones Comunales con 
personería jurídica que tienen el 
propósito de propiciar el desarrollo 
integral de su entorno y mejorar las 
condiciones de vida de su 
comunidad. Gobiernos locales: Lo 
constituyen las municipalidades, 
con cobertura cantonal y los 

Consejos de Distrito, cuando 
corresponda. Tienen autonomía 
política, económica y administrativa 
en los asuntos de su competencia. 
Instituciones públicas, con los que 
se suscriben convenios y alianzas 
estratégicas. En el marco de la 
Política se considera estratégica la 
articulación del sector público con 
el privado, para contribuir a la 
generación de ingresos mediante la 
ejecución de iniciativas de 
producción en los territorios...” 	
Por otra parte, para la concreción 
de dicha política, se toma en 
consideración la creación de 
Territorios rurales, y parte de todo 
un proceso de planificación 
estratégica, que va desde el ámbito 
local (consejos locales y 
municipales), a lo territorial (planes 
de desarrollo rural territorial 
aprobados por los Consejos 
Territoriales), luego a lo Regional 
(planes regionales de desarrollo 
rural y Consejos Regionales) para 
finalizar su implementación a nivel 
Nacional. Dentro de todo ese 
proceso de planificación, como se 
ha dicho, son los consejos locales y 
territoriales, los que proponen, 
entre otras cosas, la implementación 
de obras, o bien de proyectos 
productivos que puedan ser útiles 
para la comunidad rural, y para cuya 
ejecución, lógicamente se requiere 
hacer todo un proceso selectivo a 
fin de analizar los requisitos 
técnicos y jurídicos exigidos por la 
Ley y su reglamento, a fin de 
determinar cuáles serían las 
personas más idóneas - criterio 
técnico- y, por que no las más 
necesitadas -criterio de equidad- 
pero con conocimiento y capacidad 
productiva. IX.- Análisis del caso 
concreto.- Dentro del contexto 
anteriormente descrito, y 
respaldado por una política de 
desarrollo rural territorial, es que el 
INDER, inicia los estudios de 
“idoneidad”, practicado a diferentes 
personas físicas, para integrar el 
Grupo de Productores de Fresa Vara 
Blanca, denominado MIGVARAB-
Gamaliel, para el desarrollo del 
proyecto Productivo denominado: 
“Producción de Fresas en Ambiente 
Protegido” del territorio Santa 
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Bárbara, Barva, San Isidro, San 
Rafael Vara Blanca, y que está 
aprobado por la Dirección de 
Desarrollo. En el caso particular, el 
Tribunal ha considerado las 
respuestas brindadas por los 
interesados en cuanto a 
conocimiento experiencia anterior, 
conocimiento técnico de ambientes 
protegidos (invernaderos), 
capacitación y conocimiento del 
proyecto, sin embargo, se desprende 
que desde hace varios años ambos 
solicitantes están desvinculados de 
este tipo de actividad , y se han 
dedicado a otras labores (lechería y 
hotelería). Es decir, no han tenido 
continuidad o habitualidad en el 
cultivo de fresas. En el informe final 
se concluye que no tienen 
trayectoria, y les falta conocimientos 
y capacidades en relación con el 
cultivo de fresa en ambiente 
protegido. En efecto, cuando se les 
pregunta sobre el desarrollo de la 
actividad, sus respuestas son muy 
generales e imprecisas (ver folios 
40 y 41), pues no explican cómo es 
que se hace dicha producción o qué 
se requiere saber sobre producción 
en ambientes protegidos, aunque sí 
están dispuestos a recibir 
capacitación. En razón de lo 
anterior, este Tribunal, conociendo 
como jerárquico impropio del 
Instituto de Desarrollo Rural, 
considera que el Acuerdo de la 
Junta Directiva impugnado, a saber 
el artículo 56, de la sesión ordinaria 
No. 40-2015 del 02 de noviembre 
del 2015 se ajusta a los criterios 
jurídicos, técnicos y de prelación, 
dispuestos en los artículos 46 de la 
Ley Inder y 35 del Reglamento, en el 
sentido de que se concluye que los 
solicitantes no presentan 
conocimientos afines al proyecto y 
se desempeñan en otras actividades. 
De modo que se les califica con 
“idoneidad incosistente” con el 
proyecto que se quiere desarrollar. 
En efecto, no se demuestra en las 
preguntas que se les plantearon 
una experiencia concreta, y 
tampoco presentaron prueba 
mediante la cual puedan justificar 
lo alegado en el recurso de 
apelación, en el sentido de que han 
trabajado en el pasado en la 

producción y mantenimiento de 
fresa. También se ha respetado el 
principio de equidad, justicia social 
y solidaridad, pues se les ha dado la 
oportunidad de participar como 
interesados en el proyecto, pero los 
parámetros de calificación no les ha 
favorecido, al existir criterios de 
“prelación”, es decir, de prioridad, 
para aquellos personas que sí 
demuestran una idoneidad alta o 
moderada, o incluso baja idoneidad 
con posibilidad de capacitación 
técnica. X.- De conformidad con lo 
expuesto, no existiendo razones, de 
hecho o de derecho, para variar lo 
resuelto, lo procedente es confirmar 
la resolución administrativa del 
INDER (Tribunal Agrario, sentencia 
No. 565-F-16)

LAS NUEVAS DISPOSICIONES 
SOBRE SANEAMIENTO DE LA 
PROPIEDAD, CONTENIDAS EN EL 
ARTÍCULO 85 DE LA LEY INDER Y 
SUS REGLAMENTOS. 

La Ley No. 9036 (sancionada el 11 
de mayo del 2012 publicada en la 
Gaceta 103 del 29 de Mayo del 2012), 
denominada “Ley de Transformación 
del Instituto de Desarrollo Agrario 
(IDA) en Instituto de Desarrollo 
Rural (INDER) establece en sus 
disposiciones finales y transitorias, 
la convalidación y saneamiento del 
régimen de la propiedad agraria 
adjudicada. Se reguló únicamente 
en un artículo de la Ley:

“ARTÍCULO 85.- Convalidación de 
procedimientos de adjudicación de 
la propiedad pública, titulación e 
inscripción en el Registro Público de 
la Propiedad

Con el propósito de convalidar los 
actos administrativos que dieron 
origen a la titulación de propiedades 
por parte del Instituto de Tierras y 
Colonización (ITCO) o el IDA ante el 
Registro Público y la desafectación 
pública realizada por el Estado, se 
autoriza al Inder a lo siguiente:

a) Medir, catastrar e inscribir 
mediante exhorto ante el Registro 
Inmobiliario a nombre del Inder las 
tierras adquiridas por el IDA que 
al entrar en vigencia esta ley no se 

encuentren inscritas a nombre de 
este instituto en dicho Registro.

b) Medir, catastrar, segregar y 
otorgar título sobre áreas de fincas 
adquiridas por el IDA con fondos 
del Fondo de Desarrollo Social y 
Asignaciones Familiares (Fodesaf), 
para entregarlos a los poseedores 
actuales de esos terrenos que 
cumplan los requisitos del artículo 
68 de la Ley N.º 2825, Ley de Tierras y 
Colonización, y a entidades públicas 
o privadas de beneficio comunitario 
que no tengan fines de lucro, y 
conforme a los procedimientos 
establecidos en esta ley y sus 
reglamentos.

c) Medir, catastrar, segregar, otorgar 
título sobre un único predio a los 
ocupantes nacionales o extranjeros 
con residencia que demuestren una 
posesión entendida como la ejerci-
da por un titular, de forma personal, 
ininterrumpida y a título de dueño, 
por más de diez años a la fecha de 
la vigencia de la presente ley, dentro 
de un asentamiento o finca inscrito 
a nombre del IDA. Para estos efec-
tos, el Inder elaborará un reglamen-
to específico, en un plazo de seis 
meses después de la vigencia de 
esta ley.

d) Se declara de interés público 
la resolución de las situaciones 
de precario en territorios rurales; 
para ello, el Inder podrá realizar 
los trámites de expropiación, 
previa declaratoria de la Junta 
Directiva sobre la necesidad, 
utilidad y razonabilidad de esta. 
El procedimiento aplicable 
será el establecido en la Ley de 
Expropiaciones.

Dicha disposición fue sometida al 
control previo de constitucionalidad, 
por parte de varios Diputados de 
la Asamblea Legislativa, y en su 
análisis, la Sala Constitucional en 
Sentencia No. 1963-2012. Entre 
otras cosas indicó: 

“La norma consultada al declarar, 
por ley, “legalmente cumplidos, 
válidos y eficaces en todas sus 
partes, etapas y requisitos, los 
trámites de adjudicación, titulación, 
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segregación, traspaso y registro de 
tierras, hechos ante el ITCO o ante 
el IDA, desde el momento en que 
fueron registrados e inscritos por 
el Registro Público al amparo de 
la entonces Ley N.º 4545, Ley de 
Informaciones Posesorias, o de la 
legislación vigente en el momento 
de su inscripción, en cuenta la Ley 
N.º 2825, de 14 de octubre de 1961; 
la Ley N.º 6735, de 29 de marzo de 
1982, y el transitorio III de la Ley 
N.º 4558, de 22 de abril de 1970” 
está cerrando toda posibilidad de 
discutir la legalidad de la actuación 
administrativa en sede jurisdiccional 
y está renunciando a ejercer las 
actuaciones reinvidicatorias del 
demanio público, obviando uno de 
los principios característicos de 
los bienes demaniales, como lo es 
su imprescriptibilidad. Asimismo, 
al declararse, mediante una 
ley, la legalidad de la conducta 
administrativa desplegada por el 
Instituto de Desarrollo Agrario 
–como una especie de ley de 
amnistía administrativa–, se está 
desconociendo el principio de la 
reserva de jurisdicción desarrollado 
por este Tribunal Constitucional en 
el citado Voto No. 6866-2005. En 
consecuencia, se debe evacuar esta 
consulta en el sentido que el inciso 
e) del artículo 85 del proyecto de ley 
es inconstitucional por desconocer 
los principios característicos de 
los bienes de dominio público, en 
especial, su imprescriptibilidad. 
Asimismo, resulta inconstitucional 
por desconocer los principios de 
separación de funciones y de reserva 
de jurisdicción, pues, en criterio 
de este Tribunal, la Asamblea 
Legislativa está usurpando las 
competencias del Poder Judicial 
en la resolución de estos conflictos 
de posesión, siendo que, las 
excepciones previstas en la norma 
no son válidas ni suficientes para 
tutelar los bienes de dominio público 
o los terrenos que, en general, 
pudieron haber sido adjudicados, 
titulados, segregados, traspasados 
o registrados de manera ilegítima o 
irregular. Nótese, adicionalmente, 
que de haber involucrados en 

estos supuestos, bienes o terrenos 
que tienen una vocación de tutela 
medio ambiental, se estarían 
desconociendo una serie de 
principios ambientales, como el 
principio preventivo que rige la 
materia ambiental, según el cual, 
la Administración –en términos 
generales– está obligada a adoptar 
las medidas necesarias para dar 
cabal protección al ambiente, y 
evitar daños que son irreversibles 
y el de la inoperancia del silencio 
positivo en la materia ambiental, 
según el cual, tratándose del uso 
y aprovechamiento de los recursos 
naturales, así como los bienes 
de dominio público, no opera el 
principio del silencio positivo 
contemplado en los artículos 
330 y 331 de la Ley General 
de la Administración Pública, 
precisamente, en virtud del interés 
público ambiental, que compromete 
los valores fundamentales de 
la vida, la salud y el equilibrio 
ecológico de la tutela del ambiente, 
así como de la conceptualización 
de la tutela ambiental como un 
verdadero derecho ambiental (ver 
sentencia No. 2007-02063 de las 
14:40 hrs. de 14 de febrero de 
2007). En conclusión, se evacua 
la consulta en el sentido que 
el inciso e) del artículo 85 es 
inconstitucional por pretender 
resolver en sede administrativa y 
de manera definitiva diferendos 
sobre bienes titulables, siendo 
que, incluso, pueden existir bienes 
de dominio público de por medio, 
renunciando de antemano a su 
tutela o a su reivindicación.”

Posteriormente, con la 
promulgación del reglamento, 
a dicha Ley, mediante Decreto 
Ejecutivo No. 38975-MAG, del 
23 de marzo del 2015, se vino a 
establecer el procedimiento para 
el saneamiento de la propiedad 
agraria por parte del Instituto de 
Desarrollo rural, cuya SECCIÓN 
XI se refiere a la CONVALIDACIÓN 
DE PROCEDIMIENTOS DE 
ADJUDICACIÓN DE LA PROPIEDAD 
PÚBLICA, TITULACIÓN E 
INSCRIPCIÓN REGISTRAL.

La consolidación de la jurisdicción 
agraria, como justicia especializada 
en Costa Rica, es producto de la 
construcción de un Estado social 
y democrático de derecho, basado 
en principios de justicia social y 
solidaridad nacional. 

La transformación del Instituto 
de Tierras y Colonización en 
Instituto de Desarrollo Agrario, y 
ahora en Instituto de Desarrollo 
rural, ha sido producto no solo de 
la influencia de la jurisprudencia 
de los Tribunales agrarios, 
sino también del diseño de una 
política agraria y de desarrollo 
rural territorial, como política de 
Estado.

La Jurisprudencia constitucional 
ha permitido dar fuerza vinculante 
a la jurisprudencia agraria, y 
así ha permeado la construcción 
progresiva de un Derecho agrario 
basado en el cumplimiento de 
la función económica, social y 
ambiental de la propiedad. 

Uno de los institutos más 
importantes del Derecho Agrario, 
continúa siendo el régimen de la 
propiedad agraria, como propiedad 
especial, y el saneamiento. 
Los nuevos procedimientos 
contemplados en la Ley INDER 
y su reglamento, permitirán 
ir consolidando una mejor 
regularización de la propiedad 
agraria privada y pública, lo cual 
sin duda alguna contribuirá a 
alcanzar la seguridad jurídica y 
mayor estabilidad y paz social en 
el agro.

Los Tribunales agrarios, deben 
seguir fortaleciendo el Derecho 
agrario y garantizando el 
adecuado funcionamiento de los 
Institutos, mediante criterios 
jurisprudenciales cada vez 
más sólidos, e interpretaciones 
que se ajusten a los criterios 
establecidos en la Jurisprudencia 
constitucional, y a los principios 
y valores que contienen las Leyes 
especiales de la materia.
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El Rol del Poder Judicial en la Defensa 
del Derecho a un Ambiente Sano 
El caso de la Cuenca Matanza - Riachuelo en el Área 
Metropolitana de Buenos Aires y la intervención de la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación de la Argentina en el diseño y 
ejecución de un Plan Integral de Saneamiento Ambiental (PISA) 

Jorge Cuello

Abogado y Docente de Derecho Ambiental  |  de la Universidad de Buenos 
Aires (UBA)  |  Universidad Nacional de San Martín (UNSAM)  |  y Universidad 
Andina Simón Bolívar (UASB)

La Cuenca Matanza - Riachuelo 
abarca una superficie de 2.240 
kms2 y se extiende a lo largo del 
territorio de la Ciudad de Buenos 
Aires y de 14 municipios de la 
Provincia homónima siendo una 
de las zonas más contaminadas y 
pobladas de la Argentina con un 
total de 8 millones de habitantes 
que viven en un contexto de gran 
diversidad social. Existen desde 
barrios marginales carentes de toda 
infraestructura hasta sectores de 
alto poder adquisitivo residentes 
en clubes de campo; desde áreas 
urbanizadas hasta zonas de 
producción agrícola – ganadera; 
desde asentamientos ilegales 
hasta conjuntos habitacionales 
construidos por el Estado; desde 
centros logísticos modernos hasta 
industrias obsoletas.  

Teniendo en cuenta que esta 
región concentra más de la 
mitad de los establecimientos 
industriales argentinos y que 
las condiciones sanitarias de la 
población son paupérrimas debido, 
entre otras cosas, a que un 50% 
aproximadamente de los hogares no 
posee servicios cloacales, resulta de 
esta situación que las principales 
fuentes de contaminación de la 
región provienen de los vertidos 
cloacales e industriales que a diario 
son derramados sobre la cuenca. 

Los primeros, no solo afectan las 
aguas superficiales y sedimentos 
sino también los suelos y el agua 
subterránea, provocando además el 
ascenso de la napa freática. Por su 
parte, las industrias vierten al río 
compuestos altamente tóxicos como 

metales pesados (plomo, mercurio, 
zinc, cadmio, cobre, magnesio, 
y niquel) e hidrocarburos y sus 
derivados. También contribuyen 
a la contaminación de la cuenca 
la falta de una gestión adecuada 
de los residuos de las operaciones 
portuarias y de los buques que 
entran al Riachuelo y de los residuos 
sólidos urbanos y agroquímicos 
generados por la actividad 
agropecuaria de la región. 

LA CSJN Y SU ROL INSTITUCIONAL 
EN LA DEFENSA DEL DERECHO A 
UN AMBIENTE SANO

Frente a esta situación la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación 
(CSJN) produjo un salto significativo 
en la tutela y defensa del derecho 
colectivo ambiental en la causa 
iniciada con la demanda de Beatriz 
Mendoza y otras 17 personas 
nucleadas en la Asociación de 
Vecinos de la Boca contra el Estado 
Nacional, la Provincia y la Ciudad 
de Buenos Aires y 44 empresas que 
estaban radicadas en la cuenca 
por los daños derivados de la 
contaminación ambiental del Río 
Matanza – Riachuelo. 

Sin dudas, esta causa 
significo un punto de 
inflexión respecto del rol que 
debe tener las autoridades del 
Poder Judicial en la defensa 
del ambiente no solo por el 
contenido de la sentencia 
emitida por el alto tribunal 
sino también por el modo en 
que se sustanció el proceso. 

Siguiendo al Dr. Marcelo 
López Alfonsín podemos 
concluir que “fue el Poder 
Judicial el que tomo el toro 
por las astas ante la inacción 
de los demás poderes del 
estado en el cumplimiento 
de la labor para sanear la 
cuenca”. 

Los vecinos demandaron ante 
la C.S.J.N. al Estado Nacional, 
la Provincia de Buenos Aires, al 
Gobierno de la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires y a 44 empresas por los 
daños y perjuicios sufridos debido 
a la contaminación ambiental del 
Río Matanza – Riachuelo. Y además 
de dicha acción de reparación del 
daño civil solicitaban la condena a 
los demandados para que pongan 
fin a la contaminación y den inicio 
al proceso de recomposición 
ambiental. 

La primera reclamación se refiere 
al resarcimiento de los daños a las 
personas y al patrimonio que sufren 
como consecuencia indirecta de la 
agresión al ambiente. La segunda 
pretensión tiene por objeto la 
defensa del bien de incidencia 
colectiva configurado por el 
ambiente. En este supuesto los 
actores reclaman como legitimados 
extraordinarios (Constitución 
Nacional, arts. 41, 43, y art. 30 de la 
ley 25.675) para la tutela de un bien 
colectivo, el que por su naturaleza 
jurídica, es de uso común, indivisible 
y está tutelado de una manera no 
disponible por las partes, ya que 
primero corresponde la prevención, 
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luego la recomposición y en 
ausencia de toda posibilidad se dará 
lugar al resarcimiento (art. 28, ley 
citada).

Según denunciaron en su 
momento los demandantes, una 
de las principales fuentes de 
contaminación son los líquidos y los 
residuos sólidos tóxicos y peligrosos 
que descargan las industrias en el río 
y el suelo en la mayoría de los casos 
sin depuración. Y sostuvieron que la 
inexistencia de sistemas cloacales, 
los desperdicios provenientes 
de basurales inadecuados y la 
presencia en el río de metales 
pesados, compuestos orgánicos, 
hidrocarburos y pesticidas 
organoclorados evidencian un 
estancamiento tecnológico y un 
estado ambiental deficiente. Tal 
estado de cosas, provocó además 
la existencia de un gran número 
de terrenos potencialmente 
contaminados, con impacto en las 
aguas subterráneas y superficiales 
y en los suelos.

La CSJN se declaró competente 
-el 20 de junio de 2006- sobre las 
pretensiones concernientes a la 
prevención, la recomposición y el 
resarcimiento del daño ambiental 
colectivo al mismo tiempo que se 
declaró incompetente respecto a la 
demanda por el resarcimiento de los 

daños y perjuicios individuales. Tras 
la realización de audiencias públicas 
en donde los demandados debían 
exponer algunos requerimientos 
sobre el estado del ambiente 
ordenados por la C.S.J.N., dos años 
después el 8 de julio de 2008, dicto 
el fallo definitivo en un proceso que 
fue histórico y puso realmente en 
agenda la necesidad de avanzar en 
la recuperación y saneamiento de 
una de las regiones como ya se ha 
dicho más pobladas y contaminadas 
de la Argentina. 

A través de dicha decisión, la 
CSJN estableció que la Autoridad 
de la Cuenca Matanza Riachuelo 
(ACUMAR)1debía poner en marcha 
un Plan Integral de Saneamiento 
Ambiental (PISA) y dispuso que el 
Estado Nacional, la Provincia de 
Buenos Aires y la Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires eran igualmente 
responsables en modo concurrente 
con la ejecución de dicho programa. 

Además delego en un juzgado 
de Primera Instancia el proceso 
para el control de ejecución y 
cumplimiento de la sentencia, 
encargó a la Auditoría General de 
la Nación (AGN) el control de la 
1	
 La ACUMAR fue creada por medio de Ley 26.168 y es un 
órgano Interjurisdiccional integrado por las Autoridades del 
Estado Nacional, la Provincia de Buenos Aires y la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires con el objetivo de poner en mar-
cha el Plan de Saneamiento Integral de la Cuenca Matanza 
Riachuelo. 

asignación específica de fondos 
y la ejecución presupuestaria de 
todo lo relacionado con el PISA y 
confió a la Defensoría del Pueblo 
de la Nación la coordinación y la 
participación de la ciudadanía en 
el control del cumplimiento del 
plan de saneamiento mediante 
la conformación de un cuerpo 
colegiado en el que participan 
actualmente los representantes 
de las organizaciones no 
gubernamentales que intervinieron 
en la causa en condición de terceros 
interesados. 

HACIENDO BALANCES A 8 
AÑOS DEL PRONUNCIAMIENTO 
JUDICIAL

El fallo si bien logró situar a 
la problemática del Matanza – 
Riachuelo en un lugar de importancia 
dentro de la agenda pública nacional 
la realidad es que ha ocho años de 
aquel pronunciamiento judicial la 
población de la cuenca como las 
organizaciones y actores vinculados 
a la presente problemática 
siguen reclamando que se ponga 
en marcha el Plan Integral de 
Saneamiento Ambiental (PISA) dado 
que si bien algunas de las metas 
establecidas lograron resultados 
favorables la mayor parte de las 
mismas aún continúan pendientes 
de resolución. De esta forma, siguen 
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renovando su reclamo para que la 
ACUMAR, inicie de manera urgente 
una serie de acciones, orientadas a 
dar cumplimiento con el fallo de la 
CSJN, y reclaman:

�� El establecimiento de un régimen 
de control de vertidos de líquidos 
industriales, y la urgente 
modificación de la legislación 
que lo rige.

�� La generación de un sistema 
unificado para la habilitación 
de industrias, principalmente 
aquellas con más alto índice 
de complejidad ambiental y las 
situadas en zonas de riesgo.

�� La implementación de un 
plan para la erradicación 
de basurales ilegales de 
la cuenca, estableciendo 
las responsabilidades que 
corresponden a cada uno de 
los municipios en los cuales se 
encuentran situados; como así 
también la remediación de los 
pasivos ambientales existentes.

�� La ejecución de un Plan integral 
para la gestión de Residuos 
Sólidos Urbanos (RSU), con 
acciones específicas para las 

etapas de generación, disposición 
inicial, recolección domiciliaria 
y diferenciada, transporte y 
disposición final de residuos, 
tomando especialmente en 
cuenta las recomendaciones 
efectuadas por el Cuerpo 
Colegiado.

�� La elaboración de un estudio 
integral de riesgo para el Polo 
Petroquímico de Dock Sud que 
prevea su relocalización.

�� La relocalización de familias 
que habitan la sirga del 
Riachuelo, plan que se encuentra 
fuertemente rezagado.

Según la Fundación Ambiente y 
Recursos Naturales (FARN), una 
de la fundaciones que más ha 
trabajado en el seguimiento de 
la ejecución de la sentencia de 
la CSJN, “todas estas acciones 
deberán implementarse a través 
de un sistema de ordenamiento 
ambiental del territorio, que 
establezca los objetivos de largo 
plazo con un sentido estratégico y 
que permitan articular y potenciar 
los esfuerzos de los numerosos 
actores que conforman el tejido 
social de la cuenca”.

Siguiendo al Director Ejecutivo de la 
FARN, el Dr. Andrés Napoli, podemos 
decir que “al cumplirse 8 años de 
la sentencia de la CSJN el balance 
de este nuevo aniversario del fallo 
cierra con un saldo claramente 
negativo en materia de acciones 
tendientes a recuperar el Matanza 
– Riachuelo. Las autoridades no 
han logrado, hasta el presente, 
establecer estrategias y acciones 
tendientes a romper la inercia de 
inacción y pérdida de liderazgo que 
ha caracterizado el accionar del 
ACUMAR”. 

Es por eso que ante la falta de 
respuestas por parte de los órganos 
políticos del Estado, la C.S.J.N. 
debería insistir nuevamente con 
carácter de urgencia para que se 
ponga en marcha la ejecución 
definitiva del programa de 
saneamiento de la cuenca porque 
el no cumplimiento de la sentencia 
judicial dilataría aún más en el 
tiempo el efectivo cumplimiento 
del derecho a gozar de un ambiente 
sano, equilibrado y apto para el 
desarrollo humano que tiene la 
población y que fuera consagrado 
en la Constitución Nacional y las 
leyes ambientales de la República 
Argentina. 
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Proceso Agroambiental y 
Jurisprudencia una Mirada Externa
DEBIDO PROCESO Y SEGURIDAD JURÍDICA EN MATERIA 
AGROAMBIENTAL

Antonio José Hassenteufel Salazar

Abogado, Magister En Derecho Agrario y Procesal Agrario

El término debido proceso tiene su 
origen en el derecho anglosajón, 
traducido de la expresión “due process 
of law”, introducido en la Carta 
Magna, sancionada el 15 de junio de 
1215 por el rey Juan I de Inglaterra, 
conocido como Juan sin Tierra. 

La doctrina define el debido proceso 
como: “Un principio jurídico procesal o 
sustantivo según el cual toda persona 
tiene derecho a ciertas garantías 
mínimas, tendientes a asegurar un 
resultado justo y equitativo dentro 
del proceso, y a permitirle tener 
oportunidad de ser oído y hacer valer 
sus pretensiones frente al juez”.

El Tribunal Constitucional 
Plurinacional, a partir de los arts. 
115.II, 117.I, 137 y 180 de la C.P.E.; 
además de los arts. 8 del Pacto de 
San José de Costa Rica y 14 del 
Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos (que al tenor del 
art. 410.II de la C.P.E. forman parte 
del bloque de constitucionalidad), 
ha desarrollado el concepto del 
debido proceso como: “...el derecho 
de toda persona a un proceso justo 
y equitativo en el que sus derechos 
se acomoden a lo establecido por 
disposiciones jurídicas generales 
aplicables a todos aquellos que se 
hallen en una situación similar...”. 
Este entendimiento consagra al 
debido proceso como instituto 
jurídico y mecanismo de protección 
de los derechos fundamentales en 
una triple dimensión: como derecho 
fundamental de los justiciables, un 
principio procesal y una garantía de la 
administración de justicia, existiendo 
al respecto, consenso en la doctrina y 
la jurisprudencia. 

Abarca además, el desarrollo de todos 
los derechos de carácter procesal o 

sustantivo, entre otros: notificación 
al interesado con el carácter y fines 
del procedimiento; a la defensa 
material y técnica; a la contradicción 
de la demanda; al juez natural; a la 
igualdad procesal de las partes; a no 
declarar contra sí mismo; presunción 
de inocencia; derecho a ser oído, 
presentar sus argumentos y producir 
pruebas; a la valoración razonable de la 
prueba; a la motivación y congruencia 
de las decisiones; al acceso a la 
información y a los antecedentes 
jurisdiccionales o administrativos 
vinculados con la cuestión de que se 
trate; derecho a la aplicación objetiva 
de la ley; derecho a la notificación 
legal con las resoluciones, derecho a 
la impugnación o recurribilidad de las 
resoluciones. 

Estos derechos rigen para los 
procedimientos jurisdiccionales como 
para los administrativos.

El debido proceso se complementa 
con el concepto de seguridad jurídica, 
instituida en el art. 178 de la C.P. E., 
como principio rector de los actos de la 
jurisdicción judicial o administrativa, 
que se sustenta en la potestad 
emanada del pueblo de administrar 
justicia; que a su vez representa – 
según Manuel Osorio – “...la garantía 
de la aplicación objetiva de la ley, 
de tal manera que los individuos 
saben en cada momento cuáles son 
sus derechos y sus obligaciones, sin 
que el capricho, la torpeza o la mala 
voluntad de los gobernantes pueda 
causarles perjuicio”. Por su parte el 
Tribunal Constitucional resume que 
la base de este principio está en la 
“certeza del derecho”.

En ese entendido, en materia 
agroambiental, deberá cumplirse 
con el conjunto de etapas formales 

secuenciadas e imprescindibles 
realizadas por la administración 
dentro de un proceso administrativo 
en materias que tengan que 
ver con la posesión y propiedad 
agrarias, vale decir, con la 
distribución y redistribución de 
tierras (saneamiento, dotación y/o 
adjudicación, reversión y expropiación 
de tierras; valoración de la función 
social FS y/o de la función económica 
social FES; con el aprovechamiento 
de recursos naturales renovables, 
hídricos, forestales y biodiversidad; 
medio ambiente, etc.. En 
estos ámbitos los sujetos de la 
administración pública están 
obligados no solo al cumplimiento 
de los principios constitucionales y 
las normas sustantivas, sino también 
a sus propios procedimientos 
señalados en las leyes, reglamentos y 
manuales internos, en el marco de sus 
competencias.

El debido proceso se prolonga al 
ámbito jurisdiccional agroambiental 
en la eventualidad de que el 
administrado haga uso de las 
acciones o recursos dentro de las 
competencias legalmente asignadas 
al Tribunal Agroambiental, sea a 
través del contencioso administrativo 
o de nulidad de títulos ejecutoriales. 
Los jueces agroambientales de la 
misma manera están compelidos 
a resguardar el debido proceso y 
la seguridad jurídica en las causas 
sometidas a su conocimiento.

La eventual infracción o violación de 
derechos fundamentales relacionados 
al debido proceso, abre la opción al 
interesado para buscar la protección 
de sus derechos a través de la Acción 
de Amparo Constitucional.
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SENTENCIA AGROAMBIENTAL RELEVANTE EN LA TEMÁTICA EXPUESTA

Sentencia: ANA-S1-0067-2015 - 
13/11/2015

Asignada en:

Derecho Procesal / Elementos 
comunes de procedimiento / Nulidad 
de obrados / Procede / En cuanto 
a defectos de la Resolución / Por 
Resolución que no se encuentra 
debidamente fundamentada y/o 
motivada (Seguidora)

“...analizado la sentencia recurrida, 
de manera inexplicable en la 
fundamentación jurídica del fallo, las 
citadas declaraciones no son citadas ni 
valoradas, ignorando de esta manera 
que dichas pruebas, fueron admitidas 
expresamente por la misma autoridad 
ocurriendo lo mismo con la prueba 
literal presentada, inobservado de 
esta manera lo previsto en el art. 190 y 
192-2) del Cód. Pdto. Civ. aplicable por 
régimen de supletoriedad establecida 
en el art. 78 de la L. N° 1715, toda vez 
que no efectuó cita, análisis y valoración 
fundamentada de cada una de las 
pruebas admitidos dentro el proceso 
oral agrario, otorgándoles el valor 
que la ley les asigna y/o sujetando la 
misma a las reglas de la sana critica, en 
aplicación del art. 476 del Cód. Pdto. Civ. 
aplicable por supletoriedad dispuesta 
en el art. 78 de la L. N° 1715, que por 
su importancia debe efectuarse de 
manera puntual, expresa, clara, precisa 
y fundamentada, relacionada con los 

hechos que fueron fijados en el objeto 
de la prueba; por ello, la evaluación y 
fundamentación de las pruebas literales 
y testificales en sentencia constituye 
una labor jurisdiccional imprescindible, 
que como se señaló precedentemente, 
no fue cumplida y desarrollada a 
cabalidad por la jueza a quo al prescindir 
de dicha apreciación probatoria, siendo 
que esta actuación procesal es de vital 
importancia ha momento de dictar 
sentencia, puesto que con ella se 
define la controversia planteada ante 
el órgano jurisdiccional, al desarrollar 
el art. 190 del Cód. Pdto. Civ. aplicable 
por mandato del art. 78 de la L. N° 
1715 al ser la sentencia un actuado 
que pone fin al litigio, por tal deberá 
contener evaluación fundamentada 
de las pruebas con decisión expresa, 
positiva y precisa que recae sobre la 
cosa litigada, requisitos que no fueron 
cumplidos en la Sentencia N° 04/2015 
de 28 de agosto del 2015 cursantes 
de fs. 183 a 185 y vta. de obrados, 
que ahora es motivo de impugnación 
mediante recurso de casación, 
habiendo de esta manera vulnerado no 
únicamente normas adjetivas relativas 
al caso, sino principios constitucionales 
previstos en el art. 178-I de la C.P.E. 
cuando dispone: “La potestad de 
impartir justicia emana del pueblo 
boliviano y se sustenta en los principios 
de independencia, imparcialidad, 
seguridad jurídica, publicidad, probidad, 
celeridad, gratuidad, pluralismo 
jurídico, interculturalidad, equidad, 

servicio a la sociedad, participación 
ciudadana, armonía social y respecto 
a los derechos”; así como el art. 115-
II de la misma norma constitucional, 
cuando establece “El Estado garantiza 
el derecho al debido proceso, a la 
defensa y a una justicia plural, pronta, 
oportuna, gratuita, transparente y sin 
dilaciones”. Finalmente, se advierte 
que la sentencia recurrida, no contiene 
la debida motivación y fundamentación 
jurídica, lo que origina imprecisión e 
incertidumbre, siendo que esta actividad 
es trascendental y debe concluir con 
decisiones precisas y objetivas basadas 
en hechos o derechos demandados, 
labor que naturalmente debe expresarse 
en la sentencia de manera clara, precisa, 
exhaustiva y fundamentada, donde la 
motivación cumple un papel relevante 
y necesario, pues refleja que la decisión 
final es producto de un acto reflexivo 
emanado del estudio y análisis del 
aspecto fáctico y legal de la pretensión 
sometida a conocimiento del órgano 
jurisdiccional, que no se observaron en 
la Sentencia referida, al no ajustarse 
a la normativa procesal previsto en el 
art. 190 y 192-2) del Cód. Pdto. Civ. 
aplicable por régimen de supletoriedad 
establecido en el art. 78 de la L. N° 1715, 
transgrediendo de esta manera los 
principios constitucionales señalados 
supra previstos en los arts. 178-I y 115-II 
de la C.P.E.”	
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Parto de la siguiente constatación. 
En las Carreras de Derecho del 
Sistema Universitario Boliviano, 
y en particular, en San Francisco 
Xavier de Chuquisaca, desde 
siempre y en la actualidad, influidos 
aun por la concepción tradicional 
de las fuentes del derecho, se sigue 
enseñando que la jurisprudencia ha 
sido y sigue siendo considerada una 
fuente “secundaria” o “auxiliar” del 
derecho que sólo opera en casos 
de silencio de la fuente primaria. 
Entendimiento con el cual se enseña 
derecho como el sistema, conjunto 
o complejo de normas jurídicas 
positivas de naturaleza legislativa.

Esta manera tradicionalista de 
entender las fuentes del derecho, 
superada en los países que se 
precian de convivir en el marco 
de un estado de derecho, social y 
democrático, en el caso boliviano, 
ha incidido y continúa incidiendo 
negativamente en la visión y misión 
del servicio de justicia, toda vez que 
una inmensa mayoría de jueces y 
abogados no son portadores de un 
mínimo mecanismo de disciplina 
jurisprudencial. Disciplina 
jurisprudencial que debe ser 
entendida particularmente por los 
jueces como la obligación positiva 
de atender los insumos legitimados 
en los cuales se expresa el derecho. 
Sin lugar a dudas, uno de esos 
insumos en la hora presente, es 
la jurisprudencia que se pone a la 
par de los ya tradicionales de una 
manera más determinante y estricta, 
como son la Constitución y la ley.

Entrando ya al tema propuesto, 
tomo como punto de partida, un 
hecho trascendental: La evolución 
del derecho agrario boliviano, de 
carácter netamente fundiario, 
reatado al proceso de reforma 
agraria, en cambio hoy, expresión 
moderna de los derechos humanos 
colectivos, principalmente en lo 
que respecta al ambiente, recursos 
naturales renovables, agua, 
biodiversidad, etc., dimensión 
que en el contexto global, sitúa al 
derecho agrario como el derecho 
para la paz y el respeto de los 
derechos humanos colectivos, o si 
se quiere comunitarios. 

Entonces, estimo pertinente y 
oportuno preguntarnos ¿cuál es 
la relevancia jurídica de la línea 
jurisprudencial que el Tribunal 
Agroambiental viene sentando 
sobre el tema?, máxime si el mismo 
por previsión Constitucional es el 
máximo Tribunal especializado de la 
Jurisdicción Agroambiental y que se 
rige en particular por los principios 
de función social, inmediatez, 
sustentabilidad e interculturalidad.

La tutela judicial de los mencionados 
derechos humanos colectivos que 
nuestro ordenamiento jurídico 
le encarga a la Jurisdicción 
Agroambiental, no puede ser 
distorsionada, peor minimizada por 
los otros órganos jurisdiccionales 
del sistema judicial boliviano, 
menos por las autoridades 
administrativas del Estado, máxime 
si la Carta Magna en rigor, al 
marcar la primacía constitucional, 
terminantemente prescribe: “El 

bloque de constitucionalidad 
está integrado por los Tratados 
y Convenios internacionales en 
materia de Derechos Humanos y las 
normas de Derecho Comunitario, 
ratificados por el país”.

En relación al principio de 
especialidad, que nuestra Carta 
Fundamental le reconoce al 
Tribunal Agroambiental, es 
oportuno apuntar la contribución 
del profesor Alberto Germano, 
quien afirma que “la especialidad 
de la materia jurídica agraria 
impone el establecimiento de un 
proceso nuevo y moderno, donde 
las simplificaciones procesales 
constituyan la regla debiendo 
los principios procesales variar 
sustancialmente la orientación 
seguida por el proceso ordinario 
como única forma de cumplir con el 
fin impuesto por la propia filosofía 
de ser el derecho agrario tuitivo 
estricta y estrechamente vinculado 
a lo económico y social”.

Por otra parte, el hecho de que hoy la 
Constitución en vigencia le dedique 
todo un capítulo a la Jurisdicción 
Agroambiental, es fiel reflejo de 
una de las principales conclusiones 
emergentes del Primer Congreso 
del Comité Americano de Derecho 
Agrario, celebrado en Costa Rica en 
1997, que establece lo siguiente: “La 
Jurisdicción Agraria y Ambiental, 
especializada, se constituye en el 
instrumento fundamental, para 
lograr en América la protección 
adecuada de los recursos naturales 
y del medio ambiente, considerado 
éste como uno de los Derechos 
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Humanos Fundamentales de la 
tercera generación, o derechos 
de solidaridad. Es el mecanismo 
jurídico idóneo para lograr la 
seguridad jurídica y el desarrollo 
agrario sustentable, con justicia y 
paz social”.

Empero, no obstante que Bolivia 
se ha mostrado ante el mundo 
entero como la pionera en el 
reconocimiento y protección de los 
derechos humanos colectivos y de la 
madre tierra, sus élites gobernantes 
hasta el día de hoy, no han cumplido 
con su obligación de dotarle a la 
Jurisdicción Agroambiental con 
leyes sustantivas y adjetivas que 
el principio de especialidad exige, 
ausencia normativa que sin dudas 
viene ocasionando la disparidad 
de criterios jurídicos entre los 
magistrados que componen el 
Tribunal Agroambiental, situación 
por supuesto no atribuible a esos 
jueces, que al igual que en los demás 
órganos jurisdiccionales del Estado, 
requieren de esa normativa especial, 
no precisamente para “uniformar” 
sus criterios jurídicos, sino para 
ubicarse mejor en el contexto de los 
derechos humanos colectivos cuya 
tutela se les impetra.

Por otra parte, me permito subrayar 
que si nos estamos refiriendo a 
la jurisprudencia, considerada 
todavía por algunos doctrinarios 
del derecho como “auxiliar de la 
actividad judicial”, debe entenderse 
que en el marco del Sistema Judicial 
previsto por la Constitución Política 
del Estado Plurinacional, no sólo el 
Tribunal Supremo de Justicia como 
Tribunal de Casación, establece con 
sus fallos pautas de orientación 
a los tribunales y jueces de rango 
inferior, lo hace también el Tribunal 
Constitucional Plurinacional, 
y claro, también el Tribunal 
Agroambiental, en tanto Tribunal de 
Casación y contralor del principio 
de legalidad en las resoluciones 
administrativas relativas no 
solamente a la posesión y propiedad 
de la tierra, sino fundamentalmente 
en lo que concierne a los derechos 
humanos colectivos, que viene 
sentando las respectivas líneas 

jurisprudenciales, que si bien hoy 
todavía son poco conocidas en el 
ámbito de la administración de 
justicia del país, empero, confiemos 
en que el Tribunal Agroambiental 
habrá de extremar esfuerzos para 
sentar jurisprudencia que no se 
constituya simplemente en una 
mera fuente auxiliar de la actividad 
judicial, sino y fundamentalmente 
en la fuente de las leyes que vayan 
a cubrir el vacío normativo que 
desde el 18 de octubre de 1996, a la 
fecha viene afectando a la justicia 
agroambiental, que al parecer, a 
nadie le preocupa.

Al respecto, nunca más oportuno 
para recurrir a las valiosas 
enseñanzas del Maestro de Derecho 
Agrario, el Dr. Ricardo Zeledón 
Z., quien ya hace años atrás en su 
condición de Presidente de la Unión 
Mundial de Agraristas Universitarios 
dejó sentado que: “Por otra parte, 
se acusa la indeterminación de la 
jurisprudencia. La labor judicial 
no puede orientarse única y 
exclusivamente a la satisfacción de 
intereses individuales o a la solución 
de conflictos interpersonales. 
La solución de casos, sin una 
política general, y con base en 
una legislación desfasada de 
la realidad ofrece un producto 

contradictorio e insatisfactorio. 
Por esa razón soluciones disímiles 
para presupuestos fácticos 
semejantes crea en la ciudadanía 
una desconfianza en el sistema 
judicial. La crisis resulta más 
evidente cuando el juez resulta ser 
un mero instrumento del designio 
de cuerpos jurídicos dotados de 
soluciones sin credibilidad. Si la 
exégesis es el método del juzgador 
para resolver los graves problemas 
modernos poco sentido tiene el 
reclamo de justicia”

Entonces, nos corresponde a los 
profesionales abogados agraristas 
por vocación, romper con la cultura 
jurídica que siempre ha considerado 
a la jurisprudencia como una simple 
fuente auxiliar del derecho, de suerte 
que la visión renovada del derecho 
agrario debiera impulsar y fortalecer 
al mismo tiempo, la constitución de 
grupos y productos académicos, 
plurales, creativos y críticos que 
confluyan en una Academia amplia 
en derecho agrario, habida cuenta 
que en el país son escasos los 
textos, las publicaciones e incluso la 
cátedra universitaria que reflejen de 
manera permanente y consistente 
los nuevos problemas, las nuevas 
técnicas y la nueva dogmática del 
derecho agrario. 
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SENTENCIA AGROAMBIENTAL RELEVANTE EN LA TEMÁTICA EXPUESTA

Sentencia: ANA-S2-0023-2016 - 
05/04/2016

Asignada en:

Derecho Agroambiental / Pueblos 
Indígena Originario Campesinos 
/ Justicia Indígena Originaria 
Campesina / Instancia de resolución 
de conflictos entre comunidades 
(Seguidora)

Derecho Procesal / Recursos / 
Recurso de casación / Infundado / Por 
no haber demostrado lo denunciado 
(Seguidora)

“Que, los actos realizados por las juezas 
y jueces agroambientales deben ser 
desarrollados en el ámbito del debido 
proceso resguardado por el art. 115-II de 
la C.P.E. entendido por algunos autores 
como: “...la garantía de garantías, 
(es) el principio general que engloba 
todo el derecho procesal y de todo 
proceso jurisdiccional. Se lo comprende 
como una cláusula general residual o 
subsidiaria por antonomasia, porque 
ella permite constitucionalizar todas las 
garantías orgánicas o procedimentales 
en tanto y cuando contribuyan directa 
o indirectamente a la dilucidación de 
un conflicto en sede jurisdiccional 
de modo justo y equitativo. “ (Las 
negrillas nos corresponden) (Cáceres 
Julca citado por Arturo Yáñez Cortés, 
en su libro “Excepciones e Incidentes”, 
Primera Edición, pág. 88. En cuanto 
a la jurisdicción Indígena Originaria 
Campesina, el art. 179 de la C.P.E. 
señala: “I. La función judicial es única. 
La jurisdicción ordinaria se ejerce por 
el Tribunal Supremo de Justicia, los 
tribunales departamentales de justicia, 
los tribunales de sentencia y los jueces; 
la jurisdicción agroambiental por el 
Tribunal y jueces agroambientales; 
la jurisdicción indígena originaria 
campesina se ejerce por sus propias 
autoridades; (...). II. La jurisdicción 
ordinaria y la jurisdicción indígena 
originario campesina gozarán de 
igual jerarquía. (...)” El art. 190 de 
la C.P.E. indica: “I. Las naciones 
y pueblos indígena originario 
campesinos ejercerán sus funciones 
jurisdiccionales y de competencia a 
través de sus autoridades, y aplicarán 
sus principios, valores culturales, 
normas y procedimientos propios. II. 
La jurisdicción indígena originaria 
campesina respeta el derecho a la vida, 
el derecho a la defensa y demás derechos 
y garantías establecidos en la presente 
Constitución. En ese ámbito es menester 

citar, nuevamente, a la Ley de Deslinde 
Jurisdiccional cuyo art. 1 señala: “La 
presente Ley tiene por objeto regular 
los ámbitos de vigencia, dispuestos 
en la Constitución Política del Estado, 
entre la jurisdicción Indígena Originaria 
Campesina y las otras jurisdicciones 
reconocidas constitucionalmente; 
y determinar los mecanismos de 
coordinación y cooperación entre 
estas jurisdicciones, en el marco del 
pluralismo jurídico”, concordante con 
los arts. 3 y 7 de la precitada norma 
legal que, en lo pertinente señalan 
que: “La función judicial es única. 
La jurisdicción indígena originaria 
campesina goza de igual jerarquía que 
la jurisdicción ordinaria, la jurisdicción 
agroambiental y otras jurisdicciones 
legalmente reconocidas” (Las negrillas 
nos corresponden) y “Es la potestad que 
tienen las naciones y pueblos indígena 
originario campesinos de administrar 
justicia de acuerdo a su sistema de 
justicia propio y se ejerce por medio 
de sus autoridades, en el marco de lo 
establecido en la Constitución Política 
del Estado y la presente Ley” Asimismo 
el art. 4 inc. e) de la Ley de Deslinde 
Jurisdiccional, señala: “Pluralismo 
jurídico con igualdad jerárquica. Se 
respeta y garantiza la coexistencia, 
convivencia e independencia de 
los diferentes sistemas jurídicos, 
dentro del Estado Plurinacional, en 
igualdad de jerarquía”. El ex Tribunal 
Constitucional mediante la Sentencia 
Constitucional Nº 0295/2003-R de 11 
de marzo de 2003 y el actual Tribunal 
Constitucional Plurinacional a través 
de su Sentencia Constitucional 

Plurinacional N° 0037/2013 de 4 de 
enero de 2013, reconocen la existencia 
del pluralismo jurídico, precisando que, 
junto a la justicia oficial u ordinaria, 
convive el derecho consuetudinario, 
reconociendo a las comunidades 
indígenas y campesinas del lugar que 
ejercen funciones de administración y 
aplican normas propias para la solución 
de los conflictos que se suscitan 
entre sus integrantes; concluyéndose 
que el juez de la causa ha entendido 
correctamente el sentido de la 
administración de Justicia Indígena 
Originaria Campesina. En éste contexto, 
los ahora recurrentes no niegan que los 
conflictos se sustenten en las tierras 
que corresponden al predio denominado 
Comunidad Motacú y en distintos 
actos, conforme a la documental que 
ellos mismos presentan, admiten que 
dichos conflictos se suscitaron con 
y entre los integrantes de la misma 
comunidad siendo aplicable, por 
analogía, la doctrina o principio de los 
“actos propios” en razón al cual no es 
permisible desarrollar una conducta 
contraria a la anterior o divergente a 
hechos ejecutados por la misma persona, 
en éste sentido no se podría aceptar un 
comportamiento contrario en desmedro 
de una conducta desarrollada de forma 
previa, a mas que, conforme se acredita 
en antecedentes (de fs. 438 a 442 vta.) 
fue planteada, por el Secretario General 
de la Comunidad Motacu, Darwin 
Yupanqui Mamani, la declinatoria de 
competencia, mecanismo idóneo a 
efectos de que la autoridad jurisdiccional 
revise y determine su jurisdicción y 
competencia”.
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